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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Carmen

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Valdés Subercaseaux, Gabriel

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zurita Camps, Enrique

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:14, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 20ª, ordinaria, en 2 de agosto, y 21ª, ordinaria, en sus partes pública y secreta, en 3 de agosto del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual da inicio a un proyecto de ley que crea el Consejo Superior de Empresas Públicas, regula las empresas de auditoría externa y modifica el estatuto de los directores de las sociedades anónimas, las normas de administración de éstas y los estatutos de las empresas públicas (boletín Nº 3949-05) (Véase en los Anexos documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros comunica que prestó su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que establece un permiso paternal en el Código del Trabajo (boletín Nº 3303-13).



2) Proyecto que modifica la ley Nº 18.502 en relación con el impuesto al gas y establece regulaciones complementarias para la utilización de aquél como combustible en vehículos (boletín Nº 2701-15).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Con el tercero comunica que rechazó la solicitud del Senado en orden a archivar el proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático en el MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito el 24 de julio de 1998 en Ushuaia, República Argentina (boletín Nº 2517-10).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el cuarto comunica que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Protocolo Adicional al Acuerdo por el que se establece una Asociación entre la República de Chile, por una parte, y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra, para tener en cuenta la adhesión a la Unión Europea de la República Checa, la República de Estonia, la República de Chipre, la República de Letonia, la República de Lituania, la República de Hungría, la República de Malta, la República de Polonia, la República de Eslovenia y la República Eslovaca y sus anexos”, suscrito en Santiago, Chile, el 16 de diciembre de 2004 (boletín N° 3.917-10) (Véase en los Anexos documento 2).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre de la Corporación, relativo a la posibilidad de presentar a trámite legislativo una iniciativa que recoja las ideas contenidas en una moción de los Honorables señores Ávila, Parra y Silva sobre control de mérito por parte de la Contraloría General de la República y de transparencia y publicidad que modifique los sistemas de eficiencia, ética y austeridad de los organismos públicos y privados que indica, que fuera declarada inadmisible por corresponder a materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, en cuanto a estado de tramitación del “Proyecto de creación de una Escuela Municipal Especial Nueva”, en la comuna de Traiguén.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio mediante el cual Su Excelencia el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para designar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema a don Rubén Alberto Ballesteros Cárcamo (boletín Nº S 818-05).



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo con el objeto de proteger el patrimonio de las organizaciones sindicales (boletín Nº 3.610-13) (Véase en los Anexos documento 3).


Informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece mecanismos de protección y de evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono (boletín Nº 2.725-12) (Véase en los Anexos documento 4).


--Quedan para tabla.
Moción



Del Honorable señor Moreno, con la que inicia un proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a Monseñor Ricardo Ezzati Andrello (boletín N° 3.948-07) (Véase en los Anexos documento 5).


--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
Permiso constitucional



Comunicación del Senador señor Andrés Zaldívar por medio de la cual, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 57 de la Carta Fundamental, solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 10 de agosto en curso.



--Se accede.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio mediante el cual el Excelentísimo Tribunal Constitucional remite copia autorizada de la sentencia pronunciada en el requerimiento presentado en relación con la inhabilidad para el ejercicio del cargo del Senador don Jorge Lavandero Illanes, donde declara que es innecesario emitir pronunciamiento, por cuanto el señor Lavandero ha cesado en su cargo de Senador de la República con antelación a la fecha de esa sentencia.



--Se manda comunicar la vacancia del cargo al Tribunal Calificador de Elecciones a fin de que certifique si el señor Lavandero integró alguna lista electoral en la oportunidad de su elección y, en tal caso, proclame como Senador al ciudadano que habría resultado elegido si a esa lista hubiere correspondido otro cargo, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 47 de la Constitución Política de la República.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Para mayor conocimiento de Sus Señorías, se han sacado copias de la sentencia del Tribunal Constitucional, que llegó hace 20 minutos a la Secretaría del Senado.

El señor MORENO.- ¿Por qué no las hace distribuir, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Se están distribuyendo, señor Senador.



En todo caso, puedo hacer un resumen.

El señor OMINAMI.- ¿Es posible obviarlo?

El señor NARANJO.- Hágalo, señor Presidente.

El señor PIZARRO.- ¡No se necesita tanta pasión y sentimiento para llegar a conocer la sentencia...!

El señor ROMERO (Presidente).- El señor Secretario le dará lectura.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En la parte pertinente, a continuación de los considerandos, la sentencia dice:



"SE DECLARA que es innecesario emitir pronunciamiento sobre el requerimiento deducido a fojas 1, por cuanto don Jorge Lavandero Illanes ha cesado en su cargo de Senador de la República con antelación a la fecha de dictarse esta sentencia.



"Se previene que el Presidente del Tribunal Constitucional, Ministro señor Juan Colombo Campbell, y el Ministro señor Urbano Marín Vallejo, concurren a la decisión teniendo únicamente presente los siguientes fundamentos:…". Y luego se describen éstos.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).-¿Es pertinente que en este momento o al final de la Cuenta...

La señora FREI (doña Carmen).- Ya terminó la Cuenta.

El señor ROMERO (Presidente).- Así es.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Entonces, le pido la palabra, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- A ver.



En todo caso, quiero señalar que la Presidencia ya adoptó una decisión sobre esta materia. Y, conforme a las normas reglamentarias, no cabe controversia acerca de ella.



De acuerdo con el Reglamento, si un señor Senador desea formular alguna observación, debe hacerlo en la sesión siguiente (ordinaria, según entiendo).

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, yo le agradecería que reviera su decisión, pues en un asunto de esta naturaleza, donde hemos tenido una diferencia no menor, considero necesario, para los efectos de la forma como deben interpretarse las disposiciones constitucionales, que se nos conceda el uso de la palabra para hacer las precisiones del caso ahora y no en una sesión posterior.

El señor ROMERO (Presidente).- Si a la Sala le pareciera, yo no tendría inconveniente. Pero, si así fuera, también pediría, porque he sido acusado injustamente de actuar de una manera que no corresponde, que se me permitiera explicar, ratificar y confirmar los términos de la sentencia, que en todas sus partes respalda la posición que ha adoptado esta Presidencia desde el primer día en que se planteó el problema.



En ese entendido, le concedo la palabra, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Muchas gracias.



La verdad, señor Presidente, es que no he dispuesto del tiempo que al parecer usted tuvo para leer la sentencia del Tribunal Constitucional, que es un tanto larga. Pero lo poco que he visto de la parte resolutiva, en los dos primeros números, me confirma que lo sostenido ayer por estas bancas o por el Senador que habla era lo que se debió hacer.



Me explico.



Aquí el Tribunal Constitucional está calificando una situación jurídica. A tal punto la califica, que estima innecesario emitir pronunciamiento sobre el requerimiento deducido por algunos Parlamentarios, dado que con antelación a esta fecha se habría dictado una sentencia, que él tuvo a la vista.



A nuestro juicio, en este caso se ha calificado jurídica y no políticamente, diferencia que no es menor.



Nosotros hemos sostenido que, en materia de inhabilidades, existe en la Constitución de 1980 una norma expresa que exige una calificación jurídica y no política. Y eso tiene enorme importancia. O sea, ha habido una calificación jurídica. Se está diciendo que la sentencia que pesó sobre Jorge Lavandero Illanes lo lleva a cesar en el cargo en la forma aquí planteada. Y eso es una calificación jurídica, no una calificación política.



Tal es, en mi concepto, el mérito del fallo.



Ahora bien, la calificación jurídica se ha efectuado sobre la base de una causal expresa de la Carta, que en su artículo 57, inciso final, establece: "Cesará, asimismo, en sus funciones el diputado o senador que, durante su ejercicio, pierda algún requisito general de elegibilidad…". 



Ésa es la causal en virtud de la cual se está inhabilitando al Senador Lavandero. Y, a nuestro juicio, ella debía ser medida, pesada, ponderada por el Tribunal Constitucional, por tratarse de un cambio fundamental entre la Carta de 1980 y la de 1925. 



No se puede sostener, señor Presidente, que aquélla sea una causal objetiva, al igual que las otras, porque el Texto Fundamental no distingue. Y quiero recordar que, cuando la ley no distingue, no cabe distinguir.



En Derecho Público, todas las autoridades, señor Presidente –usted, el Senado, el Tribunal Constitucional-, sólo pueden hacer, de acuerdo con una norma de la Carta vigente, que viene de la de 1925 -estaba en su artículo 4º-, aquello que les está expresamente autorizado. Todo acto en contravención a dicha norma es nulo. 



Ahí se fundamenta el Derecho Público. Ahí se fundamenta nuestra acción. Nosotros estamos obligados, si queremos actuar conforme a Derecho y fortalecer nuestras instituciones, a no salirnos jamás de ese marco.



Por ello, creo que no es menor la discusión que hemos tenido.



Más aún, quiero precisar que lo que ahora corresponde, en relación con la causal relativa a los requisitos de elegibilidad -consagrada en forma sustantiva en el artículo 17, número 2º, de la Constitución, que establece que la calidad de ciudadano se pierde por condena a pena aflictiva-, es proceder en todo lo que falta a continuación.



Eso es lo que debe hacerse.



Las normas tienen sentido, señor Presidente. Y, para nosotros, observarlas lo tiene todavía más.



Muchas gracias.

El señor PARRA.- Pido la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- En seguida, señor Senador.



Antes pedí que se me brindara la posibilidad de dar algunas explicaciones, que es lo que haré en seguida.



El Tribunal Constitucional, por la unanimidad de sus miembros, se pronunció en contra de la tesis del señor Senador que me precedió en el uso de la palabra.



Recibí la sentencia cinco minutos antes que el Honorable señor Adolfo Zaldívar, y también la leí de manera muy apurada. Pero debo puntualizar que todos sus considerandos se hallan justamente en una posición distinta de la que ha planteado Su Señoría y en una posición coincidente con la sustentada por esta Presidencia. Tanto es así que incluso se contienen definiciones que me parece muy importante dejar registradas en este Senado.



Se dice: "la sentencia de la Corte Suprema aludida en el razonamiento anterior se halla firme o ejecutoriada. De ello resulta inequívocamente que este Tribunal no puede, sin quebrantar los artículos 6º, 7º, 73 y 82 de la Carta Fundamental, entrar a revisarla,", etcétera.



Asimismo, se expresa: "desde el momento en que se ha dictado sentencia que ha quedado ejecutoriada que declare que una persona ha sido condenada por un delito a pena aflictiva, sin que sea necesario ni procedente ninguna resolución judicial posterior para producir el efecto indicado". Y se agrega: "el parlamentario condenado cesa ipso jure en su cargo, por haber perdido un requisito general de elegibilidad." -fue lo que sostuve desde el  principio- "De allí, que el propio precepto aludido distinga," -aquí es donde puede haber algún equívoco- "en dos oraciones diferentes, de una parte cesar en dicho cargo por haber perdido "algún requisito general de elegibilidad" y de otra, por haber incurrido "en alguna de las causales de inhabilidad a que se refiere el artículo 54, sin perjuicio de la excepción contemplada en el inciso segundo del artículo 56 respecto de los Ministros de Estado”. “En el primer caso,” -se refiere a la pérdida de algún requisito general de elegibilidad- “y en cuanto específicamente se relaciona con el asunto sub lite, la cesación se produce de pleno derecho;”   -no es necesario declararla- “en el segundo es necesario que ella sea declarada por esta Magistratura, conforme a lo prescrito en el artículo 82 numeral 11 de la Carta Fundamental.”. Lo dice expresamente: no es necesario declararla, porque opera de pleno derecho.



En los considerandos siguientes se consigna que “la Constitución es un todo orgánico y el sentido de sus normas debe ser determinado de manera tal que existen entre ellas la debida correspondencia y armonía.", y que "La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenidos de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos”. 



Incluso más, se agrega: 



“Que de una interpretación de la preceptiva constitucional indicada se infiere, con claridad, que resulta improcedente la declaración de inhabilidad que se solicita, porque un pronunciamiento de este Tribunal, en virtud de lo dispuesto en el artículo 82 Nº 11 de la Constitución no se encuentra en armonía con lo prescrito en la norma reproducida en el considerando que antecede, ya que la decisión que adopte podría importar desconocer los efectos de una sentencia firme o ejecutoriada dictada por la Corte Suprema, lo cual, por cierto, resulta inaceptable.”.



“Que, a mayor abundamiento y para finalizar, en casos como el examinado en esta sentencia, es siempre necesario ponderar lo resuelto por órganos jurisdiccionales especializados, de jerarquía constitucional. Tal es, precisamente, el Tribunal Calificador de Elecciones, cuyo fallo pronunciado el 29 de septiembre del año 2003,” -hice alusión a él cuando se presentó el caso- “en sus considerandos 12º, 13º, 15º y 16º es por entero coherente con los razonamientos…”.



Y luego se sentencia: “SE DECLARA que es innecesario emitir pronunciamiento sobre el requerimiento deducido a fojas 1, por cuanto don Jorge Lavandero Illanes ha cesado en su cargo de Senador de la República con antelación a la fecha de dictarse esta sentencia.”.



Por consiguiente, la cuestión se encuentra perfectamente zanjada.



Han pedido la palabra los Senadores señores Zurita, Chadwick y Parra.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Yo necesito hacer una precisión a su comentario, señor Presidente, si me permite. 

El señor ROMERO (Presidente).- No quiero convertir el debate en un diálogo.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Es muy breve y muy preciso lo que quiero plantear.

El señor ROMERO (Presidente).- Cómo no, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, la sentencia quedó ejecutoriada ayer, y sólo ayer, cuando el recurso de queja fue fallado negativamente. Había un recurso pendiente. Y, de acuerdo con nuestras normas jurídicas, mientras exista un recurso pendiente, la sentencia no está ejecutoriada. Puede causar ejecutoria, pero no está ejecutoriada. 



O sea, todo el resto de su alegato, señor Presidente, pendía de este asunto. Y, lamentablemente, el inicio de la controversia entre nosotros partió hace dos semanas, cuando la sentencia estaba meramente causando ejecutoria. Ahí estuvo el error que hoy le represento a la Mesa.

El señor ROMERO (Presidente).- Ni yo, ni el Congreso, ni autoridad alguna podemos interpretar una decisión de los tribunales de justicia.



Cuando recibí, como Presidente del Senado de la República, de parte del Juzgado de Garantía de Temuco un oficio según el cual la sentencia era definitiva y se encontraba ejecutoriada, no tenía la alternativa de hacer una interpretación ni nada que la contradijera. 



Que efectivamente…

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¡Para eso está el Tribunal Constitucional, señor Presidente!

El señor ROMERO (Presidente).- Que efectivamente...

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¡Usted se apresuró!

El señor ROMERO (Presidente).- ¡No es así!

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¡Sí!

El señor ROMERO (Presidente).- Bueno. No quiero seguir en este diálogo. 



Creo que en esta materia es demasiado contundente el fallo del Tribunal Constitucional -habla por sí mismo- como para que nosotros estemos haciendo un análisis de esta naturaleza.



Tiene la palabra el Honorable señor Zurita.

El señor ZURITA.- Señor Presidente, no es mi ánimo dilatar ni acelerar la resolución de este problema. Estimo que se está perdiendo la distancia al tratar de solucionarlo por caminos tan altos y tan equivocados como el de recurrir al Tribunal Constitucional. Debemos apelar a cosas más prácticas.



Se habla mucho de sentencia ejecutoriada, como si con ella terminara todo. No es cierto. ¡Las sentencias hay que cumplirlas! Y en este cumplimiento deseo detenerme.



Las sentencias condenatorias dictadas en causas por crímenes imponen al condenado la pena corporal de privación de su libertad. Se la restringe en forma amplísima. Además, se le aplican otras sanciones, que limitan derechos: se le priva del derecho de sufragio, por lo cual no puede votar, elegir ni ser elegido. 



¿Cómo se cumplen las sentencias? ¿Las cumplen los jueces? ¡No, señores! Los magistrados, cuando dictan la pena de muerte, no matan: ordenan matar; cuando imponen la pérdida de libertad, no encarcelan: ordenan encarcelar. Y cuando condenan a penas accesorias, que consisten en privar del derecho a sufragio, de los derechos políticos, ¿basta que se diga en la sentencia? 



¿Cómo consta que alguien tiene derechos políticos? Por su inscripción en el Registro Electoral. Entonces, ¿qué debe hacer un juez cuando su sentencia implica la privación de derechos ciudadanos? Comunicarlo al que puede borrar la inscripción. 



Primera comunicación que debe enviar el juez -y posiblemente no lo ha hecho-: dirigir un oficio al Registro Civil para que anote en la partida de nacimiento respectiva que don Jorge Lavandero Illanes ha sido condenado como autor de tal delito. Y eso queda consignado en su extracto de filiación.



¿Y cómo se cumple la otra parte? ¿Dónde consta que don Jorge Lavandero es ciudadano con derecho a sufragio? En el Registro Electoral. ¿Imaginan Sus Señorías a la jueza de garantía yendo a dicha repartición con una goma a borrar el nombre del señor Lavandero? ¡No! ¿Qué hace? Le comunica que don Jorge Lavandero, RUT número tanto, ha sido privado de sus derechos políticos y le solicita que proceda a cancelar su inscripción. El Registro Electoral la cancelará y oficiará al señor Presidente del Senado para darle a conocer que se ha producido la vacante de la senaduría, porque en este momento el señor Lavandero no es ciudadano elector y, al no serlo, no puede ser titular de un cargo público. Y esto facultaría…

La señora MATTHEI.- ¿Me permite una pregunta, Honorable colega? 

El señor ROMERO (Presidente).- Con la anuencia de la Mesa, no hay problema. 

La señora MATTHEI.- No soy abogada, y me llama la atención lo que Su Señoría está señalando. Por eso, quiero hacerle una pregunta: ¿qué pasa si quien está a cargo del Registro Civil se niega a borrar la inscripción por A, B ó C razones? ¿No queda ejecutoriada la sentencia?

El señor ZURITA.- Le voy a decir lo que pasa, señora Senadora.



Ayer vimos cinco solicitudes de rehabilitación de ciudadanía presentadas por personas que habían sido privadas de su derecho a sufragio, Una de ellas, por sentencia de 1999. ¿Y cuándo se le cancela la inscripción? ¡En el 2004! Por consiguiente, entre 1999 y 2004 pudo votar, e incluso, ser elegida. Esto último ya es más difícil, porque el Servicio Electoral se encarga de averiguar. 



Lo anterior demuestra que se cumple tarde, mal y nunca. 



Si eso satisface su duda…

El señor ROMERO (Presidente).- Tratemos de evitar los diálogos.

La señora MATTHEI.- Disculpe, señor Presidente, pero sólo quiero consultar en qué caso se halla el señor Lavandero. Porque, en el fondo, vamos a depender de que un funcionario cumpla o no su deber. Y si no lo hace, no se elige a un Senador. Me parece un tanto absurdo.

El señor SILVA.- ¡La sentencia está cumplida! ¡Por favor!

El señor ZURITA.- Yo le voy a facilitar, señora Senadora…

El señor ROMERO (Presidente).- Ruego a Sus Señorías evitar los diálogos. 

El señor ZURITA.- Por eso, corresponde a esta Corporación solicitar al Registro Civil que informe si ya anotó la condena en el extracto de filiación y preguntar al Director del Registro Electoral si, conforme a las obligaciones que le impone la ley, borró la inscripción respectiva. Y cuando nos llegue la respuesta estaremos en condiciones de decir que la sentencia se ha cumplido.



Nada más.

El señor ROMERO (Presidente).- En todo caso, antes de ceder la palabra a los señores Senadores inscritos, quiero señalar que, cuando recibimos la primera información sobre sentencia -“ejecutoriada”, según decía el certificado-, se investigó y se verificó el envío de los oficios pertinentes, no sólo al Senado, sino también al Registro Civil. De modo que, efectivamente, ese trámite es automático.



Tiene la palabra el Senador señor Silva, y después, el Honorable señor Chadwick.

El señor SILVA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero expresar que nos hallamos plenamente satisfechos por la conducta de la Mesa. Creemos que el señor Presidente ha procedido con absoluta ponderación, serenidad e imparcialidad. De manera que, al respecto, no puede haber ninguna duda.



En cuanto a los planteamientos expuestos, deseo informar a la Sala oficialmente -porque me consta- que el Registro Civil, en su oportunidad, declaró aquello a que se refería el Honorable señor Zurita y remitió la nota correspondiente al Director del Registro Electoral, don Juan Ignacio García, quien me comunicó que había recibido la nota respectiva de aquel Servicio y que, en consecuencia, había procedido a eliminar del Registro Electoral la nominación del señor Lavandero.



Por lo tanto, no va a ocurrir aquello que, en forma justificada y con temor, algunos señores Senadores creyeron en cuanto a que se podría estar incurriendo en una omisión a base de la cual hipotéticamente se llegaría a decir que en cierto momento habría dos Senadores en la misma función.



Nada de eso se ha dejado de cumplir.



En consecuencia, ante la pregunta de la Honorable señora Matthei, estoy en condiciones de expresar de manera categórica que a todo se le dio cumplimiento. Y nos percatamos oportunamente de que así había acontecido.



Ahora sólo cabe atenerse a lo planteado de modo adecuado por el señor Presidente -al parecer, la Sala lo aprobó sin reparos- en cuanto a que únicamente resta oficiar al Tribunal Calificador de Elecciones para que de manera formal -porque no va a emitir un pronunciamiento de fondo, ni con arreglo a Derecho; tampoco deberá hacer interpretaciones-, y con la mayor brevedad posible, declare que en la nómina electoral respectiva figuró como candidato, junto con el Senador señor Lavandero, el señor Vásquez. 



Simplemente, procede actuar en consecuencia.



Señor Presidente, creo que deberíamos dar término a un asunto que no ha sido muy grato. Afortunadamente, la Corte Suprema y el Tribunal Constitucional desde el primer momento han dado cabal y plena razón a la proposición de la Mesa.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, intervengo para ratificar y hacer mío lo que expuso el Honorable señor Silva.



A mi parecer, la Mesa ha procedido de modo perfecto. 



En los últimos días, básicamente se planteó la duda jurídica de si correspondía que la cesación en el cargo fuera declarada por el Tribunal Constitucional. Pero desde el inicio de esta discusión la Mesa señaló que, cuando se trata de la pérdida de una causal general de elegibilidad, corresponde al Tribunal Calificador de Elecciones ponerla en conocimiento y no que la califique el Tribunal Constitucional.



La sentencia entregada hoy por el Tribunal Constitucional es absolutamente clara, precisa y directa para señalarlo en esos términos. En sus considerandos expresa que, cuando un Parlamentario incurre en una causal de pérdida de un requisito general de elegibilidad -precisamente, el caso del Senador señor Lavandero-, cesa ipso jure en su cargo y se entiende de pleno derecho que se ha producido la cesación.



Es clarísimo el fallo. 



Aún más, para enfrentar situaciones futuras que puedan surgir en el Senado, parte del considerando decimosegundo de la sentencia señala que “resulta improcedente la declaración de inhabilidad que se solicita”.



Ese pronunciamiento ratifica plenamente lo que expuso la Mesa ante el Senado y deja del todo claro el camino por seguir, no tan sólo en este caso -ya por completo zanjado-, sino también para el futuro: si se pierde un requisito general de elegibilidad, se cesa en el cargo de pleno derecho, ipso jure, sin necesidad de pronunciamiento del Tribunal Constitucional.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, la intervención del Senador señor Chadwick me permite ser breve.



Comparto con Su Señoría el reconocimiento a la Mesa por la forma como ha conducido este proceso y por la claridad con que ha enfrentado el tema desde la perspectiva estrictamente jurídica.



Desde luego, es legítimo que en materias jurídicas haya opiniones discrepantes y que se quiera recorrer los caminos que establece el propio Derecho para dilucidar las dudas. Cuando se busca claridad para proceder con apego al Derecho, no vemos una actitud odiosa. Y respetamos, por cierto, a quienes optan por recorrer esta vía.



Nunca tuvimos dudas acerca del desenlace en esta materia. El fallo es tan categórico que tres Ministros desestimaron el requerimiento por considerar innecesario que el Tribunal Constitucional emita un pronunciamiento. Y los otros dos también lo desecharon, porque entienden que dicho Tribunal carece de jurisdicción y de competencia para pronunciarse al respecto. De modo que, desde el punto de vista de la interpretación constitucional, resultaba absolutamente claro que los pasos propuestos en su hora por la Mesa para dar curso a este proceso eran los correctos.



Por otro lado, a propósito de la intervención del Honorable señor Zurita, debo hacer presente que al Senado le cabe cumplir la sentencia en la parte que realmente le compete: producida la vacancia, debe adoptar las medidas para que se provea el reemplazo en el  cargo, con apego a la Constitución.



Deseo manifestar -y al señor Presidente le consta- que el ciudadano Guillermo Vásquez, quien seguramente, a partir de la resolución del TRICEL, será llamado a ocupar el escaño que dejó el ex Senador don Jorge Lavandero, ha estado en una permanente actitud de colaboración. De su parte, en ningún momento hubo una actitud de precipitación, de fuerza, buscando generar situaciones que pudieron haber significado para el Senado un bochorno, como en algún minuto, sin fundamento, se llegó a sostener.



Finalmente, deseo hacer una declaración.



El ex Senador don Jorge Lavandero enfrenta, sin duda, la hora más dolorosa de su vida. Para nosotros, perdura el recuerdo del gran Senador que fue. Perdura el recuerdo del legislador consagrado a su tarea y del político que a través de toda su existencia se comprometió en la lucha por redimir a los pobres, por defender los recursos naturales del país, por mejorar el sistema previsional chileno.



Y puedo darles garantías, Honorables colegas de la Democracia Cristiana, de que el señor Guillermo Vásquez llegará aquí a proseguir justamente esa tarea con el mismo empeño, a contribuir y a trabajar con ustedes a fin de que la Concertación continúe dando buen gobierno al país. No viene, por cierto, a buscar divisiones ni tensiones al interior de la coalición. Viene a asumir en plenitud sus funciones de Senador, en la forma como saben hacerlo los que militan en el Partido Radical: compartiendo con respeto y fraternidad con quienes no tienen los mismos puntos de vista y actuando con lealtad, solidaridad y compromiso con todos los que participamos en un proyecto común.



He dicho. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, centraré mis reflexiones en dos materias distintas.



En primer lugar, quiero respaldar lo dicho por el Honorable señor Adolfo Zaldívar en el sentido de que los Senadores de estas bancas desde el primer momento pensamos que debía respetarse la juricidad y lo establecido en la Constitución.



El considerando séptimo del fallo del Tribunal Constitucional, que recién hemos conocido, prescribe que “por oficio Nº 4.786-2005, de 9 de agosto en curso,” -el día de ayer- “la Corte Suprema comunicó a este Tribunal el rechazo del recurso de queja, Rol Nº 3.478-2005, interpuesto por el señor Jorge Lavandero Illanes en contra de dos Ministros de la Corte de Apelaciones de Temuco, a raíz de las faltas o abusos en que habrían incurrido en el pronunciamiento de la sentencia definitiva de segunda instancia.”.



En consecuencia, por propia declaración del Tribunal Constitucional, queda refrendada la tesis que los Senadores de estas bancas defendimos desde el primer momento, en cuanto a que había que esperar el término del proceso.



Nosotros siempre nos hemos caracterizado por respetar los fallos. Y no estamos buscando subterfugios. 



Alguien dijo ayer que existía una maniobra en curso: no la hubo.



En la segunda parte de mi argumentación, deseo referirme al fondo del asunto.



En este momento el Senado de la República está debatiendo el procedimiento para reemplazar a un Senador elegido soberanamente por más de 81 mil votos. El Parlamento chileno -nuestra Corporación y la Cámara de Diputados- ha decidido que el mecanismo existente debe ser cambiado. La disposición pertinente establecida en la Constitución del 80 permitía ocupar el cargo vacante a quien no tenía respaldo ciudadano, por el simple hecho de haber sido compañero de lista -aunque hubiere sacado el 10 por ciento del total de los votos- del parlamentario objeto de la inhabilitación.



¡Ésa es la verdad! ¡Ése es el fondo de lo que hay que discutir!



Este fallo contradice aquel criterio. ¿Por qué? Porque aquí no estamos hablando de Senadores institucionales o designados, sino de personas que recibieron un mandato popular, que no se respeta en la cláusula constitucional y que, por lo mismo, el Parlamento ha modificado. Faltan cinco días -¡cinco días!- para el acto formal donde el Congreso Pleno ratificará la reforma de la Carta Fundamental que cambiará definitivamente este procedimiento.



¿Hay alguien aquí, en el Senado, que pueda decir que esto ha sido una maniobra para sencillamente beneficiar a fulano, zutano o mengano? ¡No, señor Presidente!



A la gente, afuera, hay que decirle la verdad: ¡el mecanismo de reemplazo existente ha sido abandonado por el Parlamento porque no es correcto! Hubo Senadores que presentaron tres mociones de reforma constitucional para cambiar ese procedimiento y acordar lo que el Senado y la Cámara de Diputados ya resolvieron, que no será objeto de modificaciones ni en el Congreso Pleno ni mediante el veto del Presidente de la República.



¡Eso es lo que está en juego!



Es cierto: se cumplirán los trámites legales, como aquí se ha planteado. No seremos nosotros quienes cuestionemos eso. Pero que quede claro que ¡el procedimiento que se llevará a cabo no respeta la soberanía popular como expresamente lo indicó el Congreso Nacional!



Me dirán que eso es lo que está vigente en la Constitución, que las letras están hablando. Pero lo concreto es que aquí no estará representado quien obtuvo la mayoría ciudadana encarnando un conjunto de principios, valores e ideas. Eso ha quedado claro.



Dejamos constancia de ello, señor Presidente, y rechazamos las imputaciones hechas en el sentido de que ésta era una maniobra. En realidad, estamos defendiendo la ética y la moralidad de un principio que en la Carta Fundamental ya ha sidointroducido.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, con la sentencia del Tribunal Constitucional que hemos conocido se clausura el último espacio artificialmente creado para impulsar algunas medidas dilatorias.



Deseo en esta ocasión felicitar a la Presidencia del Senado por haber mantenido una sola línea de interpretación jurídica, que es la que en definitiva, como era lógico esperar, prevaleció.



El señor Presidente, tal vez seducido por incorporar a su personalidad una suerte de atributo ecuménico, concedió la posibilidad de que se consultara a la Corte Suprema si la sentencia estaba ejecutoriada.



El Alto Tribunal, que nunca ha sido dado a las ironías, casi incurre en una en el texto que nos remitió. En palabras simples, nos dijo: “¡No pregunten cosas obvias!”.



Por otro lado, también se insistió en que todavía era necesario apelar a un procedimiento más: esta vez, al Tribunal Constitucional.



Pues bien, si se lee entre líneas la sentencia, podemos advertir un tono de amonestación al Senado. Porque, al igual que la Corte Suprema, el Tribunal Constitucional nos dice cómo no nos habíamos dado cuenta de que éste era un tema absolutamente finiquitado y de que, por imperio natural, por una interpretación absolutamente fluida y directa del texto respectivo, tenía que hacerse lo que el señor Presidente de esta Corporación propuso en su oportunidad.



¡Ahora ya casi me sorprende que no haya una propuesta en el sentido de consultar al Secretario General de la ONU…!



En términos simples, ha culminado un proceso que se ha impuesto por la naturaleza misma de las disposiciones que nos rigen.



Y, para concluir, quiero señalar,…

El señor MORENO.- ¡La Constitución del 80, a la que usted se oponía, señor Senador…!

El señor ÁVILA.-…respecto de lo manifestado por el Honorable señor Moreno, que su razonamiento se aleja absolutamente de lo que debe ser el espíritu que ha de animar a un miembro de la Concertación, y más genéricamente, a quien forma parte de un conglomerado político.



Estas disposiciones, que hoy son objeto de críticas, responden al hecho de que formamos parte de una coalición. 



En 1989, el Senador señor Andrés Zaldívar obtuvo un triunfo resonante pero inesperado gracias a los votos radicales. Sin embargo, ahora su partido se queja de una votación un tanto desproporcionada respecto de quien triunfó, sin atender al hecho de que en una coalición debe haber un  sentido de colaboración recíproca: si bien se da la competencia descarnada en algunas circunscripciones, se compensa en otras donde determinada colectividad política no lleva candidato pero aporta sus sufragios a los miembros de otras.



¡Ése es el sentido exacto con que debe interpretarse el ser miembro de una coalición!



Por lo tanto, no nos quejemos del resultado que hoy se consigue, porque es la forma natural en que deben resolverse las cosas, existiendo un texto, por lo demás, absolutamente prístino, claro, no sujeto a interpretaciones de ninguna índole.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde entrar al Orden del Día.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?



Quiero hacer un comentario, una sugerencia, para la sanidad del Senado.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor PIZARRO.- ¿Podría transcribirse la intervención del señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra para hacerla llegar, enmarcadita, así, bonita -en especial la última parte-, a todos los partidos políticos, a los movimientos y a los distintos sectores a los cuales Su Señoría ha pertenecido…? Porque venir a predicar la moral acá de esa manera -por lo menos a mí, en lo personal- insulta.



Hay que tener un mínimo de coherencia, a mi juicio.

El señor ÁVILA.- ¡Sobre todo quien no la tiene…!

El señor ROMERO (Presidente).- Creo que debiéramos entrar al Orden del Día.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Pido palabra, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Entramos a otra materia.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¡Señor Presidente!

El señor ROMERO (Presidente).- Señor Senador, ¡por favor! 

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¡No!

El señor ROMERO (Presidente).- Ya terminamos esta discusión.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¡No, pues, señor Presidente!

El señor ROMERO (Presidente).- Su Señoría habló ayer, anteayer…

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¡Y usted ha abusado, señor Presidente!

El señor ROMERO (Presidente).- ¡No he abusado de ninguna manera, señor Senador!

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¡Sí, señor Presidente!

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Yo no le acepto que…

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¡Sí, señor Presidente!

El señor ROMERO (Presidente).-… se dirija a mí en esos términos!

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- ¡Sí, señor Presidente!

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Usted debiera tener la caballerosidad de respetar al respaldar sus planteamientos!

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, si me permite,…

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Oyó?

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).-… quiero hacer uso de la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- No se la voy a dar, porque se la concedí al Honorable señor Arancibia.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Senador señor Arancibia, le pido una interrupción.

El señor ÁVILA.- ¡Ya ha hablado demasiado…!

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Muchas gracias, Senador señor Arancibia. Le agradezco su caballerosidad.



Señor Presidente, quisiera…

El señor ARANCIBIA.- ¡Pero libere el micrófono primero para ver si se la concedo o no…!

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Excúseme, señor Senador. Es que leí en su gesto que me la concedía.

El señor LARRAÍN.- ¡El gesto es lo que vale…!

El señor ÁVILA.- ¡Otro error de interpretación…!

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, le doy la interrupción al Senador señor Adolfo Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- No esperaba menos de usted, señor Senador.



Señor Presidente, quiero decir -para terminar con este tema, que no ha sido grato para nadie; imagino que usted coincidirá conmigo en eso; hemos mantenido una gran amistad por muchos años y no la perderé por este asunto- que las discrepancias se deben plantear como corresponde. Sobre este punto, he tenido una diferencia sustancial y la he hecho presente con respeto.



Si hay algo que me queda claro después de este debate, es que la Constitución del 80, al cambiar la calificación de las causales de inhabilidad, procedió con gran sabiduría, porque la limitó exclusivamente a una determinación jurídica.



Si hubiésemos seguido al pie de la letra este camino, nos habríamos evitado el debate político, el cual no corresponde para calificar jurídicamente esta situación.



El fallo del Tribunal Constitucional que conocimos hoy día nos habría facilitado el procedimiento.



Ahí estuvo el error.



Nada más, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- La verdad es que, a mi juicio, el tema ya está agotado.



La minuta que hice llegar en su oportunidad a los señores Senadores se halla absolutamente en la misma línea del fallo del Tribunal Constitucional.



Por lo tanto, no voy a seguir en esto.

_______________

El señor ROMERO (Presidente).- Puede hacer uso de la palabra el Senador señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, en nombre del Comité Unión Demócrata Independiente, quiero consultar cuál fue la razón por la que se suspendió la sesión especial convocada para hoy a las 15:30.

El señor ROMERO (Presidente).- El señor Ministro del Interior solicitó el retiro de la propuesta de designación de don Rubén Ballesteros para ocupar la vacante producida en la Corte Suprema. Señaló que la repondría en una fecha próxima.



Ése es el motivo por el cual se suspendió la sesión especial secreta.

El señor CORDERO.- ¿Y eso se puede hacer?

El señor ROMERO (Presidente).- Sí, señor Senador.

_______________

El señor VIERA-GALLO.- ¿Señor Presidente, me permite plantear un problema de orden?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, me confundí con el debate que se registró en la Sala y olvidé formular una solicitud. 



Pido a la Mesa que recabe el asentimiento de la Sala para abrir un nuevo plazo de presentación de indicaciones al proyecto que regula la publicidad y el consumo del tabaco, hasta el próximo martes, 16 de agosto, a las 12.



La Comisión de Salud concluyó el estudio de la iniciativa ayer, pero el Gobierno requiere introducir algunas modificaciones.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición del Senador señor Viera-Gallo.



--Se accede.

V. ORDEN DEL DÍA

RESTABLECIMIENTO DE EXCLUSIVIDAD UNIVERSITARIA PARA CARRERA DE TRABAJO SOCIAL 

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, con el fin de restablecer la exclusividad universitaria de la carrera de Trabajo Social, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Restablecimiento de exclusividad universitaria para carrera de trabajo social 

--Los antecedentes sobre el proyecto (2792-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 4ª, en 15 de octubre de 2003.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 43ª, en 12 de abril de 2005


Educación (segundo), sesión 22ª, en 9 de agosto de 2005.


Discusión:



Sesión 52ª, en 17 de mayo de 2005 (se aprueba en general).

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 17 de mayo del año en curso.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología deja constancia, para los efectos reglamentarios, de las indicaciones aprobadas y de una indicación rechazada.



Las modificaciones efectuadas al proyecto aprobado en general  fueron acordadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento, deben ser votadas sin debate, salvo que un señor Senador, antes del inicio de la discusión particular, solicite impugnar la proposición del órgano técnico respecto de alguna de ellas o que haya indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en tres columnas, que transcriben el proyecto aprobado en general por el Senado; las modificaciones efectuadas por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y el texto que resultaría de aprobarse dichas enmiendas.

El señor MORENO.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- No hay debate general sobre este proyecto, señor Senador.

El señor MORENO.- Lo sé, señor Presidente. Pero creo que vale la pena explicar algunas enmiendas, para facilitar la votación de la Sala.



La Comisión de Educación introdujo una modificación para resolver un problema planteado en la discusión general: qué ocurre con los institutos profesionales que en el curso de los últimos años han formado asistentes sociales; según una cifra estimada, se trata de 5 mil egresados.



El texto acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, y que también fue aprobado en la Cámara de Diputados, contiene una disposición mediante la cual las universidades podrán establecer programas especiales para los asistentes sociales de los institutos profesionales a fin de que, en un año adicional, puedan optar al grado de licenciado y al título profesional. Así no se inhibe el funcionamiento de estas casas de estudio. 



Incluso más, se fijó un plazo: los alumnos de institutos que hayan iniciado sus estudios hasta este año podrán terminar adecuadamente su carrera y no serán perjudicados desde el punto de vista de su inserción laboral en el futuro.



Esto es lo que quería informar a la Sala, en nombre de la Comisión de Educación. Y, tal como informó el señor Secretario, todas las modificaciones introducidas al proyecto aprobado en general fueron aprobadas por unanimidad.

El señor HORVATH.- Pido la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- Insisto en que no procede el debate en esta materia.

El señor HORVATH.- Sí, señor Presidente. Pero quiero aclarar un punto.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Se lo agradezco.



Seré más preciso que el señor Presidente de la Comisión de Educación. 



La modificación a que hizo referencia Su Señoría dice que las universidades que impartan la carrera de Trabajo Social “deberán” establecer planes y programas especiales para tales efectos, y no “podrán”, como señaló el Senador señor Moreno. Ello implica la obligación de ofrecer a todos los que han obtenido el título de Asistente Social en institutos profesionales la posibilidad efectiva de continuar los estudios, siempre que cumplan, desde luego, los requisitos para obtener el grado de licenciado.



Gracias, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará en particular el proyecto.



--Se aprueba en particular la iniciativa y queda despachada en este trámite.

)---------(

El señor ROMERO (Presidente).- El Senador señor Ruiz-Esquide desea hacer un planteamiento.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en sesión anterior se acordó abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto que establece normas para flexibilizar el uso del permiso maternal, hasta el martes próximo, 16 de agosto, a las 12.



Por intermedio de la Mesa, solicito que dicho plazo sea prorrogado por una semana más.

La señora MATTHEI.-  ¡No, señor Presidente! No doy mi acuerdo.



Se me han acercado muchas mujeres para decirme que están esperando que esta iniciativa se convierta en ley cuanto antes para poder postular al traspaso del permiso prenatal al posnatal.



Ruego que no se dé más plazo para indicaciones. Todavía tenemos tiempo hasta el próximo martes. 

El señor ROMERO (Presidente).- Después de esa súplica, tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Basta que un Senador se oponga para que no se pueda ampliar el plazo. No necesitamos hacer más alegato.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor ROMERO (Presidente).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor HOFFMANN (Secretario).-  Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CANTERO:



A Su Excelencia el Presidente de la República, pidiéndole IMPLEMENTACIÓN DE MESA DE DIÁLOGO PARA SOLUCIÓN DE DEMANDAS DE TRABAJADORES MARÍTIMO-PORTUARIOS; al señor Ministro de Relaciones Exteriores, solicitándole antecedentes sobre DEMORA EN ENTREGA DE VISAS A EMPRESARIOS CHINOS POR CONSULADOS DE SHANGHAI Y PEKÍN, y al señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales, requiriéndole información acerca de REGULARIZACIÓN DE TÍTULOS DE DOMINIO PARA PROPIEDADES DE SEÑORAS ROSA AHUMADA Y NATIVIDAD HEREDIA.



Del señor ESPINA:



Al señor Jefe de la Novena Zona Araucanía de Carabineros, solicitándole INFORMACIÓN SOBRE DOTACIÓN POLICIAL DESTINADA A PATRULLAJES EN COMUNAS DE LA ARAUCANÍA NORTE y requiriéndole URGENTES MEDIDAS PARA AUMENTO DE CARABINEROS EN COMUNA DE VICTORIA.



Del señor FERNÁNDEZ:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, pidiéndole PRESENTACIÓN DE PROYECTO DE LEY PARA FIN DE DESCUENTO POR CONCEPTO DE FONDO DE RETIRO A PENSIONADOS Y MONTEPIADAS DE FUERZAS ARMADAS.



Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro de Salud, planteándole CAMBIO DE ESCALAFÓN PARA CHOFERES DE AMBULANCIA.



Del señor STANGE:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, solicitándole REEMPLAZO DE BUQUE DE INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA “VIDAL GORMAZ”.

)---------------(



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional, Socialista,  Institucionales 2, Institucionales 1,  Mixto (Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata) y Demócrata Cristiano, ningún señor Senador hace uso de ella.

El señor ROMERO (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:8.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción

ANEXOS

SECRETARIA DEL SENADO

LEGISLATURA ORDINARIA

ACTAS APROBADAS

SESION 20ª, ORDINARIA, EN MARTES 2 DE AGOSTO DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Parra, Pizarro, Prokurica, Ríos, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Valdés, Vega, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo), Zaldívar (don Andrés) y Zurita.



Asisten, asimismo, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, el señor Ministro de Educación, don Sergio Bitar y el señor abogado de la División Jurídico Legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, don Matías Larraín.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones decimoséptima, especial, y decimoctava, ordinaria, de 19 de julio de 2005, y decimonovena, ordinaria, en sus partes pública y secreta, de 20 de julio de 2005, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Siete de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas y Explosivos (Boletín Nº 3.885-07).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública  (Boletín Nº 2.394-07).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los dos siguientes, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal (Boletín Nº 669-01).



2) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la reforma procesal penal (Boletín Nº 3.465-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el quinto, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que autoriza al Estado de Chile para aprobar el Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional (Boletín Nº 2.912-07).


-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el sexto, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de las Naciones Unidas”, suscrito en Santiago, el 19 de junio de 2003 (Boletín Nº 3.624-10).



-- Se tiene presente la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el séptimo, da inicio a un proyecto de ley que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (Boletín Nº 3.937-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.

Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los cuatro primeros, comunica que ha dado su aprobación a los proyectos de acuerdo aprobatorios de los siguientes instrumentos internacionales: 



1) “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Australia sobre Servicios Aéreos” y su anexo, suscritos en Santiago, Chile, el 7 de septiembre de 2001 (Boletín N° 3.858-10).



2) “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Oriental del Uruguay”, suscrito en Santiago, Chile, el 27 de abril de 2004 (Boletín N° 3.870-10).



3) “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Canadá sobre Transporte Aéreo” y su anexo, suscritos en Santiago, Chile, el 4 de diciembre de 2003 (Boletín N° 3.871-10).



4) “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo sobre Transporte Aéreo” y su anexo, suscritos en Berna, Suiza, el 22 de julio de 2004 (Boletín N° 3.872-10).



-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el quinto, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que establece un sistema de regulación sobre abogados integrantes de Cortes de Apelaciones y otros (Boletín N° 2.950-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso. 



Con el sexto, comunica que ha acordado archivar, previo acuerdo del Honorable Senado, el proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, que autoriza la construcción de un monumento, en la ciudad de Punta Arenas, en homenaje al Trabajador Petrolero (Boletín Nº 1.549-04).



--  Se accede al archivo solicitado.



De la señora Juez de Garantía de Temuco, mediante el cual remite copia autorizada de la sentencia definitiva ejecutoriada dictada en la causa RIT N° 4150-2004, seguida en contra del Senador señor Jorge Exequiel Lavandero Illanes.  



De los Honorables Senadores señores Adolfo Zaldívar y Mariano Ruiz-Esquide, en sus calidades de Presidente y Jefe de Bancada de Senadores del Partido Demócrata Cristiano, respectivamente, por medio del cual solicitan que se oficie a la Excelentísima Corte Suprema a fin de que remita copia autorizada del recurso de queja interpuesto por don Jorge Lavandero Illanes ante dicha Corte y de sus antecedentes, así como de los fallos pronunciados por el Tribunal de Garantía y por la respectiva Corte de Apelaciones, y que se solicite a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento que informe sobre la oportunidad en que el Senado podría encontrarse en condiciones legales de solicitar la inhabilidad del Senador Lavandero.



Del señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, por medio del cual remite copia de la certificación extendida en la causa Rol N° 3478-2005, en el sentido de haber ingresado a la Secretaría de dicha Corte un Recurso de Queja interpuesto a nombre de don Jorge Lavandero Illanes; copia del escrito mediante el cual se interpone el recurso y copia de la resolución recaída en este último.



-- Se toma conocimiento, y se manda oficiar a la Excelentísima Corte Suprema a fin de que informe si el citado fallo del Juzgado de Garantía de Temuco se encuentra ejecutoriado.



Dos de la Contraloría General de la República:



Con el primero, el señor Contralor General de la República, subrogante, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre la existencia de antecedentes que permitan concluir la comisión de delitos en la obra “Mejoramiento Ruta 5 Sur, Pasada por Temuco”. 



Con el segundo, la señora Contralor General de la República, subrogante, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto del sumario administrativo instruido para determinar las causas y posibles responsabilidades administrativas por el desplome del Puente Loncomilla.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, contesta dos oficios, remitidos en nombre del Honorable Senador señor Fernández, relativo al régimen impositivo del gas cuando es usado como combustible de vehículos.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Moreno, referido a la posibilidad de disminuir o eliminar los impuestos que gravan la importación de libros destinados a complementar la educación escolar.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Moreno, sobre la factibilidad de destinar los recursos necesarios para la creación de un museo ferroviario en la comuna de San Fernando.



De la señora Ministro de Planificación, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido al estado de avance del proyecto de pavimentación de la Ruta 119-CH, camino al Paso Fronterizo Mamuil Malal, en la comuna de Curarrehue.



Del señor Ministro de Educación, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Martínez, sobre reconocimiento oficial como Institución de Educación Superior de la Academia Diplomática Andrés Bello.



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, sobre problemas de iluminación en la intersección de la Ruta 5 Norte con los accesos a las localidades de Los Vilos, Illapel y Salamanca. 



Con los dos siguientes, contesta sendos oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Chadwick, referidos a la procedencia del cobro por concepto de tratamiento de aguas servidas por parte de la Empresa de Servicios Sanitarios del Libertador en la comuna de Rengo, y a la factibilidad de construir un edificio que reúna a todos los juzgados de la comuna en el terreno que ocupaba la cárcel, en el sector de la Plaza de Armas de la ciudad de San Fernando.



Con el cuarto y quinto responde dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor García, relativos a la posibilidad de reparar o reconstruir el puente de Quelhue, ubicado a diez kilómetros de la ciudad de Pucón, y sobre la fecha de entrega de la construcción del Centro de Orientación y Diagnóstico y Centro de Rehabilitación Conductual Masculino destinado al Servicio Nacional de Menores, en la comuna de Cholchol.



Con el sexto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Stange, sobre pago por expropiaciones realizadas para construir la obra denominada “Camino Puelo - Paso El Bolsón, sector Lago Tagua Tagua - Llanada Grande”, en la comuna de Cochamó.



Del señor Ministro de Salud, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la posibilidad de dotar de un Tomógrafo Axial Computarizado (Scanner) al sistema público de salud de Aysén.



Dos de la señora Ministro de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Moreno, relativo a la factibilidad de destinar los recursos necesarios para cerrar el Parque Abel Bouchon, en la comuna de San Fernando.



Con el segundo, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre normas urbanísticas de altura de edificación en el sector de calle Ernesto Pinto Lagarrigue, en la comuna de Recoleta.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a los problemas de transporte de los productores de carne bovina de la Región de Aysén.



Del señor Ministro de Minería, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Núñez, relativo al Proyecto Exploración Vicuña.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre problemas que afectan la labor de la Institución.



Del señor Subsecretario de Carabineros, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Frei (doña Carmen), relativo a la factibilidad de destinar un cuartel móvil con calabozo, para la comuna de Tocopilla.



Del señor Subsecretario de Obras Públicas, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Moreno, sobre la consideración, en el presupuesto del Gobierno Regional de la VI Región, de los recursos necesarios para asfaltar el camino Los Romeros, en la comuna de Graneros.



Del señor Intendente de la Región de Antofagasta, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a “Modificaciones al Proyecto Construcción de Pozas de Evaporación Solar” de la Sociedad Chilena del Litio Limitada. 



Del señor Intendente de la Región de La Araucanía, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre situación económica de los habitantes de la localidad El Naranjo, de la comuna de Lonquimay, como consecuencia de las adversas condiciones climáticas.



Del señor Director Nacional de Pesca, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a las medidas adoptadas en cumplimiento del “Acuerdo sobre la Conservación de Albatros y Petreles y sus anexos 1 y 2, adoptados en Canberra, Australia”.



Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre los proyectos y estrategias adoptadas para fomentar el agroturismo en el país y, en particular, en la comuna de Lonquimay.



De la señora Directora Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región de Antofagasta, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el proyecto denominado “Modificación al Proyecto de Construcción de Pozas de Evaporación Solar” de la Sociedad Chilena del Litio Limitada.



Del señor Director Regional del Instituto de Desarrollo Agropecuario de la Región de La Araucanía, por medio del cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre situación económica de los habitantes de la localidad El Naranjo, de la comuna de Lonquimay, como consecuencia de las adversas condiciones climáticas.



Del señor Jefe de la División Zoológico del Parque Metropolitano de Santiago, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a la situación presupuestaria y programas de modernización del recinto a su cargo.



Del señor Director Científico del Consejo de Desarrollo Sustentable, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre medidas que debieran adoptarse para evitar el daño de ecosistemas y formas de vida en los Parques y Áreas Silvestres Protegidas.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Oficio reservado



Del señor Superintendente de Quiebras, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, sobre la quiebra del Club Social y Deportivo Colo Colo e Inmobiliaria Estadio Colo Colo S. A. 



-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores, en la Secretaría de la Corporación.

Informe



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 2.394-07).



-- Queda para tabla.

Moción



Moción del Honorable Senador señor Ríos, mediante la cual inicia un proyecto de acuerdo que modifica el artículo 23 del Reglamento del Senado estableciendo la obligación de informar a la Sala sobre el trámite seguido y los resultados de un proyecto de acuerdo aprobado por la Corporación (Boletín N° S 814-09).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Solicitudes



De los señores José Ángel Méndez Méndez y Raúl Antonio Villar Orellana, por medio de las cuales piden la rehabilitación de sus ciudadanías (Boletines números S 815-04 y S 816-04, respectivamente).



-- Pasan a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

___________________________

ACUERDO DE COMITÉ



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, ha adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social (Boletín Nº 3.367-13), sin perjuicio de las normas reglamentarias.

________________

________________



En seguida, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, quien solicita, al señor Presidente, que se remita oficio, en su nombre, a Su Excelencia el Presidente de la República para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas de la Moción, de la que es autor, referida a las asignaciones de especialidad y de título profesional para el personal de las plantas de la Dirección General de Aeronáutica Civil, que fue declarada inadmisible, en sesión 18ª, ordinaria, de 19 de julio de 2005, por contener materias que son propias de la iniciativa legal exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Consultada la Sala, se acuerda oficiar a Su Excelencia el Presidente de la República.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública, con segundo informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 2.394-07, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Previene el señor Secretario General que el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que los artículos 1º, 2º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º y 9º permanentes, y los artículos 1º y 2º transitorios, deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con los artículos 38, 74, 80 B, 81, 84 y 97 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento también deja constancia de que, en el primer trámite constitucional, se consultó la opinión de la Corte Suprema, la cual, si bien estimó que la iniciativa no incide en la organización ni en las atribuciones de los tribunales, hizo propicia la oportunidad para formular diversas consideraciones en torno al articulado del proyecto, las que fueron recogidas durante la discusión del mismo en la Cámara de Diputados. Por otro lado, durante la discusión en particular del proyecto de ley en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento se introdujeron dos nuevas disposiciones, una en el Código Orgánico de Tribunales y otra en el decreto ley N° 211, de 1973, sobre libre competencia, que hacen extensiva la jurisdicción disciplinaria a las infracciones relacionadas con la declaración patrimonial que puedan cometer los integrantes del Poder Judicial y determinados auxiliares de la administración de justicia, así como los integrantes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, oficiándose, por ello, nuevamente, a la Corte Suprema, la que reiteró su opinión, en el sentido de que la iniciativa en comento no incide directamente en la organización y atribuciones de los tribunales.


El señor Secretario General expresa que las modificaciones efectuadas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al proyecto aprobado en general, fueron acordadas por unanimidad, con excepción de la enmienda que incorpora un artículo 13, nuevo, a la iniciativa de ley, que fue aprobada por 3 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Viera-Gallo, y una abstención del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



El señor Secretario General manifiesta que, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia de lo siguiente:

 

1.- Artículos del proyecto que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.

 

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 3) y 6) de la número 13. 

 

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 2, 3, 5, 7, 10, 12 y números 4), 5), 7) 8) y 9) de la número 13. 

 

4.- Indicaciones rechazadas: números 4, 6, 8, 9, 11 y números 1) y 2) de la número 13.  

 

5.- Indicaciones retiradas: ver Resumen Ejecutivo.
 

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ver Resumen Ejecutivo.
- - -



El señor Secretario General hace presente que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento somete a consideración de la Sala el proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º



Reemplazarlo por el que sigue:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del año 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:

 

1) Sustitúyese la denominación del Párrafo 3° del Título III, “De la declaración de intereses”, por “De la declaración de intereses y de patrimonio”.

 

2) Incorpóranse en el Párrafo 3º, los siguientes artículos 60 A, 60 B, 60 C y 60 D, nuevos:



“Artículo 60 A.- Sin perjuicio de la declaración de intereses a que se refiere el párrafo anterior, las personas señaladas en el artículo 57 deberán hacer una declaración de patrimonio.



También deberán hacer esta declaración todos los directores que representen al Estado en las empresas a que se refieren los incisos tercero y quinto del artículo 37 de la ley Nº  18.046, sobre Sociedades Anónimas.



Artículo 60 B.- La declaración de patrimonio comprenderá también los bienes del cónyuge de las personas a que se refiere el artículo anterior, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. No obstante, si el cónyuge es mujer, no se considerarán los bienes que ésta administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil.



Artículo 60 C.- La declaración de patrimonio deberá contener la individualización de los siguientes bienes:

 

a) inmuebles del declarante, indicando las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones;

 

b) vehículos motorizados, indicando su inscripción;

 

c) valores del declarante a que se refiere el inciso primero del artículo 3º de la ley Nº 18.045, sea que se transen en Chile o en el extranjero; 



d) derechos que le corresponden en comunidades o en sociedades constituidas en Chile o en el extranjero.



La declaración contendrá también una enunciación del pasivo, si es superior a cien unidades tributarias mensuales.



Artículo 60 D.- La declaración de patrimonio será pública y deberá actualizarse cada cuatro años y cada vez que el declarante sea nombrado en un nuevo cargo.



Sin perjuicio de lo anterior, al concluir sus funciones el declarante también deberá actualizarla.

 

Esta declaración deberá ser presentada, dentro de los treinta días siguientes a la asunción en el cargo o la ocurrencia de algunos de los hechos que obligan a actualizarla, ante el Contralor General de la República o el Contralor Regional respectivo, quien la mantendrá para su consulta.”.



3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65:



a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “intereses” y “será sancionada” la expresión “o de patrimonio”.



b) En el inciso tercero, sustitúyese la oración “Si fuere contumaz  en la omisión, procederá la medida  disciplinaria de destitución, que será  aplicada por la autoridad llamada a  extender el nombramiento del  funcionario”, por la siguiente: “Si el funcionario se muestra contumaz en la omisión, esta circunstancia será tenida en cuenta para los efectos de su calificación y se le aplicarán las sanciones disciplinarias correspondientes”.



c) Intercálase en el inciso cuarto, entre las palabras “intereses” y “se sancionará” los términos “o de patrimonio”.


4) Sustitúyese el artículo 66 por el siguiente:



“Artículo 66.- La inclusión a sabiendas de  datos relevantes inexactos y la omisión inexcusable de información relevante  requerida por la ley en la declaración  de intereses o en la de patrimonio serán tenidas en cuenta para los efectos de las calificaciones y se sancionarán  disciplinariamente con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.”.



5) Derógase el artículo 67.”.

- - -



Insertar a continuación los siguientes artículos 2º y 3º, nuevos:



“Artículo 2º.- No obstante lo establecido en el inciso primero del artículo 60 A de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los alcaldes y los concejales presentarán las declaraciones de intereses y de patrimonio establecidas por dicho cuerpo legal ante el Contralor General de la República o el Contralor Regional respectivo, quien las mantendrá para su consulta pública.



Artículo 3º.- Agrégase el siguiente artículo 5º D, en la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional:



“Artículo 5º D.- Asimismo, los diputados y senadores deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, ante el Secretario General de la respectiva Corporación, quien la mantendrá para su consulta pública.



En todo lo demás, la declaración de patrimonio se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior.



Sin perjuicio de lo establecido en el inciso precedente, la no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos  sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



La Comisión de Ética del Senado y la Comisión de Conductas Parlamentarias de la Cámara de Diputados conocerán y resolverán acerca de la aplicación de dichas sanciones a los miembros de las respectivas Corporaciones.



El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las Comisiones señaladas en el inciso anterior o por denuncia de un parlamentario. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. De dicha resolución podrá apelarse al Presidente de la Cámara a que pertenezca el diputado o senador.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución que impone la multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.”.

- - -

Artículo 2º

 

Pasa a ser artículo 4º.

 

Sustituir el inciso primero del artículo 323 bis A por el siguiente:



“Artículo 323 bis A.- Asimismo, las personas señaladas en el artículo anterior deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, ante el Secretario de la Corte Suprema o de la Corte de Apelaciones respectiva, según sea el caso, quien la mantendrá para su consulta pública.”.


En el inciso tercero del mismo artículo 323 bis A, reemplazar la expresión inicial “Sin perjuicio de”, por “No obstante”, y la forma verbal “fuere”, por “sea”.

- - -



Agregar enseguida los siguientes artículos 5º a 13, nuevos:



“Artículo 5º.- Introdúcese el siguiente artículo 14 bis, nuevo, en la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional:



“Artículo 14 bis.-  Los Ministros y los abogados integrantes del Tribunal Constitucional deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública. 



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores serán aplicadas por el Tribunal Constitucional.



El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución que impone la multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:



a) Agrégase el siguiente artículo 9º bis, nuevo:



“Artículo 9º bis.- El Fiscal Nacional, los Fiscales Regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículo 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Fiscal Nacional. Una copia de ella deberá mantenerse, para consulta pública, en la oficina de personal de la propia Fiscalía o de la Fiscalía Regional, según el caso.



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio o el incumplimiento de la obligación de actualizarla se sancionará en los términos establecidos en el artículo 47 de la presente ley.”.



b) En el artículo 47:



1) Sustitúyese la oración final del inciso segundo, “Si el fiscal adjunto fuere contumaz en la omisión, procederá la medida disciplinaria de remoción”, por la siguiente: “Si un fiscal adjunto se muestra contumaz en la omisión, se le aplicarán las medidas disciplinarias que correspondan y esa circunstancia servirá de antecedente para su calificación funcionaria.”.


2) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:



“La inclusión a sabiendas de  datos relevantes inexactos y la omisión inexcusable de información relevante  requerida por la ley en las declaraciones de intereses y de patrimonio serán sancionadas disciplinariamente con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de que serán tenidas en cuenta en la calificación funcionaria del fiscal que incurra en estas infracciones.”.



3) Suprímese el inciso cuarto.



Artículo 7º.- Sustitúyese la última oración del inciso final del artículo 14 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, por la siguiente: “Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 90, será aplicable, en este caso, lo dispuesto en los artículos 60 B, 60 C y 60 D y en el inciso segundo del artículo 61 de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, sirviendo como ministro de fe y depositario el Vicepresidente del Banco, quien dará copia a quien lo solicite, a costa del peticionario”.



Artículo 8º.- Introdúcese el siguiente artículo 9º bis, nuevo, en el decreto ley Nº 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2005:



“Artículo 9º bis.- Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública. 



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores serán aplicadas por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.



El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución de multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 9º.- Agrégase el siguiente artículo 6º bis, nuevo, a la ley Nº 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones:



“Artículo 6º bis.- Los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública. 



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores serán aplicadas por el Tribunal Calificador de Elecciones.



El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución de multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 10.- Agrégase el siguiente artículo 7º bis, nuevo, en la ley Nº 18.593, sobre los Tribunales Electorales Regionales:



“Artículo 7º bis.- Los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal Electoral Regional, quien la mantendrá para su consulta pública. 



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores serán aplicadas por el Tribunal Calificador de Elecciones.



El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal Calificador de Elecciones o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal Calificador de Elecciones deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución de multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 11.- Derógase la letra o) del artículo 63 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.704, del Ministerio del Interior, de 2002.



Artículo 12.- Intercálase el siguiente artículo 241 bis, al final del Párrafo 6, del Título V, del Libro Segundo del Código Penal:



“Artículo 241 bis. El empleado público que durante el ejercicio de su cargo obtenga un incremento patrimonial sin que pueda acreditar su origen legítimo, será sancionado con multa equivalente al monto del incremento patrimonial indebido y con la pena de inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos en sus grados mínimo a medio. 

 

Lo dispuesto en el inciso precedente no se aplicará si la conducta que dio origen al incremento patrimonial indebido constituye por sí misma alguno de los delitos descritos en el presente Título, caso en el cual se impondrán las penas asignadas al respectivo delito.

 

La prueba del enriquecimiento injustificado a que se refiere este artículo será siempre de cargo del Ministerio Público.

 

Si el proceso penal se inicia por denuncia o querella y el empleado público es absuelto del delito establecido en este artículo o se dicta en su favor sobreseimiento definitivo por alguna de las causales establecidas en las letras a) o b) del artículo 250 del Código Procesal Penal, tendrá derecho a obtener del querellante o denunciante la indemnización de los perjuicios por los daños materiales y morales que haya sufrido, sin perjuicio de la responsabilidad criminal de estos últimos por el delito del artículo 211 de este Código.”.

 

Artículo 13.- Incorpóranse al final del artículo 4° de la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos:

 

“Ningún órgano de la Administración del Estado  y de las empresas y corporaciones del Estado o en que éste tenga participación, podrá suscribir contratos administrativos de provisión de bienes o prestación de servicios con los funcionarios directivos del mismo órgano o empresa, ni con personas unidas a ellos por los vínculos de parentesco descritos en la letra b) del artículo 54 de la ley N° 18.575, ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, ni con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen parte, ni con sociedades comanditas por acciones o anónimas cerradas en que aquéllos o éstas sean accionistas, ni con sociedades anónimas abiertas en que aquéllos o éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del capital, ni con los gerentes, administradores, representantes o directores de cualquiera de las sociedades antedichas.

 

Las mismas prohibiciones del inciso anterior se aplicarán a ambas Cámaras del Congreso Nacional, a la Corporación Administrativa del Poder Judicial y a las Municipalidades y sus Corporaciones, respecto de los Parlamentarios, los integrantes del Escalafón Primario del Poder Judicial y los Alcaldes y Concejales, según sea el caso.



Los contratos celebrados con infracción a lo dispuesto en el inciso anterior serán nulos y los funcionarios que hayan participado en su celebración incurrirán en la contravención al principio de probidad administrativa descrita en el numeral 6 del inciso segundo del artículo 62 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que les corresponda.
 

Sin embargo, cuando circunstancias excepcionales lo hagan necesario, los órganos y empresas referidos en el inciso cuarto podrán celebrar dichos contratos, siempre que se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado. La aprobación del contrato deberá hacerse por resolución fundada, que se comunicará al superior jerárquico del suscriptor, a la Contraloría General de la República y a la Cámara de Diputados. En el caso del Congreso Nacional la comunicación se dirigirá a la Comisión de Ética del Senado o a la Comisión de Conductas Parlamentarias de la Cámara de Diputados, según corresponda y, en el caso del Poder Judicial, a su Comisión de Ética.”.”.

- - -


Insertar a continuación el siguiente epígrafe y  artículos transitorios nuevos:

“Artículos transitorios



Artículo 1º.- Un reglamento establecerá los requisitos de las declaraciones de patrimonio a que se refiere esta ley y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a sus disposiciones. El reglamento deberá dictarse en un plazo no mayor a ciento veinte días, contados desde la publicación de la presente ley.



Artículo 2º.- La presente ley entrará en vigencia noventa días después de publicado en el Diario Oficial el reglamento a que se refiere el artículo anterior.”.

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor abogado de la División Jurídico Legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente, en aplicación de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas despachadas por unanimidad, salvo que hubiere indicaciones renovadas o que algún señor Senador manifieste su intención de discutir alguna proposición de la Comisión. Los artículos 1º, 2º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º y 9º permanentes, y los artículos 1º y 2º transitorios, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



El señor Presidente da por aprobadas las referidas disposiciones, en la medida en que no sean objeto de indicaciones renovadas o de solicitud de discusión por separado, presentadas antes de discutir el precepto correspondiente, dejándose constancia, respecto de las disposiciones con carácter orgánico constitucional, que contaron con el voto favorable de 34 señores Senadores, de un total de 47 en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



A continuación, el señor Presidente pone en discusión el artículo 13, nuevo, que se agrega al proyecto de ley y que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó por 3 votos a favor y una abstención.



En discusión, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Espina y Zaldívar (don Andrés), el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, los Honorables Senadores señores Viera-Gallo, Prokurica, Silva, Larraín y Chadwick.



Cerrado el debate y puesto en votación el artículo 13, nuevo, es aprobado por 31 votos a favor y un voto en contra del Honorable Senador señor Silva.



Votan a favor los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Naranjo, Núñez, Ominami, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz De Giorgio, Sabag, Valdés, Vega, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



El señor Presidente le concede la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.



Queda terminada la discusión en particular de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del año 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:



1) Sustitúyese la denominación del Párrafo 3° del Título III, “De la declaración de intereses”, por “De la declaración de intereses y de patrimonio” e incorporánse los siguientes artículos 60 A, 60 B, 60 C y 60 D, nuevos:



“Artículo 60 A.- Sin perjuicio de la declaración de intereses a que se refiere este párrafo, las personas señaladas en el artículo 57 deberán hacer una declaración de patrimonio.



También deberán hacer esta declaración todos los directores que representen al Estado en las empresas a que se refieren los incisos tercero y quinto del artículo 37 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas.



Artículo 60 B.- La declaración de patrimonio comprenderá también los bienes del cónyuge de las personas a que se refiere el artículo anterior, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. No obstante, si el cónyuge es mujer, no se considerarán los bienes que ésta administre de conformidad a los artículos 150, 166 y 167 del Código Civil.



Artículo 60 C.- La declaración de patrimonio deberá contener la individualización de los siguientes bienes: 

 

a) inmuebles del declarante, indicando las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones; 

 

b) vehículos motorizados, indicando su inscripción; 

 

c) valores del declarante a que se refiere el inciso primero del artículo 3º de la ley Nº 18.045, sea que se transen en Chile o en el extranjero; 

 

d) derechos que le corresponden en comunidades o en sociedades constituidas en Chile o en el extranjero.



La declaración contendrá también una enunciación del pasivo, si es superior a cien unidades tributarias mensuales.



Artículo 60 D.- La declaración de patrimonio será pública y deberá actualizarse cada cuatro años y cada vez que el declarante sea nombrado en un nuevo cargo.



Sin perjuicio de lo anterior, al concluir sus funciones el declarante también deberá actualizarla.



Esta declaración deberá ser presentada, dentro de los treinta días siguientes a la asunción en el cargo o la ocurrencia de algunos de los hechos que obligan a actualizarla, ante el Contralor General de la República o el Contralor Regional respectivo, quien la mantendrá para su consulta.”.



2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 65:



a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “intereses” y “será sancionada” la expresión “o de patrimonio”.



b) En el inciso tercero, sustitúyese la oración “Si fuere contumaz en la omisión, procederá la medida disciplinaria de destitución, que será aplicada por la autoridad llamada a extender el nombramiento del funcionario”, por la siguiente: “Si el funcionario se muestra contumaz en la omisión, esta circunstancia será tenida en cuenta para los efectos de su calificación y se le aplicarán las sanciones disciplinarias correspondientes”.



c) Intercálase en el inciso cuarto, entre las palabras “intereses” y “se sancionará” los términos “o de patrimonio”.


3) Sustitúyese el artículo 66 por el siguiente:



“Artículo 66.- La inclusión a sabiendas de datos relevantes inexactos y la omisión inexcusable de información relevante requerida por la ley en la declaración de intereses o en la de patrimonio será tenida en cuenta para los efectos de las calificaciones y se sancionará con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.”.



4) Derógase el artículo 67.



Artículo 2º.- No obstante lo establecido en el inciso primero del artículo 60 A de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los alcaldes y los concejales presentarán las declaraciones de intereses y de patrimonio establecidas por dicho cuerpo legal ante el Contralor General de la República o el Contralor Regional respectivo, quien las mantendrá para su consulta pública.



Artículo 3º.- Agrégase el siguiente artículo 5º D, en la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional:



“Artículo 5º D.- Asimismo, los diputados y senadores deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, ante el Secretario General de la respectiva Corporación, quien la mantendrá para su consulta pública.



En todo lo demás, la declaración de patrimonio se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior.



Sin perjuicio de lo establecido en el inciso precedente, la no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



La Comisión de Ética del Senado y la Comisión de Conductas Parlamentarias de la Cámara de Diputados conocerán y resolverán acerca de la aplicación de dichas sanciones a los miembros de las respectivas Corporaciones.



El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las Comisiones señaladas en el inciso anterior o por denuncia de un parlamentario. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. De dicha resolución podrá apelarse al Presidente de la Cámara a que pertenezca el diputado o senador.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución que impone la multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 4°.- Introdúcese en el Código Orgánico de Tribunales, a continuación del artículo 323 bis, el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 323 bis A.- Asimismo, las personas señaladas en el artículo anterior deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, ante el Secretario de la Corte Suprema o de la Corte de Apelaciones respectiva, según sea el caso, quien la mantendrá para su consulta pública.



En todo lo demás, la declaración de patrimonio se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior.



No obstante lo establecido en el inciso precedente, la no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio, se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.”.



Artículo 5º.- Introdúcese el siguiente artículo 14 bis, nuevo, en la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional:



“Artículo 14 bis.- Los Ministros y los abogados integrantes del Tribunal Constitucional deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública. 



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores serán aplicadas por el Tribunal Constitucional.



El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución que impone la multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:




a) Agrégase el siguiente artículo 9º bis, nuevo:



“Artículo 9º bis.- El Fiscal Nacional, los Fiscales Regionales y los fiscales adjuntos deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículo 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Fiscal Nacional. Una copia de ella deberá mantenerse, para su consulta pública, en la oficina de personal de la propia Fiscalía o de la Fiscalía Regional, según el caso.



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio o el incumplimiento de la obligación de actualizarla se sancionará en los términos establecidos en el artículo 47 de la presente ley.”.



b) En el artículo 47:



1) Sustitúyese la oración final del inciso segundo, “Si el fiscal adjunto fuere contumaz en la omisión, procederá la medida disciplinaria de remoción”, por la siguiente: “Si un fiscal adjunto se muestra contumaz en la omisión, se le aplicarán las medidas disciplinarias que correspondan y esa circunstancia servirá de antecedente para su calificación funcionaria”.


2) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:



“La inclusión a sabiendas de datos relevantes inexactos y la omisión inexcusable de información relevante requerida por la ley en las declaraciones de intereses y de patrimonio serán sancionadas disciplinariamente con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de que serán tenidas en cuenta en la calificación funcionaria del fiscal que incurra en estas infracciones.”.



3) Suprímese el inciso cuarto.



Artículo 7º.- Sustitúyese la última oración del inciso final del artículo 14 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, por la siguiente: “Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 90, será aplicable, en este caso, lo dispuesto en los artículos 60 B, 60 C y 60 D y en el inciso segundo del artículo 61 de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, sirviendo como ministro de fe y depositario el Vicepresidente del Banco, quien dará copia a quien lo solicite, a costa del peticionario”.



Artículo 8º.- Introdúcese el siguiente artículo 9º bis, nuevo, en el decreto ley Nº 211, de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2005:



“Artículo 9º bis.- Los integrantes titulares y suplentes del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública. 



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores serán aplicadas por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.



El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución de multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 9º.- Agrégase el siguiente artículo 6º bis, nuevo, a la ley Nº 18.460, Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones:



“Artículo 6º bis.- Los integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública. 



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores serán aplicadas por el Tribunal Calificador de Elecciones.



El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución de multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 10.- Agrégase el siguiente artículo 7º bis, nuevo, en la ley Nº 18.593, sobre los Tribunales Electorales Regionales:



“Artículo 7º bis.- Los integrantes de los Tribunales Electorales Regionales deberán efectuar una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.



La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario del Tribunal Electoral Regional, quien la mantendrá para su consulta pública. 



La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. Transcurridos sesenta días desde que la declaración sea exigible, se presumirá incumplimiento del infractor.



El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores serán aplicadas por el Tribunal Calificador de Elecciones.



El procedimiento se podrá iniciar de oficio por el Tribunal Calificador de Elecciones o por denuncia de uno de sus Ministros. La formulación de cargos dará al Ministro afectado el derecho a contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán presentarse todos los medios de prueba, los que se apreciarán en conciencia. El Tribunal Calificador de Elecciones deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución de multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hace, la multa se rebajará a la mitad.”.



Artículo 11.- Derógase la letra o) del artículo 63 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.704, del Ministerio del Interior, de 2002.



Artículo 12.- Intercálase el siguiente artículo 241 bis, al final del Párrafo 6, del Título V, del Libro Segundo del Código Penal:



“Artículo 241 bis. El empleado público que durante el ejercicio de su cargo obtenga un incremento patrimonial sin que pueda acreditar su origen legítimo, será sancionado con multa equivalente al monto del incremento patrimonial indebido y con la pena de inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos en sus grados mínimo a medio. 



Lo dispuesto en el inciso precedente no se aplicará si la conducta que dio origen al incremento patrimonial indebido constituye por sí misma alguno de los delitos descritos en el presente Título, caso en el cual se impondrán las penas asignadas al respectivo delito.



La prueba del enriquecimiento injustificado a que se refiere este artículo será siempre de cargo del Ministerio Público.



Si el proceso penal se inicia por denuncia o querella y el empleado público es absuelto del delito establecido en este artículo o se dicta en su favor sobreseimiento definitivo por alguna de las causales establecidas en las letras a) o b) del artículo 250 del Código Procesal Penal, tendrá derecho a obtener del querellante o denunciante la indemnización de los perjuicios por los daños materiales y morales que haya sufrido, sin perjuicio de la responsabilidad criminal de estos últimos por el delito del artículo 211 de este Código.”.



Artículo 13.- Incorpóranse al final del artículo 4° de la ley Nº 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, nuevos:

 

“Ningún órgano de la Administración del Estado y de las empresas y corporaciones del Estado o en que éste tenga participación, podrá suscribir contratos administrativos de provisión de bienes o prestación de servicios con los funcionarios directivos del mismo órgano o empresa, ni con personas unidas a ellos por los vínculos de parentesco descritos en la letra b) del artículo 54 de la ley N° 18.575, ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, ni con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen parte, ni con sociedades comanditas por acciones o anónimas cerradas en que aquéllos o éstas sean accionistas, ni con sociedades anónimas abiertas en que aquéllos o éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del capital, ni con los gerentes, administradores, representantes o directores de cualquiera de las sociedades antedichas.

 

Las mismas prohibiciones del inciso anterior se aplicarán a ambas Cámaras del Congreso Nacional, a la Corporación Administrativa del Poder Judicial y a las Municipalidades y sus corporaciones, respecto de los parlamentarios, los integrantes del Escalafón Primario del Poder Judicial y los alcaldes y concejales, según sea el caso.



Los contratos celebrados con infracción a lo dispuesto en el inciso anterior serán nulos y los funcionarios que hayan participado en su celebración incurrirán en la contravención al principio de probidad administrativa descrita en el numeral 6 del inciso segundo del artículo 62 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que les corresponda.


Sin embargo, cuando circunstancias excepcionales lo hagan necesario, los órganos y empresas referidos en el inciso cuarto podrán celebrar dichos contratos, siempre que se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado. La aprobación del contrato deberá hacerse por resolución fundada, que se comunicará al superior jerárquico del suscriptor, a la Contraloría General de la República y a la Cámara de Diputados. En el caso del Congreso Nacional la comunicación se dirigirá a la Comisión de Ética del Senado o a la Comisión de Conductas Parlamentarias de la Cámara de Diputados, según corresponda y, en el caso del Poder Judicial, a su Comisión de Ética.”.

Artículos transitorios



Artículo 1º.- Un reglamento establecerá los requisitos de las declaraciones de patrimonio a que se refiere esta ley y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a sus disposiciones. El reglamento deberá dictarse en un plazo no mayor a ciento veinte días, contados desde la publicación de la presente ley.



Artículo 2º.- La presente ley entrará en vigencia noventa días después de publicado en el Diario Oficial el reglamento a que se refiere el artículo anterior.”.

- - -

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Larraín, Martínez, Ríos y Stange, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente, para hacer obligatoria la evaluación de impacto ambiental de actividades o proyectos en que se liberen organismos genéticamente modificados o transgénicos al medio ambiente y protege áreas con producción limpia, orgánica y natural, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y 

Bienes Nacionales



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente, para hacer obligatoria la evaluación de impacto ambiental de actividades o proyectos en que se liberen organismos genéticamente modificados o transgénicos al medio ambiente y protege áreas con producción limpia, orgánica y natural, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, correspondiente al Boletín Nº 2.703-12.



Agrega que, de conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento de la Corporación, en sesión de 3 de marzo del año 2004, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales fue autorizada por la Sala para discutir en general y en particular esta iniciativa, en su primer informe.



El señor Secretario General expresa que, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales aprobó la idea de legislar en esta materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Pizarro, Stange y Vega. En cuanto a la discusión en particular, los numerales que conforman el artículo único del proyecto también fueron aprobados por la unanimidad de los integrantes presentes de la referida Comisión, Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Pizarro y Stange.



En consecuencia, manifiesta el señor Secretario General, la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales propone a la Sala la aprobación en general del proyecto, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente:



1. Intercálanse en el artículo 2º las siguientes letras nuevas:



“-) Organismo Genéticamente modificado: todo organismo, alimento o materia prima alimentaria que sea o contenga organismos o parte de los mismos a los que se haya introducido material genético, de una manera que no se produce en la naturaleza por multiplicación o combinación natural;”



“-) Liberación: Cultivo o reproducción de organismos en condiciones cuya propagación al medio ambiente no esté rigurosamente controlada;”



“-) Producción limpia: es aquella en la que todas las etapas del proceso productivo cumplen con las normativas primarias y secundarias y determinados objetivos ambientales susceptibles de trazabilidad y de certificación internacional;”



“-) Producción orgánica: sistema integral de producción agropecuaria basado en prácticas de manejo ecológico, cuyo objetivo principal es alcanzar una productividad sostenida en base a la conservación y/o recuperación de los recursos naturales, y que restringe el uso de productos de origen químico sintético.”.



2. Agrégase al artículo 10 la siguiente letra nueva:



“-) liberación al medio ambiente de organismos genéticamente modificados.”.



3. Agrégase al artículo 11 la siguiente letra nueva:



“-) Efectos adversos importantes sobre la diversidad biológica, a nivel genético, de especies o de ecosistemas, o que priven a una zona de su condición de área de producción limpia, orgánica o libre de organismos vivos modificados o de productos transgénicos.”.



4. Agrégase el siguiente artículo 39 bis:



“Artículo 39 bis.- Por acuerdo de los productores locales en conjunto con las organizaciones vecinales correspondientes se podrán autodeclarar como zonas de producción limpia o zonas sin transgénicos según procedimientos de certificación válidos internacionalmente.”.”.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Horvath, Viera-Gallo, Coloma, Larraín, Gazmuri y Moreno.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el tiempo establecido para el Orden del Día y señala que, en consecuencia, queda pendiente la discusión en general de este proyecto.

____________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Chadwick:



1) Al señor Ministro de Salud, sobre suicidios acaecidos en el último tiempo, en la localidad de Zúñiga, de la comuna de San Vicente de Tagua Tagua.



2) Al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo y al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización, ambos de la Sexta Región, respecto del valor de compra del terreno donde se construyó la Población Salvador Allende, comuna de Nancagua, y acerca de la posibilidad de reducir la tasa de interés que pagan los habitantes de la referida Población, al Banco Estado, por crédito hipotecario concedido.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Director del Servicio Nacional de Pesca, sobre problemas que afectaron a pescadores artesanales de Puerto Cisnes, en el mes de julio de este año.



2) Al señor Director General de Aguas y al señor Director del Servicio Nacional de Geología y Minería, respecto a intervenciones de glaciares en nuestro país por actividades mineras o la ejecución de obras viales.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

________________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere a la emergencia medioambiental producida en la comuna de Tierra Amarilla, como consecuencia de una nube tóxica que provino de la Fundición Hernán Videla Lira.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Salud para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre los hechos acaecidos, los efectos que tendrán en la comunidad de Tierra Amarilla y las medidas que se adoptarán al respecto.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Institucionales 1, Mixto Partido por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata, Partido Demócrata Cristiano, Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Socialista e Institucionales 2.

_____________

 

Se levanta la sesión.






(Fdo.):CARLOS HOFFMANN CONTRERAS





  Secretario General del Senado

SESION 21ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 3 DE AGOSTO DE 2.005



Presidencia de los Honorables Senadores señores Romero, Presidente, y Gazmuri, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Espina, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Larraín, Martínez, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Parra, Pizarro, Prokurica, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Silva, Vega, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés).



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Yerko Ljubetic y el señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Francisco Del Río.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones decimoséptima, especial, y decimoctava, ordinaria, de 19 de julio de 2005, y decimonovena, ordinaria, en sus partes pública y secreta, de 20 de julio de 2005, que no han sido observadas.

___________________________

CUENTA

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, informa que ha tomado conocimiento del rechazo, por parte del Senado, de las iniciativas que a continuación se indican, a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán las respectivas Comisiones Mixtas, que deberán constituirse de conformidad al artículo 67 de la Carta Fundamental:



1) Proyecto de ley que establece incompatibilidad entre los cargos de Ministro de Estado y de Subsecretario con aquéllos que indica de empresas del Estado, semifiscales o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital (Boletín Nº 1.296-03).



2) Proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, a don Horacio de la Peña (Boletín Nº 3.771-17).



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 



Con el tercero, informa que ha tomado conocimiento del rechazo, por parte del Senado, de las modificaciones introducidas por esa Honorable Cámara, al proyecto de ley que modifica diversas normas del Código del Trabajo, contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1994, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social (Boletín N° 1.394-13), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá constituirse de conformidad al artículo 68 de la Carta Fundamental.



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el cuarto, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo por el cual se sustituyen los artículos 10 y 12 del Convenio sobre Servicios Aéreos entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Corea, suscrito el 14 de agosto de 1979, en la forma consignada en los apéndices 2 y 3 del memorándum de entendimiento adoptado por ambos Gobiernos el 11 de mayo de 2001, en Los Ángeles, Estados Unidos de América (Boletín N° 3.218-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el quinto, comunica que ha dado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Penal y el Código de Justicia Militar en materia de desacato (Boletín Nº 3.048-07). 



-- Queda para tabla.



Dos del señor Ministro de Salud:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la factibilidad de establecer una Posta de Salud en la localidad de Mañihuales, en la Región de Aysén.



Con el segundo, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a los planteamientos de las asociaciones gremiales del Hospital de Victoria.



Del señor Superintendente de Quiebras, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre la continuidad de giro de la Empresa de Maderas de Aysén.



Del señor Director de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región Metropolitana, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a las normas ambientales y medidas de fiscalización que se han aplicado a la empresa que administra el Relleno Sanitario Santa Marta.



Del señor Prefecto de Carabineros de la Provincia de Cautín, mediante el cual acusa recibo del informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento respecto del conflicto mapuche en relación con el orden público y la seguridad ciudadana en determinadas Regiones, remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina. 



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Tres de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los proyectos de acuerdo aprobatorios de los siguientes instrumentos internacionales, en segundo trámite constitucional:



1) “Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales y sus Anexos I y II”, adoptados el 7 de junio de 1999 por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, en el Vigésimo Noveno Período Ordinario de Sesiones, celebrado en Ciudad de Guatemala (Boletín Nº 3.651-10).



2) “Convenio de Cooperación Turística entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Guatemala”, suscrito en Santiago, el 18 de mayo de 1995 (Boletín Nº 3.748-10).



3) “Acuerdo de Cooperación Turística entre la República de Chile y la República de Túnez”, suscrito en Túnez, el 20 de enero de 1997 (Boletín Nº 3.753-10).



-- Quedan para tabla.



Dos de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaídos en los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que suspende el reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal (Boletín Nº 3.930-03).



-- Queda para tabla.



2) Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar Consejeros del Consejo Nacional de Pesca a la señora Beatriz Corbo Atria y a los señores Eduardo Tarifeño Silva, Andrés Ignacio Couve Rioseco, Osvaldo Carvajal Rondanelli, Carlos Roberto Hernández Salas, Carlos Merino Pinochet y Roberto Cabezas Bello (con la urgencia establecida en el inciso segundo del Nº 5) del artículo 49 de la Carta Fundamental) (Boletín Nº S 810-05).



-- Queda para tabla y, teniendo presente que la urgencia vence el día jueves 5 de agosto en curso, la Sala acuerda agregarlo a la tabla y despacharlo durante la presente sesión.

Moción



Del Honorable Senador señor Larraín, mediante la cual inicia un proyecto de ley que establece la obligación de portar un dispositivo de posicionamiento satelital en las naves de pesca artesanal que indica (Boletín N° 3.940-03).



-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, con la que presenta un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo estableciendo una remuneración mínima para los trabajadores que prestan servicios en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 4.º, del inciso cuarto del artículo 62 de la Carta Fundamental.



Moción del Honorable Senador señor Chadwick, con la que presenta un proyecto de ley que establece beneficios tributarios a la inversión de utilidades de empresas establecidas o que se instalen en Regiones distintas de la Metropolitana.



-- Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 1.º, del inciso cuarto del artículo 62 de la Carta Fundamental.

Solicitud



Del señor Daniel Isaac Muñoz Núñez, por medio de la cual pide la rehabilitación de su ciudadanía (Boletín N° S 817-04).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

___________________________



El señor Presidente, en cuanto a la declaración de inadmisibilidad efectuada respecto de las Mociones de los Honorables Senadores señores Chadwick y Ruiz De Giorgio, por medio de las cuales presentan una iniciativa de ley sobre beneficios tributarios a la inversión de utilidades de empresas establecidas o que se instalen en Regiones distintas de la Metropolitana y otra que modifica el Código del Trabajo disponiendo una remuneración mínima para los trabajadores que prestan servicios en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena, respectivamente, propone a la Sala que se remitan los oficios correspondientes a Su Excelencia el Presidente de la República, en nombre de los mencionados señores Senadores, para que, si lo tiene a bien, se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa sendos proyectos de ley que contengan las ideas de las referidas Mociones.



Consultada la Sala, así se acuerda.

___________________________



Inmediatamente, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Bombal, quien le solicita recabe el asentimiento de la Corporación para enviar a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología el proyecto de ley que completa la incorporación al seguro escolar a los estudiantes que estén en el nivel parvulario, correspondiente al Boletín Nº 3.824-13, que en Cuenta efectuada en la sesión 16ª, ordinaria, de 13 de julio de 2005, se tramitó a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, instancia esta última que resolvió, por unanimidad, que la mencionada iniciativa es propia del conocimiento y especialidad de la primera Comisión indicada.



Consultada la Sala, se acuerda modificar la tramitación dada al referido proyecto de ley, enviándolo a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, manteniendo, en todo caso, el análisis competente de la Comisión de Hacienda.

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo, con informe de la Comisión de Trabajo y 

Previsión Social



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, correspondiente al Boletín Nº 3.367-13, para cuyo despacho S. E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia que los números 15 y 16 del artículo 1º permanente del proyecto de ley, en cuanto al inciso segundo del artículo 426 y al inciso primero del artículo 494 del Código del Trabajo, respectivamente, deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 74 de la misma Carta Fundamental.



Agrega que la Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia de que, en su oportunidad, la Honorable Cámara de Diputados ofició a la Excelentísima Corte Suprema, con el objetivo de recabar su parecer respecto a la iniciativa de ley, la que emitió su opinión por oficio Nº 2.346, de 4 de noviembre de 2003.



El señor Secretario General expresa que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Ríos y Ruiz De Giorgio, y propone, en consecuencia, a la Sala la aprobación en general de la iniciativa, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“ARTÍCULO 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:



1. Sustitúyese en el inciso final del artículo 3º, el guarismo “478” por “524”.



2. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 37, el número “477” por “523”.



3. Derógase el inciso final del artículo 44.



4. Sustitúyese en el artículo 86, el guarismo “477” por “523”.



5. Reemplázase en el inciso octavo del artículo 162, el número “477” por “523”.



6.  Sustitúyese el inciso final de la letra a), del artículo 169, por el siguiente:



“Si tales indemnizaciones no se pagaren al trabajador, éste podrá recurrir al tribunal que corresponda, para que en procedimiento ejecutivo se cumpla dicho pago, pudiendo el juez en este caso incrementarlas hasta en un 150%, y”.



7. Reemplázase el artículo 292, por el siguiente:



“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales o desleales serán sancionadas con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad  de la infracción y la circunstancia de tratarse o no de una reiteración.



Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.



El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales se sustanciará conforme las normas establecidas en el Párrafo 6º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.


La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime  constitutivos de prácticas antisindicales o desleales, de los cuales tome conocimiento.



Si la práctica antisindical hubiere implicado el despido de un trabajador respecto de quien se haya acreditado que se encuentra amparado por el fuero establecido en los artículos 221, 224, 229, 238, 243 y 309, el juez, en su primera resolución deberá disponer, de oficio o a petición de parte, la inmediata reincorporación del trabajador a sus labores y el pago de las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquélla en que se materialice la reincorporación, todo ello, bajo apercibimiento de multa de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.



Para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso precedente, el tribunal señalará en la resolución que decrete la reincorporación el día y la hora en que ésta se deberá cumplir y el funcionario que la practicará, pudiendo encargar dicha diligencia a un funcionario de la Inspección del Trabajo designado por ésta. Asimismo, dispondrá que se acredite dentro de los cinco días siguientes a la reincorporación el pago de las remuneraciones y demás prestaciones adeudadas, aplicándose a este respecto la forma de establecer las remuneraciones a que se refiere el artículo 71.



En caso de negativa del empleador a dar cumplimiento cabal a la orden de reincorporación o ante una nueva separación o no pago oportuno y debido de las remuneraciones y demás prestaciones laborales, el tribunal, de oficio, hará efectivos los apercibimientos con que se hubiese decretado la medida de reincorporación, sin perjuicio de sustituir o repetir el apremio hasta obtener el cumplimiento íntegro de la medida decretada.



Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.”.



8. Reemplázase el artículo 294, por el siguiente:



“Artículo 294.- Si una o más de las prácticas antisindicales o desleales establecidas en este Libro o en el Título VIII, del Libro IV, han implicado el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral, éste no producirá efecto alguno y se aplicará lo dispuesto en el artículo 506.”.



9. Sustitúyese en la letra c) del artículo 314 bis, el guarismo “477” por “523”.



10. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 314 bis A, el número “477” por “523”.



11. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 332, la expresión “Título II del libro V” por la siguiente: “Párrafo 7º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V”.



12. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 349:



a) Sustitúyese en el inciso primero, la expresión final ”artículo 461 de este Código”, por la siguiente: “Párrafo 4º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.”; y



b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión final “Título II del libro V” por la siguiente: “Párrafo 7º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.”.



13. Reemplázase el artículo 389 por el siguiente:



“Artículo 389.- Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción y la circunstancia de tratarse o no de una reiteración.



Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.



El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva se sustanciará conforme a las normas establecidas en el Párrafo 6º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.



La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime  constitutivos de prácticas desleales en la negociación colectiva, de los cuales tome conocimiento.”.



14. Intercálase, a continuación del artículo 390, el siguiente artículo 390 bis, nuevo:



“Artículo 390 bis.- La Dirección del Trabajo deberá llevar un registro de las sentencias condenatorias por prácticas desleales en la negociación colectiva, debiendo publicar semestralmente la nómina de empresas y organizaciones sindicales infractoras. Para este efecto, el tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los respectivos fallos.”.



15. Reemplázase la letra c) del artículo 420 del Código del Trabajo por la siguiente:



“c) las cuestiones derivadas de la aplicación de las normas de previsión y/o seguridad social, planteadas por pensionados o trabajadores activos, salvo en lo referido a la revisión de las resoluciones sobre declaración de invalidez o del pronunciamiento sobre otorgamiento de licencias médicas;”.



16. Reemplázanse el Capítulo II, del Título I y el Título II, del Libro V, por el siguiente Capítulo II, nuevo:

“Capítulo II

De los principios formativos del proceso y del procedimiento en juicio del trabajo

Párrafo 1º

De los principios formativos del proceso



Artículo 425.- Los procedimientos del trabajo serán orales, públicos y concentrados. Primarán en ellos los principios de la inmediación, impulso procesal de oficio, celeridad, buena fe, bilateralidad de la audiencia y gratuidad.



Todas las actuaciones procesales serán orales, salvo las excepciones expresamente contenidas en esta ley.



Las actuaciones realizadas oralmente, por o ante el juez de la causa serán registradas por cualquier medio apto para producir fe que no implique escrituración y que permita garantizar la fidelidad, conservación y reproducción de su contenido. Se considerarán válidos, para estos efectos, la grabación en medios de reproducción fonográfica, audiovisual o electrónica. La audiencia deberá ser registrada íntegramente, como asimismo todas las resoluciones, incluyendo la sentencia, que dicte el juez fuera de ella.



Artículo 426.- Las audiencias se desarrollarán en su totalidad ante el juez de la causa, el que las presidirá y no podrá delegar su ministerio. El incumplimiento de este deber será sancionado con la nulidad insaneable de las actuaciones y de la audiencia, la que deberá declarar el juez de oficio o a petición de parte. 



Sin embargo, en los juzgados de letras que cuenten con un juez y un secretario, y sólo cuando la Corte de Apelaciones respectiva no ejerza la atribución que le confiere el artículo 47 del Código Orgánico de Tribunales, el juez, cuando hubiere retardo en el despacho de los asuntos sometidos al conocimiento del tribunal o cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere, podrá autorizar al secretario para que, en calidad de subrogante, asuma en todo el curso del juicio.  En este caso, sólo él podrá presidir la audiencia y dictar el fallo correspondiente, aplicándose a su respecto lo señalado en el inciso primero.



Artículo 427.- Los actos procesales serán públicos y deberán realizarse con la celeridad necesaria, procurando abreviar los plazos cuando ello esté autorizado por ley, concentrando en un solo acto aquellas diligencias en que esto sea posible.



Artículo 428.- El tribunal, una vez reclamada su intervención en forma legal, actuará de oficio. Decretará las pruebas que estime necesarias, aun cuando no las hayan ofrecido las partes y rechazará aquéllas que considere inconducentes. De esta resolución se podrá deducir recurso de reposición en la misma audiencia. Adoptará, asimismo, las medidas tendientes a evitar la paralización del proceso o su prolongación indebida y, en consecuencia, no será aplicable el abandono del procedimiento.



El tribunal corregirá de oficio los errores  que observe en la tramitación del juicio y adoptará las medidas que tiendan a evitar la nulidad del procedimiento. La nulidad procesal sólo podrá ser decretada si el vicio hubiese ocasionado perjuicio al litigante que la reclama o si no fuese susceptible de ser subsanado por otro medio. En el caso previsto en el artículo 426, el tribunal no podrá excusarse de decretar la nulidad.



Artículo 429.- Los actos procesales deberán ejecutarse de buena fe, facultándose al tribunal para adoptar las medidas necesarias para impedir el fraude, la colusión, el abuso del derecho y las actuaciones dilatorias.



Se entenderá por actuaciones dilatorias todas aquellas que con el sólo objeto de demorar la prosecución del juicio sean intentadas por alguna de las partes. De la resolución que declare como tal alguna actuación, la parte afectada podrá reponer para que sea resuelta en la misma audiencia.



Si tres actuaciones fueren declaradas como dilatorias, y la reposición, si se presentare, fuere rechazada, el juez no admitirá otra a tramitación.


Artículo 430.- En las causas laborales, toda actuación, trámite o diligencia del juicio, realizada por funcionarios del tribunal será gratuita para las partes. El juez será responsable disciplinariamente de la estricta observancia tanto de esta gratuidad como del oportuno cumplimiento de las diligencias. 



Las partes que gocen de privilegio de pobreza tendrán derecho a defensa letrada gratuita por parte de las respectivas Corporaciones de Asistencia Judicial o, en su defecto, por un abogado de turno y, asimismo, a que todas las actuaciones en que deban intervenir auxiliares de la administración de justicia se cumplan oportuna y gratuitamente. 



Artículo 431.- En la interpretación de las normas procesales, el tribunal deberá tener siempre presente que el fin del proceso es la efectividad de los derechos sustantivos de las partes.

Párrafo 2º

Reglas Comunes



Artículo 432.- En todo lo no regulado por esta ley, serán aplicables supletoriamente las normas contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, a menos que ellas sean contrarias a los principios que informan este procedimiento. En tal caso, el tribunal dispondrá la forma en que se practicará la actuación respectiva.



Artículo 433.- Siempre que alguna de las partes lo solicite para sí, y el tribunal acceda a ello, las actuaciones procesales, a excepción de la audiencia, podrán realizarse por medios electrónicos que permitan su adecuada recepción, registro y control.



Artículo 434.- Las partes deberán comparecer con patrocinio de abogado y representadas por persona legalmente habilitada para actuar en juicio.



Artículo 435.- Los plazos que se establecen en este Libro son fatales, tanto para las partes como para el Juez de la causa, cualquiera que sea la forma en que se expresen. En consecuencia, la posibilidad de ejercer un derecho o la oportunidad para ejecutar un acto se extingue, por el solo ministerio de la ley.



En estos casos, el tribunal, de oficio o a petición de parte, proveerá lo que convenga para la prosecución del juicio, sin necesidad de certificado previo.



Los términos de días que establece este título se entenderán suspendidos durante los días feriados, salvo que el tribunal, por motivos justificados y en resolución fundada, haya dispuesto expresamente lo contrario.



El feriado de vacaciones a que se refiere el artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales no regirá respecto de las causas laborales.



Artículo 436.- La primera notificación a la parte demandada deberá hacerse personalmente, entregándosele copia íntegra de la resolución y de la solicitud en que haya recaído. Al demandante se le notificará por el estado diario.



Esta notificación se practicará por el receptor laboral o por el funcionario que el juez determine, atendiendo a las circunstancias del lugar en que funcione el tribunal y restantes consideraciones que miren a la eficacia de la actuación. La parte interesada podrá siempre encargar a su costa la práctica de la notificación a un receptor judicial.



En los lugares y recintos de libre acceso público la notificación personal se podrá efectuar en cualquier día y a cualquier hora, procurando causar la menor molestia al notificado.



Además, la notificación personal se podrá efectuar en cualquier día, entre las seis y las veintidós horas, en la morada  o lugar donde pernocta el notificado, en el lugar donde ordinariamente ejerce su industria, profesión o empleo, o en el recinto del tribunal.



El juez podrá, por motivos fundados, ordenar que la notificación se practique en horas diferentes a las indicadas en el inciso anterior.



Si la notificación se realizare en día inhábil, los plazos comenzarán a correr desde las cero horas del día hábil inmediatamente siguiente. Los plazos se aumentarán en la forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.



Artículo 437.- En los casos en que no resulte posible practicar la notificación personal, por no ser habida la persona a quien debe notificarse y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia establezca cuál es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y, tratándose de persona natural, que se encuentra en el lugar del juicio, de lo que dejará constancia en el expediente, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, entregándose las copias a que se refiere el inciso primero del artículo precedente a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada o en el lugar donde la persona a quien debe notificarse habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo.  Si, por cualquier causa, ello no fuere posible, la notificación se hará fijando, en lugar visible, un aviso que dé noticia de la demanda, con especificación exacta de las partes, materia de la causa, juez que conoce de ella y resoluciones que se notifican. En caso que la habitación o el lugar en que pernocta la persona a quien debe notificarse, o aquel donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo, se encuentre en un edificio o recinto al que no se permite libre acceso, el aviso y las copias se entregarán al portero o encargado del edificio, dejándose testimonio expreso de esta circunstancia. 



El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes, el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.



Artículo 438.- Cuando se notifique la demanda a un trabajador en el lugar donde ordinariamente preste sus servicios, deberá efectuarse siempre en persona, si dicho lugar corresponde a la empresa, establecimiento o faena que dependa del empleador con el cual litigue. 



Artículo 439.- Cuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia, el juez dispondrá otra forma de notificación, por cualquier medio idóneo que garantice  el derecho a la defensa y los principios de igualdad y de bilateralidad de la audiencia. 



Si se dispone que la notificación se practique por aviso, éste se publicará por una sola vez en el Diario Oficial, conforme a un extracto emanado del tribunal, el que contendrá un resumen de la demanda y copia íntegra de la resolución recaída en ella. El aviso se publicará en la edición del Diario Oficial de los días 1 o 15 de cualquier mes o al día siguiente hábil, si el diario no se publicare en esos días, y será gratuito para los trabajadores que  soliciten la notificación.



Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el juez, fundadamente, podrá ordenar que la notificación por avisos, se realice, además, en otro diario o periódico.



Artículo 440.- Las restantes notificaciones se practicarán por el estado diario, en la forma que establece el artículo 50 del Código de Procedimiento Civil, salvo que se trate de resoluciones en que se ordene la comparecencia personal de las partes, que no hayan sido expedidas en el curso de una audiencia, las que se notificarán por carta certificada.



Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas el quinto día siguiente a la fecha de entrega de la carta en la oficina de correos, de lo que se dejará constancia. 



Para los efectos de practicar las notificaciones por carta certificada a que hubiere lugar, todo litigante deberá designar un lugar conocido dentro de los límites urbanos de la ciudad en que funcione el tribunal respectivo y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra la parte interesada. 



Respecto de las partes que no hayan efectuado la designación a que se refiere el inciso precedente, las resoluciones que debieron notificarse por carta certificada lo serán por el estado diario, sin necesidad de petición de parte y sin previa orden del tribunal.



Salvo la primera notificación al demandado, las restantes podrán ser efectuadas, a petición de la parte interesada, en forma electrónica o por cualquier otro medio que ésta señale. En este caso, se dejará debida constancia de haberse practicado la notificación en la forma solicitada.



Artículo 441.- Los incidentes de cualquier naturaleza deberán promoverse en la audiencia y resolverse de inmediato, salvo que el tribunal estime pertinente dejar su resolución para la sentencia definitiva.



Artículo 442.- En el ejercicio de su función cautelar, el juez decretará todas las medidas que estime necesarias para asegurar el resultado de la acción, así como para la protección de un derecho o la identificación de los obligados y la singularización de su patrimonio.



Las medidas cautelares podrán llevarse a efecto antes de notificarse a la persona contra quien se dicten, siempre que existan razones graves para ello y el tribunal así lo ordene. Transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedarán sin valor las diligencias practicadas.



Las medidas precautorias se podrán disponer en cualquier estado de tramitación de la causa, aun cuando no esté contestada la demanda e incluso antes de su presentación. En ambos casos, se podrán otorgar siempre que se acredite razonablemente el fundamento del derecho que se reclama, sin necesidad de acreditar la insolvencia del afectado, ni exigir fianza o garantía alguna al solicitante. Si presentada la demanda, persistieran las circunstancias que motivaron su adopción, se mantendrán como precautorias. Si no se presentara la demanda en el término de diez días, contado desde la fecha en que se hizo efectiva, la medida caducará de pleno derecho y el solicitante quedará por este hecho responsable de los perjuicios que se hubieran causado. Con todo, por motivos fundados, como cuando existan evidencias del inminente término de la empresa o de su insolvencia, el juez podrá prorrogar las medidas prejudiciales precautorias por el plazo prudencial que  estime necesario.



Habiendo sido notificada la demanda, la función cautelar del tribunal comprenderá la de requerir información de organismos públicos, empresas u otras personas jurídicas o naturales, sobre cualquier antecedente que a criterio del juez contribuya al objetivo perseguido, incluidos los que digan relación con deudas, créditos, bienes, valores y otros derechos de las partes, así como los de sus empresas o personas relacionadas o que tengan interés en ella. 



Artículo 443.- En toda resolución que ponga término a la causa o resuelva un incidente, el juez deberá pronunciarse sobre el pago de las costas del procedimiento, tasando las procesales y regulando las personales, según proceda.



Cuando el trabajador ha litigado con privilegio de pobreza, las costas personales a cuyo pago sea condenada la contraparte pertenecerán a la respectiva Corporación de Asistencia Judicial o al abogado de turno.

Párrafo 3º

Del procedimiento de aplicación general



Artículo 444.- La demanda se interpondrá por escrito y deberá contener:



1. La designación del tribunal ante quien se entabla;



2. El nombre, apellidos, domicilio y profesión u oficio del demandante y en su caso de las personas que lo representen, y naturaleza de la representación;



3. El nombre, apellidos, domicilio y profesión u oficio del demandado;



4. La exposición clara de los hechos y consideraciones de derecho en que se fundamenta, y 



5. La enunciación precisa y concreta de las peticiones que se someten a la resolución del tribunal. 



Conjuntamente con la demanda se podrán acompañar instrumentos y solicitar las diligencias de prueba que se estimen necesarias.



En materias de seguridad social, cuando se demande a una institución de previsión o seguridad social, deberá acompañarse la resolución final de la respectiva entidad o de la entidad fiscalizadora según corresponda, que se pronuncia sobre la materia que se demanda, de conformidad al procedimiento administrativo establecido en la ley N° 19.880.



Cuando se demanden períodos de cotizaciones de seguridad social impagas, el juez de la causa al conferir el traslado de la demanda, deberá ordenar la notificación de ella a la o las instituciones de seguridad social a las que corresponda percibir la respectiva cotización. Dicha notificación se efectuará a través de carta certificada, la que contendrá copia íntegra de la demanda y de la resolución recaída en ella o un extracto si fueren muy extensas. Estas notificaciones se entenderán practicadas el tercer día siguiente a aquel en que sea expedida la carta, debiendo dejarse constancia en el expediente de la fecha del envío.



Artículo 445.- El juez, de oficio, advertirá a la parte de los defectos u omisiones en que haya incurrido en la demanda conforme al artículo anterior, a fin de que los subsane dentro del plazo de quinto día, bajo el apercibimiento de tenerse por no presentada la demanda si así no lo hiciese. De la misma forma, cuando se estime incompetente para conocer de la demanda, lo declarará así, señalando el tribunal competente, y enviándole los antecedentes. 



Si de los datos aportados en la demanda se desprendiere claramente la caducidad de la acción, el tribunal deberá declararlo de oficio y no admitirá a tramitación la demanda.



En materias de previsión o seguridad social, el juez admitirá la demanda a tramitación, sólo si el actor ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo precedente, de lo contrario, deberá rechazar  de plano dicha demanda.



Artículo 446.- El actor podrá acumular en su demanda todas las acciones que le competan en contra de un mismo demandado, aunque procedan de distintos títulos.  



En el caso de aquellas acciones que corresponda tramitar de acuerdo a procedimientos distintos, se deberán deducir de conformidad a las normas pertinentes y si una dependiere de la otra, no correrá el plazo para ejercer aquella hasta ejecutoriado que sea el fallo de ésta.



Artículo 447.- Si ante el mismo tribunal se tramitaren varias demandas contra un mismo demandado y las acciones sean idénticas, aunque los actores sean distintos, el juez de oficio o a petición de parte podrá decretar la acumulación de autos, siempre que no implique retardo para uno o más de ellos.



Con todo, el juez tendrá siempre la facultad de desacumular los autos.



Artículo 448.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a una audiencia única a fin de que tengan lugar los actos de conciliación y juicio, fijando para tal efecto, dentro de los cincuenta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la demanda y citación, y la celebración de la audiencia, a lo menos, quince días. 



El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.



Artículo 449.- En la citación se hará constar que la audiencia se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquélla que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. Asimismo, deberá indicarse en la citación que las partes deberán concurrir con todos sus medios de prueba. 



En el evento de solicitarse diligencias de prueba en la demanda, el tribunal, conjuntamente con la citación, deberá pronunciarse sobre la pertinencia de la prueba solicitada y dispondrá las citaciones o requerimientos que sean necesarios, lo que se efectuará de inmediato mediante el envío de carta certificada dirigida al domicilio indicado por el solicitante.



Las partes podrán concurrir a la audiencia por intermedio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.



Artículo 450.- Iniciada la audiencia, ésta no podrá suspenderse.



Excepcionalmente, y sólo en el evento de caso fortuito o fuerza mayor, el juez podrá, mediante resolución fundada, suspender la audiencia. En el mismo acto deberá fijar nuevo día y hora para su realización.



El tribunal deberá habilitar horarios especiales en caso de que el desarrollo de la audiencia exceda al horario normal de su funcionamiento.



Artículo 451.- La audiencia comenzará con el llamado a conciliación por parte del juez, a cuyo objeto deberá proponer a las partes las bases para un posible acuerdo, sin que las opiniones que emita al efecto sean causal de inhabilitación.



Producida la conciliación, sea ésta total o parcial, deberá dejarse constancia de ella en el acta respectiva, la que suscribirán el juez y las partes, estimándose lo conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.



Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la conciliación parcial.



Artículo 452.- Si no se produjere conciliación o ésta es sólo parcial, se dará inicio inmediatamente al acto de juicio, comenzando el demandante con la ratificación oral de la demanda. Acto seguido, el demandado contestará la demanda en forma oral, pronunciándose específicamente sobre los hechos contenidos en la misma, aceptando o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes y los hechos en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal. 



El demandado deberá acompañar al tribunal, al menos con cinco días de anticipación a la fecha de realización de la audiencia, una minuta en la que se contengan sus alegaciones. La contestación no podrá contener otras alegaciones que las formuladas en la minuta.



Artículo 453.- Cuando el demandado no concurriere a la audiencia, o de hacerlo no negare en su contestación algunos de los hechos contenidos en la demanda, el juez, en la sentencia definitiva, podrá estimarlos como tácitamente admitidos. 



Si el demandado se allanare a una parte de la demanda y se opusiera a otras, se continuará con el curso de la demanda sólo en la parte que hubo oposición. Para estos efectos, el tribunal deberá establecer los hechos sobre los cuales hubo conformidad, estimándose esta resolución como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.



Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la sentencia parcial a que se refiere el inciso precedente.



Artículo 454.- Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva.



No obstante lo anterior, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquella en que se reclame del procedimiento, siempre que ellas aparezcan manifiestamente admisibles. Cuando ello sea procedente, se suspenderá la audiencia por el plazo de cinco días a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.



Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. La reconvención deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 444 y se tramitará conjuntamente con la demanda. Dicha reconvención se deberá acompañar al tribunal, conjuntamente con la minuta de alegaciones y en el mismo plazo señalado para ella, debiendo ratificarse en forma oral en la audiencia.



De la reconvención y excepciones opuestas se dará traslado en la misma audiencia al demandante para su contestación oral. 



Artículo 455.- Contestada que sea la demanda sin que se haya opuesto reconvención o excepciones dilatorias o evacuado el traslado conferido de haberse interpuesto éstas, el tribunal recibirá de inmediato la causa a prueba, cuando ello fuere procedente. En contra de esta resolución y de la que no diere lugar a ella sólo procederá el recurso de reposición, el que deberá interponerse y fallarse de inmediato.



De no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos el tribunal dará por concluida la audiencia y procederá a dictar sentencia en conformidad a lo dispuesto en el artículo 470.



Artículo 456.- Las partes deberán concurrir a la audiencia con todos sus medios de prueba, pudiendo valerse de todos aquellos regulados en la ley. Pueden también ofrecer cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuese pertinente. 



Sólo se admitirán las pruebas que tengan relación directa con el asunto sometido al conocimiento del tribunal y siempre que sean necesarias para su resolución.



El juez resolverá en el acto sobre la pertinencia de la prueba ofrecida y de las preguntas formuladas por las partes, así como de toda objeción o protesta planteada a este respecto, de la que se dejará constancia en el acta a solicitud de la parte interesada.



Con todo, carecerán de valor probatorio y, en consecuencia, no podrán ser apreciadas por el tribunal,  las pruebas que las partes aporten y que se hubieren obtenido directa o indirectamente por medios ilícitos o a través de actos que impliquen violación de derechos fundamentales.



Artículo 457.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 444, las partes podrán solicitar, con al menos cinco días de antelación a la fecha fijada para la realización de la audiencia, aquellas pruebas que, debiendo practicarse en la misma, requieran diligencias de citación o requerimiento.



Las citaciones señaladas en el inciso anterior deberán practicarse por medio de carta certificada al domicilio de quien deba prestar la prueba requerida, el cual deberá ser señalado por el solicitante de la misma.



La resolución que cite a absolver posiciones se notificará por cédula, con a lo menos tres días de antelación a la celebración de la respectiva audiencia.  Si alguna de las partes no ha señalado domicilio, la resolución señalada en el presente inciso se le notificará por el estado diario.



La citación de los testigos deberá practicarse por carta certificada, con a lo menos tres días de antelación a la fecha fijada para la celebración de la audiencia, en el domicilio señalado por cada una de las partes que presenta la testimonial.



La absolución de posiciones sólo podrá pedirse una vez por cada parte. 



Sin perjuicio de lo anterior, cuando se decrete la remisión de oficios o el informe de peritos, el juez podrá recurrir a cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de textos que permita la pronta práctica de las diligencias, debiendo adoptar las medidas necesarias para asegurar su debida recepción por el requerido, dejando constancia en el expediente. 



El tribunal sólo dará lugar a la petición de oficios cuando se trate de requerir información objetiva, pertinente y específica sobre los hechos materia del juicio. Cuando la información se solicite respecto de entidades públicas, el oficio deberá dirigirse a la oficina o repartición en cuya jurisdicción hubieren ocurrido los hechos o deban constar los antecedentes sobre los cuales se pide informe. Las personas o entidades públicas o privadas a quienes se dirija el oficio estarán obligadas a evacuarlo dentro del plazo que fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder al día anterior al fijado para la audiencia, y en la forma que éste lo determine, pudiendo al efecto disponer cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de textos.



En el mismo plazo señalado en el inciso primero, deberán acompañarse los instrumentos que no se hubiesen presentado con anterioridad.



Artículo 458.- La rendición de la prueba comenzará con la ofrecida por el demandante y luego con la del demandado. 



No obstante lo anterior, en los juicios sobre despido corresponderá en primer lugar al demandado la rendición de la prueba, debiendo acreditar la veracidad de los hechos imputados en las comunicaciones a que se refieren los incisos primero y cuarto, del artículo 162, sin que pueda alegar en el juicio hechos distintos como justificativos del despido.



El orden de recepción de las pruebas será el siguiente: documental, confesional, testimonial y los otros medios ofrecidos, sin perjuicio de que el tribunal pueda modificarlo por causa justificada.



Artículo 459.- La impugnación de la prueba instrumental acompañada deberá formularse en forma oral durante la audiencia.



La exhibición de instrumentos que hubiese sido ordenada por el tribunal se verificará en la audiencia. Cuando, sin causa justificada, se omita la presentación de aquellos que legalmente deban obrar en poder de una las partes, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación con la prueba decretada.



Artículo 460.- Si el llamado a confesar no compareciese a la audiencia sin causa justificada o compareciendo se negase a declarar o diese respuestas evasivas, podrán presumirse efectivos los hechos alegados por la parte contraria en la demanda o contestación, según corresponda, siempre que hubiere sido apercibido sobre tal efecto. 



La persona citada a absolver posiciones estará obligada a concurrir personalmente a la audiencia, a menos que designe especialmente un mandatario para tal objeto, el que si representa al empleador deberá tratarse de una de las personas a que se refiere el artículo 4º de este Código. La designación del mandatario deberá constar por escrito y hacerse con anticipación al inicio de la audiencia, considerándose sus declaraciones para todos los efectos legales como si hubieren sido hechas personalmente por aquél cuya comparecencia se solicitó. 



Si los demandantes fueren varios y se solicitare la citación a confesar en juicio de muchos o de todos ellos, el juez podrá reducir el número de quienes habrán de comparecer, en especial cuando estime que sus declaraciones puedan resultar una reiteración inútil sobre los mismos hechos.



Artículo 461.- Las posiciones para la prueba confesional se formularán verbalmente, sin admisión de pliegos y deberán ser pertinentes a los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos claros y precisos, de manera que puedan ser entendidas sin dificultad. El tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no cumplan con dichas exigencias.



El juez podrá formular a los absolventes las preguntas que estime pertinente, así como ordenarles que precisen o aclaren sus respuestas.



Artículo 462.- Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca de la causa. Serán admitidos a declarar sólo hasta cuatro testigos por cada parte. En caso de que se haya ordenado la acumulación de autos el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser inferior a cuatro.



El juez podrá reducir el número de testigos de cada parte e incluso prescindir de la prueba testimonial cuando sus manifestaciones pudieren constituir inútil reiteración sobre hechos suficientemente esclarecidos.



Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio. El juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo las sanciones contempladas en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.



Los testigos no podrán ser tachados. Únicamente en la oportunidad a que se refiere el artículo 464, las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.



Artículo 463.- El tribunal y las partes podrán formular a los testigos las preguntas que estimen necesarias para el esclarecimiento de los hechos sobre los que versa el juicio. Podrán asimismo, exigir que los testigos aclaren o precisen sus dichos.



Estas preguntas no podrán formularse en forma asertiva, ni contener elementos de juicio que determinen la respuesta, ni referirse a hechos o circunstancias ajenas al objeto de la prueba, lo que calificará el tribunal sin más trámite.



Artículo 464.- Practicada la prueba, las partes formularán, oralmente, en forma breve y precisa, las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas y sus conclusiones.



Con todo, si a juicio del juez hubieren puntos no suficientemente esclarecidos podrá ordenar a las partes que los aclaren.



Artículo 465.- Durante la celebración de la audiencia se extenderá el acta correspondiente, en la que se hará constar:



a) El lugar, fecha e individualización del tribunal y de las partes comparecientes, de sus apoderados y abogados;



b) Un resumen suficiente del acto de conciliación;



c) Un resumen suficiente de las alegaciones de las partes, y



d) Un resumen suficiente de la prueba confesional y testimonial; la relación circunstanciada de los instrumentos presentados o los datos que permitan identificarlos, y toda otra prueba aportada por las partes y de las incidencias planteadas respecto de todas ellas.



El juez, resolverá en el acto y sin ulterior recurso cualquier observación que se hiciera sobre el contenido del acta. 



Una vez extendida el acta o resuelta las objeciones, será firmada por el juez, las partes, sus apoderados y abogados, entregándose copia de la misma a las partes. 



Artículo 466.- En el evento de existir alguna diligencia pendiente, que haya sido solicitada por alguna de las partes, y que no pudo llevarse a cabo en la audiencia, el tribunal, por resolución fundada, y sólo si la estima estrictamente necesaria para la acertada resolución de la causa, la podrá reiterar como medida para mejor resolver de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente, requiriendo su cumplimiento por cualquier medio idóneo.



Artículo 467.- A partir de la contestación de la demanda y hasta el término de la audiencia el tribunal podrá, de oficio y por resolución fundada, decretar las medidas necesarias para formarse plena convicción sobre los hechos de la causa y su adecuada resolución. Dichas medidas podrán consistir en la agregación de documentos, confesión judicial de las partes, inspección personal del tribunal, informe de peritos, comparecencia de testigos, exhibición de otros autos que tengan relación con el juicio, informe de los organismos públicos a los cuales la ley asigna la facultad de interpretar la legislación laboral y de seguridad social sobre jurisprudencia administrativa que hubieren emitido, y en cualesquiera otras que estime necesarias. 



No será impedimento para la dictación del fallo el hecho de encontrarse pendiente alguna de las diligencias señaladas en el inciso precedente.



Las resoluciones dictadas en conformidad a lo dispuesto en este artículo y al precedente serán inapelables.



Artículo 468.- El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.



Las presunciones simplemente legales se apreciarán también en la misma forma.



Artículo 469.- Al apreciar las pruebas según la sana crítica, el tribunal deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en cuya virtud les asigne valor o las desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.



Artículo 470.- El juez podrá pronunciar el fallo al término de la audiencia o dentro del plazo de décimo quinto día, contado desde la realización de ésta, en cuyo caso citará a las partes para notificarlas, fijando día y hora al efecto, dentro del mismo plazo. En esta segunda alternativa, podrá el juez anunciar las bases fundamentales del fallo al término de la referida audiencia.



Las partes se entenderán notificadas de la sentencia, sea en la audiencia o en la actuación prevista al efecto, hayan o no asistido a ellas.



Artículo 471.- La sentencia definitiva se pronunciará sobre las acciones y excepciones deducidas que no se hubieren resuelto con anterioridad y sobre los incidentes en su caso, o sólo sobre estos cuando sean previos e incompatibles con aquellas.



Artículo 472.- La sentencia definitiva deberá contener:



1.- El lugar y fecha en que se expida;



2.- La individualización completa de las partes litigantes;



3.- Una síntesis de los hechos y de las alegaciones de las partes;



4.- El análisis de la prueba rendida, los hechos que estime probados y el razonamiento que conduce a esta estimación;



5.- Los preceptos constitucionales, legales o los contenidos en tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, las consideraciones jurídicas y los principios de derecho o de equidad en que el fallo se funda;



6.- La resolución de las cuestiones sometidas a la decisión del tribunal, con expresa determinación de las sumas que ordene pagar o las bases necesarias para su liquidación, si ello fuere procedente, y



7.- El pronunciamiento sobre el pago de costas y, en su caso, los motivos que tuviere el tribunal para absolver de su pago a la parte vencida.



La sentencia que se dicte en la audiencia, de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 470, sólo deberá cumplir con los requisitos de los números 2, 5, 6 y 7.



Artículo 473.- Si el juez que presidió la audiencia no pudiese dictar sentencia, éste deberá celebrarse nuevamente.



Artículo 474.- La sentencia de término será notificada a los entes administradores de los respectivos sistemas de seguridad social, con el objeto que éstos hagan efectivas las acciones contempladas en la ley Nº 17.322 o en el decreto ley Nº 3.500, según corresponda. 



Estos organismos deberán remitir al tribunal de la causa copia de las demandas ejecutivas que deduzcan, sin perjuicio de la facultad del juez de requerir información sobre el estado de avance de la ejecución. 



Artículo 475.- Una vez firme y ejecutoriada la sentencia, lo que deberá certificar de oficio el tribunal, y siempre que no se acredite su cumplimiento dentro del término de cinco días, se dará inicio a su ejecución de oficio por el tribunal de conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.

Párrafo 4º

Del cumplimiento de la sentencia y de la ejecución
de los títulos ejecutivos laborales



Artículo 476.- La ejecución de los títulos ejecutivos laborales se tramitará de oficio por el tribunal, dictándose al efecto las resoluciones y ordenándose las diligencias que sean necesarias para ello.



Artículo 477.- Son títulos ejecutivos laborales:



1.- Las sentencias ejecutoriadas; 



2.- Los equivalentes jurisdiccionales que cumplan con las formalidades establecidas en la ley; 



3.- Los finiquitos suscritos por el trabajador y el empleador y autorizados por el Inspector del Trabajo o por funcionarios a los cuales la ley los faculta para actuar como ministros de fe en el ámbito laboral;



4.- Las actas firmadas por las partes, y autorizadas por los Inspectores del Trabajo y que den constancia de acuerdos producidos  ante éstos o que contengan el reconocimiento de una obligación laboral o de cotizaciones de seguridad social, o sus copias certificadas por la respectiva Inspección del Trabajo;



5.- Los originales de los instrumentos colectivos del trabajo y las copias auténticas de las mismas autorizadas por la Inspección del Trabajo, y



6.- Cualquier otro título a que las leyes laborales o de seguridad social otorguen fuerza ejecutiva.



Artículo 478.- En las causas laborales el cumplimiento de la sentencia se sujetará a las normas del presente Párrafo y a falta de disposición expresa en este texto o en leyes especiales, se aplicarán supletoriamente las normas del Título XIX del Libro I del Código de Procedimiento Civil, siempre que dicha aplicación no vulnere los principios que informan el procedimiento laboral. 



Artículo 479.- Una vez firme y ejecutoriada la sentencia y transcurrido el plazo señalado en el artículo 475, el tribunal remitirá al quinto día los autos al Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional cuando ello fuere procedente, a fin de que éste continúe con la ejecución de conformidad a las reglas de este Párrafo.



Recibido el expediente por el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional o certificado por el tribunal que dictó la sentencia que ésta se encuentra firme y ejecutoriada, según sea el caso, junto con ordenar el cumplimiento del fallo, se deberán remitir sin más trámite los autos a la unidad de liquidación o al funcionario encargado para que se proceda a la liquidación del crédito, ya sea determinando los montos que reflejen los rubros a que se ha condenado u obligado el ejecutado y, en su caso, se actualicen los mismos, aplicando los reajustes e intereses legales. 



La liquidación deberá practicarse dentro de tercero día y será notificada por carta certificada a los apoderados de las partes, junto con el requerimiento al vencido para que pague dentro de los cinco días siguientes. En caso que la ejecución haya quedado a cargo de un tercero, la notificación deberá practicarse en forma personal.



Artículo 480.- Iniciada la ejecución, el tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá ordenar a la Tesorería General de la República que retenga de las sumas que por concepto de devolución de impuestos a la renta corresponda restituir al ejecutado, el monto objeto de la ejecución, con sus reajustes, intereses y multas. Esta medida tendrá el carácter de precautoria.



Artículo 481.- En el caso que las partes pactaren una forma de pago del crédito perseguido en los autos, este pacto deberá ser ratificado ante el juez de la causa y la o las cuotas que se acuerden deberán consignar los reajustes e intereses del período. El no pago de una o más cuotas hará inmediatamente exigible el total de la deuda, facultándose al acreedor para que concurra ante el mismo tribunal, y dentro del plazo de sesenta días contado desde el incumplimiento, para que se ordene y cumpla el pago, pudiendo el juez incrementar el saldo de la deuda hasta en un ciento cincuenta por ciento. El pacto así ratificado, tendrá mérito ejecutivo para todos los efectos legales. 



Artículo 482.- Notificada la liquidación, las partes tendrán el plazo de cinco días para objetarla, sólo si de ella apareciere que hay errores de cálculo numérico, alteración en las bases de cálculo o elementos o incorrecta aplicación de los índices de reajustabilidad o de intereses emanados de los órganos competentes. 



El tribunal resolverá de plano la objeción planteada, pudiendo oír a la contraria si estima que los antecedentes agregados a los autos no son suficientes para emitir pronunciamiento.



Artículo 483.- La parte vencida o ejecutada sólo podrá oponer, dentro del mismo plazo a que se refiere el artículo anterior, alguna de las siguientes excepciones, acompañando antecedentes escritos de debida consistencia: pago de la deuda, remisión, novación y transacción. El tercero podrá, además, excepcionarse con la inoponibilidad de la acción, dentro del mismo plazo señalado.



De la oposición se dará un traslado por tres días a la contraria y con o sin su contestación se resolverá sin más trámites, siendo la sentencia apelable en el solo efecto devolutivo.



Artículo 484.- Si no se ha pagado dentro del plazo señalado para ello en el inciso tercero del artículo 479, el ministro de fe procederá a trabar embargo sobre bienes muebles o inmuebles suficientes para el cumplimiento íntegro de la ejecución y sus costas. Hará, además, una tasación prudencial de los mismos que consignará en el acta de la diligencia, todo ello sin que sea necesario orden previa del tribunal.



Si no ha habido oposición oportuna o existiendo ha sido desechada, se ordenará sin más trámite hacer debido pago al ejecutante con los fondos retenidos, embargados o cautelados. En su caso, los bienes embargados serán rematados por cifras no menores al setenta y cinco por ciento de la tasación en primera subasta; en la segunda el mínimo será del cincuenta por ciento del valor de la tasación, y en la tercera no habrá mínimo. El ejecutante podrá participar en el remate y adjudicarse los bienes con cargo al monto de su crédito.



Los trámites y diligencias del procedimiento de apremio ya indicados, serán fijados por el tribunal consecuentemente con los principios propios de la judicatura laboral y teniendo como referencia las reglas de la ejecución civil, en lo que sean conciliables con dichos principios.



Artículo 485.- Las resoluciones que se dicten en los procedimientos regulados por este Párrafo serán inapelables, salvo lo dispuesto en el artículo 483.



Artículo 486.- Tratándose de títulos ejecutivos laborales distintos a los señalados en el número 1 del artículo 477, su ejecución se regirá por las disposiciones que a continuación se señalan y a falta de norma expresa, le serán aplicables las disposiciones de los Títulos I y II del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil, siempre que dicha aplicación no vulnere los principios que informan el procedimiento laboral. 



Una vez despachada la ejecución, el juez deberá remitir sin más trámite los autos a la unidad de liquidación o al funcionario encargado, según corresponda, para que se proceda a la liquidación del crédito, lo que deberá hacerse dentro de tercer día. 



En los juicios ejecutivos se practicará personalmente el requerimiento de pago al deudor y la notificación de la liquidación, pero si no es habido se procederá en la forma establecida en el  artículo 437, expresándose en la copia a que este mismo se refiere, a más del mandamiento, la designación del día, hora y lugar que fije el ministro de fe para practicar el requerimiento. No concurriendo a esta citación el deudor, se trabará el embargo inmediatamente y sin más trámite.



En lo demás, se aplicarán las reglas contenidas en los artículos 480, 481, 482; inciso primero del artículo 483, e incisos segundo y tercero del artículo 484.

Párrafo 5º

De los recursos



Artículo 487.- Los recursos se regirán por las normas establecidas en este Párrafo, y supletoriamente por las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.



Artículo 488.- La solicitud de reposición de una resolución pronunciada en una audiencia deberá interponerse y resolverse en el acto.



Artículo 489.- Sólo serán susceptibles de apelación laboral las sentencias interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las resoluciones que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.



Tratándose de medidas cautelares, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el solo efecto devolutivo.



Artículo 490.- La apelación laboral deberá interponerse en el plazo de cinco días contado desde la notificación de la respectiva resolución a la parte que lo entabla.  El apelante, al deducirlo, deberá fundarlo someramente, exponiendo las peticiones concretas que formula respecto de la resolución apelada.



El apelado podrá hacer observaciones a la apelación hasta antes de la vista de la causa.



Artículo 491.- Los antecedentes se enviarán a la Corte de Apelaciones al tercer día de notificada la resolución que concede el último recurso de apelación.



Las partes se considerarán emplazadas en segunda instancia por el hecho de notificárseles la concesión del recurso de apelación.



No será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.



Artículo 492.- En segunda instancia no será admisible prueba. Excepcionalmente el tribunal de alzada podrá admitir prueba documental, siempre que la parte que la presente justifique haber estado imposibilitada de rendirla en primera instancia.



Artículo 493.- La sentencia deberá pronunciarse dentro del plazo de cinco días contado desde el término de la vista de la causa.



El Tribunal de Alzada se hará cargo en su fallo de las argumentaciones formuladas por las partes en los escritos que al efecto le presenten.



Artículo 494.- La sentencia definitiva dictada con infracción de garantías constitucionales, o con infracción de ley que hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo, será recurrible de nulidad ante la Corte de Apelaciones correspondiente.  Sin perjuicio de ello, si respecto de la materia de derecho objeto del recurso existieran distintas interpretaciones sostenidas en diversos fallos emanados de los tribunales superiores de justicia, conocerá del recurso la Corte Suprema.



En contra de la sentencia definitiva no procederán más recursos.


Artículo 495.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, también procederá el recurso de nulidad cuando:



a) La sentencia haya sido pronunciada por juez incompetente, legalmente implicado o cuya recusación se encuentre pendiente o hubiese sido declarada por tribunal competente;



b) Hubieren sido violadas las disposiciones establecidas por la ley sobre publicidad y continuidad del juicio, o cualquier otro requisito para los cuales la ley haya previsto la nulidad o lo haya declarado expresamente como esencial;



c) La sentencia contuviere decisiones contradictorias, hubiere otorgado más allá de lo pedido por las partes, o se hubiere extendido a puntos no sometidos a la decisión del tribunal, sin perjuicio de las facultades para pronunciarse de oficio que la ley expresamente le otorgue, y



d) La sentencia haya sido dictada contra otra pasada en autoridad de cosa juzgada y hubiere sido ello alegado oportunamente en el juicio.



En esos casos, si la Corte acogiese el recurso, junto con anular la sentencia deberá determinar el estado en que hubiere de quedar el procedimiento, ordenando remitir los antecedentes al tribunal que corresponda.  No producirán nulidad aquellos defectos que no influyen en lo dispositivo del fallo, sin perjuicio de las facultades de corregir de oficio que tiene la Corte durante el conocimiento del recurso.



Artículo 496.- El recurso de nulidad deberá interponerse por escrito, dentro de los cinco días siguientes a la notificación de la sentencia que se recurre, ante el tribunal que la hubiere dictado.  El escrito deberá cumplir, además, con los siguientes requisitos:



a) Expresar el vicio o la infracción de garantías constitucionales o de ley de que adolece la sentencia, según corresponda, y



b) En los casos del artículo 495, señalar además el modo en que dichas infracciones de ley influyen sustancialmente en lo dispositivo del fallo.



Artículo 497.- La interposición del recurso de nulidad suspende los efectos de la sentencia recurrida, debiendo el tribunal a quo pronunciarse sobre su admisibilidad.



La inadmisibilidad sólo podrá fundarse en haberse deducido el recurso en contra de resolución que no fuere impugnable por este  medio o en haberse deducido fuera de plazo. Esta resolución será susceptible de reposición dentro de tercero día.



Admitido el recurso, el tribunal a quo remitirá a la Corte copia de la sentencia definitiva impugnada, del registro de la audiencia del juicio oral o de las actuaciones determinadas que se impugnaren y del escrito en que se hubiere interpuesto el recurso.



Artículo 498.- Ingresado el recurso a la Corte, se abrirá un plazo de cinco días, para que las demás partes soliciten la declaración de inadmisibilidad, conforme con las mismas causas señaladas en el artículo anterior, le formulen observaciones o se adhirieran al recurso.  



El escrito de adhesión deberá cumplir con los mismos requisitos que el del recurso principal y su procedencia será resuelta de plano por la Corte.



Artículo 499.- Vencido el plazo del artículo anterior, la Corte se pronunciará en cuenta sobre su admisibilidad.  Sin embargo, si el recurso fue deducido para ante la Corte Suprema, ésta no se pronunciará sobre su admisibilidad, sino que procederá a su remisión a la Corte de Apelaciones correspondiente cuando considere que no existen distintas interpretaciones sobre la materia de derecho objeto del mismo, o que existiendo en los casos de infracción de ley, no fueren determinantes para la decisión de la causa.



Artículo 500.- Sólo podrá producirse prueba sobre las circunstancias que constituyeren la causa invocada, y siempre que ésta haya sido ofrecida en el escrito de interposición del recurso.  La prueba se recibirá en la audiencia de acuerdo a las normas que rigen su recepción en el procedimiento ordinario laboral.



Artículo 501.- La Corte deberá fallar el recurso dentro de los veinte días siguientes al momento en que hubiere terminado de conocer de él, exponiendo los fundamentos que sirvieron de base a su decisión.  Si rechaza el recurso deberá pronunciarse sobre las cuestiones controvertidas.  Si lo acoge, podrá limitarse a determinar la causal o causales que le hubieren sido suficientes, dictando la sentencia de reemplazo o señalando el estado en que queda el juicio, según corresponda.



La sentencia de reemplazo que se conformare a la ley será pronunciada sin nueva audiencia, pero separadamente.



En contra de la resolución que falle un recurso de nulidad no procederá recurso alguno.

Párrafo 6º

Del Procedimiento de Tutela Laboral



Artículo 502.- El procedimiento contenido en este párrafo se aplicará respecto de las cuestiones suscitadas en la relación laboral por aplicación de la normas laborales, que afecten los derechos fundamentales de los trabajadores, entendiéndose por éstos los consagrados en la Constitución Política de la República en su artículo 19, números 1º inciso primero, 4º inciso primero, 5º en lo relativo a la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada, 6º inciso primero, 12º inciso primero y 16º en lo relativo a la libertad de trabajo, al derecho a su libre elección y a lo establecido en su inciso cuarto, cuando aquellos derechos resulten lesionados en el ejercicio de las facultades del empleador. 



También se aplicará este procedimiento para conocer de los actos discriminatorios a que se refiere el artículo 2° de este Código.



Se entenderá que los derechos y garantías a que se refiere el inciso anterior resultan lesionados cuando el ejercicio de las facultades que la ley le reconoce al empleador limita el pleno ejercicio de aquéllas sin justificación suficiente, en forma arbitraria o desproporcionada, o sin respeto a su contenido esencial.



Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política, no se podrá impetrar una denuncia de conformidad a las normas de este Párrafo, que se refiera a los mismos hechos.



Artículo 503.- Cualquier trabajador u organización sindical que, invocando un derecho o interés legítimo, considere lesionados derechos fundamentales en el ámbito de las relaciones jurídicas cuyo conocimiento corresponde a la jurisdicción laboral, podrá impetrar su tutela por la vía de este procedimiento.



Cuando el trabajador afectado por una lesión de derechos fundamentales haya incoado una acción conforme a las normas de este Párrafo, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado, personalmente o a través de su organización, podrá hacerse parte en el juicio como tercero coadyuvante. 



Sin perjuicio de lo anterior, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado el trabajador cuyos derechos fundamentales han sido vulnerados, podrá interponer denuncia, y actuará en tal caso como parte principal.



La Inspección del Trabajo, a requerimiento del tribunal, deberá emitir un informe acerca de los hechos denunciados. Podrá, asimismo, hacerse parte en el proceso.



Si actuando dentro del ámbito de sus atribuciones y sin perjuicio de sus facultades fiscalizadoras, la Inspección del Trabajo toma conocimiento de una vulneración de derechos fundamentales, deberá denunciar los hechos al tribunal competente y acompañar a dicha denuncia el informe de fiscalización correspondiente. Los hechos constatados de que dé cuenta el informe, constituirán presunción legal de veracidad, con arreglo al inciso final del artículo 23 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Esta denuncia servirá de suficiente requerimiento para dar inicio a la tramitación de un proceso conforme a las normas de este Párrafo. La Inspección del Trabajo podrá hacerse parte en el juicio que por esta causa se entable.



La denuncia a que se refieren los incisos anteriores deberá interponerse dentro de sesenta días contados desde que se produzca la vulneración de derechos fundamentales alegada.  Este plazo se suspenderá en la forma a que se refiere el artículo 168.



Artículo 504.- Este procedimiento queda limitado a la tutela de derechos fundamentales a que se refiere el artículo 502.



No cabe, en consecuencia, su acumulación con acciones de otra naturaleza o con idéntica pretensión basada en fundamentos diversos.



Artículo 505.- La tramitación de estos procesos gozará de preferencia respecto de todas las demás causas que se tramiten ante el mismo tribunal. 



Con igual preferencia se resolverán los recursos que se interpongan.



Artículo 506.- Si la vulneración de derechos fundamentales se hubiere producido con ocasión del despido, éste no producirá efecto alguno. La legitimación activa para recabar su tutela por la vía del procedimiento regulado en este Párrafo corresponderá exclusivamente al trabajador afectado.



En este caso, la denuncia deberá interponerse dentro del plazo de sesenta días contado desde la separación, el que se suspenderá en la forma a que se refiere el inciso final del artículo 168.



El trabajador podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal, en cuyo caso el empleador deberá pagar al trabajador las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquella en que se materialice la reincorporación, o la indemnización establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a tres meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.



En caso de optar por la indemnización a que se refiere el inciso anterior, ésta será fijada incidentalmente por el tribunal que conozca de la causa.



El juez de la causa, en estos procesos, deberá requerir el informe de fiscalización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 503.



Con todo, y sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente respecto del plazo para solicitar la calificación del despido como injustificado, indebido o improcedente a que se refiere el artículo 168, 

se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 446 y sólo comenzará a correr luego de quedar ejecutoriada la sentencia que desestime la denuncia por vulneración de derechos fundamentales. 



Artículo 507.- La denuncia deberá contener, además de los requisitos generales que establece el artículo 444, la enunciación clara y precisa de los hechos constitutivos de la vulneración alegada.



El tribunal no admitirá a tramitación las denuncias que no cumplan con los requisitos establecidos en este Párrafo.



Artículo 508.- Admitida la denuncia a tramitación, el juez citará al denunciante, al denunciado y a los presuntamente afectados, a una audiencia única a fin de que expongan lo que estimen conveniente acerca de los hechos sobre los cuales versa la denuncia, ordenándoles que acompañen todos los antecedentes que crean necesarios para resolver, fijando para tal efecto, dentro de los quince días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la denuncia y citación y la celebración de la audiencia, a lo menos, cinco días. 



Artículo 509.- El juez, de oficio o a petición de parte, dispondrá, en la primera resolución que dicte, la suspensión de los efectos del acto impugnado, cuando aparezca de los antecedentes acompañados al proceso que se trata de lesiones de especial gravedad o cuando la vulneración denunciada pueda causar, efectos irreversibles, ello, bajo apercibimiento de multa de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, la que podrá repetirse hasta obtener el debido cumplimiento de la medida decretada. Deberá también hacerlo en cualquier tiempo, desde que cuente con dichos antecedentes. 



Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.



Artículo 510.- Cuando de los antecedentes aportados por la parte denunciante resulten indicios suficientes de que se ha producido la vulneración de derechos fundamentales, corresponderá al denunciado explicar los fundamentos de  las medidas adoptadas y su proporcionalidad.



Artículo 511.- Con el mérito del informe de fiscalización, de lo expuesto por los citados y de las demás pruebas acompañadas al proceso, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos, lo dispuesto en el artículo 470.



Artículo 512.- La sentencia deberá contener, en su parte resolutiva: 



1. La declaración de existencia o no de la lesión de derechos fundamentales denunciada. 



2. En caso afirmativo, deberá ordenar, de persistir el comportamiento antijurídico a la fecha de dictación del fallo, su cese inmediato, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509;



3. La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el infractor dirigidas a obtener la reparación de las consecuencias derivadas de la vulneración de derechos fundamentales, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509, incluidas las indemnizaciones que procedan, y



4. La aplicación de las multas a que hubiere lugar, de conformidad a las normas de este Código.



En cualquier caso, el juez deberá velar para que la situación se retrotraiga al estado inmediatamente anterior de producirse la vulneración denunciada y se abstendrá de autorizar cualquier tipo de transacción que mantenga indemne la conducta lesiva de derechos fundamentales.



Copia de esta sentencia deberá remitirse a la Dirección del Trabajo para su registro.

Párrafo 7°

Del procedimiento monitorio



Artículo 513.- Respecto de las contiendas por término de la relación laboral cuya cuantía sea igual o inferior a cuatro ingresos mínimos mensuales, se aplicará el procedimiento que a continuación se señala.



Artículo 514.- El procedimiento monitorio se iniciará mediante la presentación del reclamo ante la Inspección del Trabajo. Las partes deberán concurrir a un comparendo de conciliación acompañando todos los instrumentos probatorios en que se funde su pretensión. El Inspector del Trabajo, al cursar la citación podrá instruir que se acompañen los contratos de trabajo, balances, comprobantes de remuneraciones, registros de asistencia y cualquier otra documentación pertinente.



En dicho acto las partes que asistan deberán fijar domicilio dentro de los límites urbanos de la ciudad en que funciona el tribunal respectivo.



Se levantará acta de todo lo obrado en el comparendo. 



Artículo 515.- En el caso de no existir conciliación, o si no se presentare alguna de las partes habiendo sido legalmente citada, el Inspector del Trabajo deberá remitir todos los instrumentos y el acta del comparendo al juzgado competente. 



De lo obrado en el comparendo se entregará copia a las partes que asistan y se remitirá el acta por carta certificada a las partes que no comparezcan.



Artículo 516.- En caso que el juez estime fundadas las pretensiones del requirente, las acogerá inmediatamente; en caso contrario, las rechazará de plano.



En el caso de las partes que hayan asistido al comparendo a que se refiere el artículo 514, esta resolución les será notificada por carta certificada, al domicilio que hubieren señalado en el comparendo celebrado ante la Inspección del Trabajo, las que por este acto se entenderán emplazadas.



Artículo 517.- Las partes tendrán cinco días para reclamar de esta resolución ante el Tribunal que la dictó.



Presentado el reclamo, el juez citará a las partes a una audiencia que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes.



Artículo 518.- La audiencia se desarrollará de conformidad a lo dispuesto en los artículos 449 y siguientes.



Artículo 519.- La sentencia que se dicte en este procedimiento será susceptible de recurso de nulidad, previa consignación en la cuenta del tribunal del total del monto al cual la parte recurrente fue condenada en la sentencia.



En caso de rechazarse el recurso, el monto consignado se destinará al pago de lo ordenado en la sentencia, girándose el monto a favor del demandante.

Párrafo 8º

Del procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativas



Artículo 520.- Las sanciones por infracciones a la legislación laboral y de seguridad social y a sus reglamentos, se aplicarán administrativamente por los respectivos inspectores del trabajo o por los funcionarios que se determinen en el reglamento correspondiente. Dichos funcionarios actuarán como ministros de fe.



En todos los trámites a que dé lugar la aplicación de sanciones, regirá la norma del artículo 4°.



Recibida la reclamación, y previa verificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso anterior, el juez citará al reclamante y al reclamado a una audiencia única, a fin de que expongan lo que estimen conveniente acerca de los hechos sobre los cuales versa la reclamación y les ordenará que acompañen todos los antecedentes que crean necesarios para resolver, fijando para tal efecto, dentro de los cincuenta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la reclamación y citación y la celebración de la audiencia, a lo menos, diez días.



Con el mérito de lo expuesto y de las pruebas rendidas, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de tercero día. 



La sentencia que resuelva la reclamación no será apelable.



Serán responsables del pago de la multa la persona natural o jurídica propietaria de la empresa, predio o establecimiento. Subsidiariamente responderán de ellas los directores, gerentes o jefes de la empresa, predio o establecimiento donde se haya cometido la infracción.



Artículo 521.- En todos aquellos casos en que en virtud de este Código u otro cuerpo legal, se establezca reclamación judicial en contra de resoluciones pronunciadas por la Dirección del Trabajo, se aplicará el procedimiento descrito en el artículo anterior en todo aquello que no fuese incompatible.”.



17. Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 476 que conforme al numeral 18 de este artículo pasa a ser 522:



“Constituyen actos de discriminación las amenazas o represalias ejercidas por el empleador en contra de trabajadores en razón o como consecuencia de la labor fiscalizadora de la Dirección del Trabajo o por el ejercicio de acciones judiciales, cualquiera sea la naturaleza de éstas.”.



18. Reemplázase la numeración de los artículos 476, 477, 478, 478 bis, 479, 480, 481, 482 y 483, por la siguiente: 522, 523, 524, 525, 526, 527, 528, 529 y 530, respectivamente.



ARTÍCULO 2º.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley en el primer año de su vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1º transitorio.- La presente ley entrará en vigencia un año después de su publicación en el Diario Oficial. 



Artículo 2º transitorio.- Las causas que se hubieren iniciado antes de la vigencia de esta ley seguirán substanciándose, hasta la dictación de la sentencia definitiva, conforme al procedimiento en vigor al momento de la notificación de la demanda.



Artículo 3º transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, dicte un texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo.”.

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor asesor del Ministro del Trabajo y Previsión Social.



Así se acuerda.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Bombal y Parra, la Honorable Senadora señora Matthei, y los Honorables Senadores señores Cantero, Ruiz De Giorgio y García.

___________________________



El señor Presidente propone a la Sala cerrar el debate y poner en votación en general, inmediatamente, el proyecto de ley, utilizando el sistema electrónico.



La Sala otorga su acuerdo.

___________________________



Durante la votación, el señor Presidente le concede la palabra al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social.

___________________________



El proyecto de ley resulta aprobado en general por 34 votos favorables, de un total de 47 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Frei (doña Carmen) y Matthei, y señores Arancibia, Ávila, Boeninger, Bombal, Canessa, Cantero, Cariola, Chadwick, Coloma, Cordero, Fernández, Flores, Foxley, Frei (don Eduardo), García, Gazmuri, Larraín, Martínez, Moreno, Naranjo, Novoa, Ominami, Parra, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz De Giorgio, Sabag, Silva, Vega, Viera-Gallo y Zaldívar (don Andrés). El Honorable Senador señor Bombal fundamenta su voto.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 1 de septiembre de 2005, a las 12:00 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________________________



A continuación, el Honorable Senador señor Viera-Gallo solicita al señor Presidente recabar el asentimiento unánime de la Sala con el fin de abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que flexibiliza el uso del permiso maternal, correspondiente al Boletín Nº 1.309-13, hasta el día 16 del mes en curso, a las 12:00 horas. 



Así se acuerda.

______________________________

______________________________



Inmediatamente, el señor Secretario General expresa que la Comisión de Hacienda solicita que el señor Presidente consulte a la Sala acerca de la apertura de un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, correspondiente al Boletín Nº 3.224-03, hasta el día 8 de agosto en curso, a las 12:00 horas.



Consultada la Sala, así se procede.

______________________________



En seguida, el señor Presidente, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 68 número 2º y 159 del Reglamento del Senado, constituye la Sala en sesión secreta con el fin de discutir el informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura recaído en dos oficios de S. E. el Presidente de la República, mediante los cuales solicita el acuerdo del Senado para designar como integrantes del Consejo Nacional de Pesca a las personas que indica, materia correspondiente al Boletín Nº S 810-05.



Se reanuda la sesión pública.

______________________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Larraín, Martínez, Ríos y Stange, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente, para hacer obligatoria la evaluación de impacto ambiental de actividades o proyectos en que se liberen organismos genéticamente modificados o transgénicos al medio ambiente y protege áreas con producción limpia, orgánica y natural, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y 

Bienes Nacionales



El señor Presidente anuncia que corresponde continuar ocupándose del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente, para hacer obligatoria la evaluación de impacto ambiental de actividades o proyectos en que se liberen organismos genéticamente modificados o transgénicos al medio ambiente y protege áreas con producción limpia, orgánica y natural, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, correspondiente al Boletín Nº 2.703-12.



Los antecedentes relativos al proyecto de ley y a su discusión en general, se encuentran en el acta correspondiente a la sesión 20ª, ordinaria, de 2 de agosto de 2005.



Continuando con la discusión en general de la iniciativa de ley, el señor Presidente ofrece la palabra al Honorable Senador señor Boeninger y, a continuación, al Honorable Senador señor Sabag.



En seguida, el señor Presidente le concede la palabra al Honorable Senador señor Coloma, quien formula una indicación y solicita que se vote en el acto, de conformidad con lo dispuesto en el número 7º del artículo 131 del Reglamento de esta Corporación, en orden a enviar la iniciativa de ley, para un nuevo informe, a la Comisión de Agricultura, a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, y a la Comisión Especial para la Sociedad de la Información y el Conocimiento.



El señor Presidente pone en votación la indicación enunciada por el Honorable Senador señor Coloma, la que resulta aprobada por 19 votos a favor y 5 en contra.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Frei (doña Carmen), y señores Arancibia, Boeninger, Bombal, Canessa, Cariola, Coloma, Fernández, Flores, Gazmuri, Larraín, Moreno, Naranjo, Parra, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar (don Andrés).



Votan en contra los Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Horvath, Prokurica y Ruiz De Giorgio.



Queda terminada la discusión de este asunto y el proyecto de ley se envía, para un nuevo informe, a la Comisión de Agricultura, a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, y a la Comisión Especial para la Sociedad de la Información y el Conocimiento.

- - -

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Cantero, al señor Ministro de Defensa Nacional, acerca del otorgamiento de la “Beca Ministerio de Defensa” a un alumno de la Universidad de Antofagasta.



--Del Honorable Senador señor Larraín, al señor Intendente de la Región del Maule, respecto de apertura del camino El Trapiche, en la comuna de Villa Alegre.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que ningún Comité hizo uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión.

_____________

Se levanta la sesión.

(Fdo.):CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

MENSAJE  DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE CREA EL CONSEJO SUPERIOR DE EMPRESAS PÚBLICAS, REGULA A EMPRESAS DE AUDITORÍA EXTERNA, MODIFICA ESTATUTO DE DIRECTORES DE SOCIEDADES ANÓNIMAS, LAS NORMAS DE ADMINISTRACIÓN DE LAS MISMAS Y LOS ESTATUTOS DE EMPRESAS PÚBLICAS

(3949-05)


Honorable Senado :

En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto introducir mejoras en los regímenes de administración societarios tanto de empresas privadas como públicas.

FUNDAMENTOS.

Iniciativas relativas al mercado de capitales.

Diversas iniciativas relacionadas con el mercado de capitales han abordado cuestiones destinadas a lograr buenas prácticas de gobierno en las empresas privadas. Algunas de estas iniciativas finalmente se plasmaron en leyes, tales como la Ley Nº 19.705, que regula las Ofertas Públicas de Adquisición de Acciones (OPAS) y establece régimen de Gobiernos Corporativos, de 20 de diciembre de 2000, y la Primera Reforma al Mercado de Capitales. 

Como diversas fuentes históricas, legales y económicas, tanto en el plano nacional como internacional, han hecho evidente la necesidad de profundizar ciertas mejoras iniciadas por proyectos anteriores y adoptar algunas medidas nuevas, el proyecto de ley que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continua con la modernización del mercado de capitales, conocido como Segunda Reforma al Mercado de Capitales o “MK2”, actualmente en segundo trámite constitucional en ese H. Senado (boletín Nº 3.278-05), recogía entre sus ideas matrices la profundización de reformas de perfeccionamiento de los regímenes de administración societarios. Asimismo, dicha idea matriz motivó una gran parte de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo a dicho proyecto de ley, con fecha 4 de julio de 2005. 

Necesidad de desglosar normas del “Proyecto de ley Mercado de Capitales II”.

El proyecto de ley que ahora presentamos, pretende desglosar del proyecto de ley conocido como “Mercado de Capitales II”, lo relacionado con gobiernos societarios de empresas privadas y agregarle un paquete de medidas para mejorar los gobiernos societarios en las empresas públicas, basado, al igual que las Guías de la OCDE, en aplicar a las empresas públicas las normas diseñadas para las empresas privadas, de forma análoga en tanto fuere posible.

Necesidad de incorporar buenas prácticas de gobierno corporativo.

Aun cuando Chile es un ejemplo regional en materia de regímenes de administración social y derechos societarios, las prácticas internacionales en estas materias están actualmente en una agitada evolución y modernización. Siendo Chile un país que se define como plenamente inserto en la comunidad económica internacional, la autoridad económica no desea permanecer ajena a este desarrollo y solicitó al Banco Mundial un Reporte sobre el grado de cumplimiento de los estándares internacionales respecto de las buenas prácticas de gobierno corporativo (ROSC), que analiza y mide el grado de cumplimiento de dichos estándares básicos. Los resultados de dicho reporte, de 2003, han hecho evidente la necesidad de perfeccionar nuestra legislación para poder adecuarla a los estándares internacionales en la materia. 

El Gobierno de Chile aspira a productos más ambiciosos y creemos que es necesario para nuestro país dar un paso más allá y pasar de ser un ejemplo regional a un líder mundial en estas materias. Para estos efectos, el proyecto que se presenta contiene variadas propuestas tendientes a perfeccionar normas legales introducidas por modificaciones en el pasado e incorporar avances efectivos en las áreas de diseminación de información, derechos sociales, operaciones entre partes con intereses relacionados, protección del derecho e interés de minorías, herramientas de fiscalización de traspaso y utilización fraudulenta de información privilegiada y auditores externos, principalmente.

Situación de empresas públicas chilenas.

En lo relativo a las empresas públicas chilenas, es importante constatar que estas operan en ambientes competitivos y son administradas con criterios de mercado. En los casos en que las empresas cumplen funciones cuasifiscales, estas son financiadas con transferencias desde el gobierno central a través del presupuesto. Todas las empresas públicas cuentan con directorios con integración variada. La política declarada por el gobierno respecto de las empresas públicas es maximizar su valor económico. Durante los últimos 5 años se han venido produciendo una serie de ajustes institucionales para apoyar este objetivo, incluyendo la creación de un consejo con atribuciones de holding (SEP), la introducción de algunas reformas relacionadas con el nombramiento y desempeño de directores y la emisión de instructivos y orientaciones sobre su gestión.

Reformas para la gestión de las empresas públicas han sido insuficientes.

Las reformas realizadas, sin embargo, no han sido suficientes para desarrollar un marco moderno y uniforme para la gestión de las empresas públicas. En efecto, pese a la creación del Sistema de Empresas Públicas (SEP) en 2001 y a algunas reformas legales aprobadas desde entonces, el sector de empresas públicas se encuentra regulado por una frondosa legislación, en la que dominan las normas particulares de las leyes que crearon cada una de las principales empresas públicas, por sobre las normas de carácter general.

En contraste, los estándares internacionales y las experiencias de los países más avanzados han apuntado a que las empresas públicas operen bajo un marco institucional común, orientado a asegurar su efectividad y transparencia. A finales de abril de 2005 la OCDE publicó las “Guías de Gobiernos Corporativos para Empresas Públicas”, que se basan en la filosofía de aplicar a las empresas públicas las normas diseñadas para las empresas privadas, de forma análoga hasta donde sea posible. 
En la línea de fortalecer los estándares de gobiernos societarios en las empresas públicas, este proyecto contempla la aplicación de las normas de las sociedades anónimas abiertas en materias de responsabilidad de directores y de fiscalización por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros a las empresas públicas, iniciativa que es consistente con el contenido de un proyecto de ley que se encuentra en actual tramitación legislativa en el H. Senado, y que regula estas materias. 
Se eleva estándares del país en materia de gobiernos societario a los niveles internacionales.

El proyecto de ley que hoy el Gobierno presenta al Congreso tiene por finalidad establecer un conjunto de normas que lleven a nuestro país al nivel más alto de los estándares internacionales en materia de gobierno societario, tanto en lo que respecta a las sociedades anónimas de carácter privado como a las empresas públicas.

La iniciativa también trata sobre la institucionalidad pública que representará los derechos que en el ámbito privado corresponde a las juntas de accionistas y a los accionistas en algunos casos. Para estos efectos, se crea el Consejo Superior de las Empresas Públicas (Consejo SEP) y su Secretaría Ejecutiva a partir del actual Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, pero ahora bajo la dependencia del Ministerio de Hacienda. 

CUERPOS LEGALES MODIFICADOS.

Para el cumplimiento de los objetivos expuestos, el presente proyecto de ley que someto a vuestra consideración, propone introducir una serie de modificaciones a los siguientes cuerpos legales: 

-
La Ley N° 18.045 sobre Mercado de Valores;

-
La Ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas;

-
Decreto Ley N° 3.500, de 1980, que establece el Nuevo Sistema de Pensiones;

-
El DL N°1.350 que crea la Corporación Nacional del Cobre;

-
La ley N°19.137, que establece normas sobre pertenencias mineras de Codelco que no forman parte de yacimientos en actual explotación;

-
El DFL N° 153, de 1960, de Hacienda, que crea la Empresa Nacional de Minería;

-
La Ley N°9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo;

-
La Ley N°19.542, que moderniza el Sector Portuario Estatal;

-
El DFL N°1, de 1993, de Transportes, que fija el texto refundido de la Ley Orgánica de la Empresa de Ferrocarriles del Estado;

-
El DFL N°10, de 1981, de Transportes, que crea la Empresa de Correos de Chile, y

-
El Decreto Ley N° 2.079, de 1978, que fija el texto de la Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile.

El proyecto se conforma de tres títulos, uno sobre normas generales, otro sobre normas aplicables a las empresas públicas y el último con disposiciones transitorias, dentro de los cuales se agrupan 34 artículos de carácter permanente y 8 transitorios.

NORMATIVA GENERAL SOBRE GOBIERNO SOCIETARIO APLICABLES A LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS.

Directorios. 

En primer lugar, el proyecto incentiva la presencia de al menos dos directores independientes en aquellas sociedades anónimas abiertas con patrimonio bursátil superior a UF 1.500.000. 
Con esto, se busca fomentar el mejor funcionamiento del comité de directores que existe en el seno de estas sociedades desde la Ley de OPAs. Para ello, se propone flexibilizar la definición actual de director independiente, acogiendo como tales a aquellos que hubieren recibido más de los dos tercios de sus votos de otros accionistas, aunque se hubieren elegido finalmente gracias a los votos del controlador. 
Adicionalmente, se establece que, en las sociedades en las que dada la estructura de propiedad no sea posible contar con al menos dos directores independientes, se aumentará progresivamente el número mínimo de directores desde 7 hasta un máximo de 11, salvo que se logre el acuerdo de las dos terceras partes de los accionistas con derecho a voto para permanecer con un mínimo de 7, en cuyo caso se deberá otorgar derecho a retiro a los accionistas disidentes. 

El posible incremento servirá tanto para aumentar las posibilidades de los accionistas minoritarios de que se nombren directores de su elección como para permitir una mejor división de funciones al interior del directorio y aumentar el número de personas que revisa las operaciones. 

Asimismo, el proyecto obliga a los directores de sociedades anónimas a informar en forma reservada a la Superintendencia su posición en valores de la compañía, incluyendo acciones, bonos, opciones u otros derivados. En el caso de los directores de AFP, la obligación se manifestará en una declaración jurada sobre su posición en valores susceptibles de ser comprados por las AFP. 


Protección de los accionistas en transacciones de activos esenciales 

El proyecto, enseguida, define un mecanismo para identificar activos esenciales, que parte con una propuesta del comité de directores. Adicionalmente, la venta de estos activos requerirá aprobación en junta de accionistas de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto.

Conflictos de interés y operaciones con partes relacionadas.

Por otra parte, actualmente, la ley de sociedades anónimas sólo contempla un procedimiento para evitar los conflictos de interés que se producen respecto de ciertas personas: los directores, gerentes y ejecutivos principales. 

Pues bien, el proyecto agrega como operaciones con parte relacionada aquellas que se pretendan celebrar con accionistas capaces de elegir algún director. 

Asimismo, incentiva la información de todas las operaciones con partes relacionadas y se establece un procedimiento para la aprobación de aquellas operaciones con partes relacionadas que sean de monto relevante y no habituales: a) aprobación en directorio con abstención de los directores relacionados; b) aprobación por dos tercios en junta de accionistas en los casos en que la mayoría del directorio estuviera relacionado. 

Adicionalmente, se permite al comité de directores señalar al directorio aquellas operaciones que, en su opinión, deberían ser informadas en atención a notorios vínculos profesionales, comerciales, financieros, crediticios o de otra índole con la sociedad, sus directores o sus ejecutivos principales, como elemento disuasivo para operar con personas “afines”. 

También el proyecto limita y regula la apropiación de oportunidades comerciales de la compañía por parte de los accionistas, estableciendo que ningún accionista podrá utilizar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad, salvo que el directorio de ésta la deseche previamente con la abstención del director con interés.

Información en el Mercado de Valores.

A continuación, el proyecto lleva toda la normativa sobre información a la ley de valores, evitando duplicaciones entre la ley de valores y el Decreto Ley N° 3500. 

Así, se avanza en las herramientas que facilitan la persecución del uso de información privilegiada, clarificando las presunciones, las que ya no se refieren a quienes “tienen acceso” a esta información sino a quienes la “poseen”. 

Además, se crean mecanismos para la divulgación expedita de dicha información. De este modo, en una empresa, el que la posea deberá transmitirla inmediatamente al presidente del directorio y éste decidirá sobre su divulgación o no según la política que le haya indicado el directorio. Hasta el momento, esta decisión está radicada en el conjunto del directorio, lo que ocasionaba demoras debido a que éste no está permanentemente reunido.

En otro ámbito, se obliga a ciertas personas relacionadas, que son “insiders” de la compañía, a obtener la autorización del directorio o bien a informar previamente al mercado, para comprar o vender valores de su propia compañía. En caso de no hacerlo, se les obliga a devolver la ganancia generada o asumir la pérdida evitada a través de la compra y posterior venta o venta y posterior compra de valores en un lapso de 90 días (norma conocida como “swing out profits rule”). Se busca con ello desincentivar los casos más burdos de uso indebido de información privilegiada por parte de ciertas personas relacionadas.

Asimismo, se faculta a la Superintendencia para que autorice el envío de información electrónicamente a accionistas.

Mejoramiento de la Industria de Auditores Externos.

En su reporte de 2003, el Banco Mundial afirma que los principios de gobiernos corporativos referidos a auditores sólo se cumplen parcialmente en Chile y recomienda mayor regulación y supervisión de los auditores en nuestro país. 

A continuación, en el 2004, el mismo organismo elaboró un informe especial sobre los auditores en Chile, donde se recomienda realizar las reformas propuestas en este mensaje: necesidad de mejorar la calidad de los informes de auditoría, solicitar información en áreas críticas, fortalecer sus códigos de buenas prácticas o autorregulación, vigilar su independencia, reforzar las capacidades de la SVS y darle un rol más proactivo para monitorear a los auditores, y mejorar el mecanismo de acreditación y de control de la calidad de los informes de auditoría. 

Para esos efectos, en el presente proyecto se establecen requisitos que garanticen su profesionalización e independencia económica y capacidad técnica.

Entre otros aspectos, el proyecto establece lo siguiente: 

a)
Exige que las sociedades anónimas abiertas sean auditadas por empresas, dado que hoy lo pueden hacer personas naturales; 

b)
Prohíbe a las empresas de auditoría externa prestar ciertos servicios a las empresas auditadas, dado que son actividades que comprometen su independencia (ej. recomendarle al Gerente de Finanzas y simultáneamente auditar los estados financieros); 

c)
Establece que el total de los ingresos de la auditora provenientes de un mismo grupo empresarial no puede ser superior al 10%, requisito que, para evitar que constituya una barrera a la entrada, sólo comenzará a aplicarse al tercer año de actividad en caso de nuevas empresas auditoras.

Inhabilidades para ser Director de una sociedad anónima. 

Finalmente, el proyecto establece en el artículo 36 de la ley N° 18.046, como inhabilidades adicionales para ser director de una sociedad anónima, ser Ministro de Estado, Subsecretario, alcalde, intendente, gobernador, secretario regional ministerial o embajador. Así, la excepción respecto a la integración de directorios de empresas públicas se limita a los jefes de servicio y el directivo superior inmediato que los deba subrogar. 

NORMAS SOBRE EMPRESAS PÚBLICAS.

El otro aspecto medular del proyecto, aborda aspectos sobre las empresas públicas.

Creación del Consejo Superior de Empresas Públicas.

En primer lugar, el proyecto crea el Consejo Superior de Empresa Públicas (SEP), integrado por dos consejeros nombrados por el Presidente de la República, uno de los cuales lo presidirá, un consejero nombrado por el Ministro de Economía, uno por el Ministro de Hacienda, uno por el Ministro de Minería, uno por el Ministro de Transportes, uno por el Consejo de la CORFO y dos consejeros independientes. 

Enseguida, el proyecto establece que los dos consejeros independientes del Consejo SEP serán nombrados por el Presidente de la República mediante selección, previo concurso público efectuado por el Consejo de la Alta Dirección Pública. Durarán 3 años en sus cargos sin que puedan participar como candidatos en el proceso de selección quienes tengan la calidad de funcionarios públicos.

A continuación, el proyecto establece que el objeto de dicho Consejo será representar al Estado, sus instituciones y empresas en las acciones y derechos que como accionista, socio o propietario le corresponde ejercer, en virtud de su normativa legal o estatutaria, en las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, y en las sociedades anónimas, colectivas y otras; como también en las demás materias relacionadas con dichas empresas y sociedades que se señalan expresamente en el presente proyecto de ley.

El proyecto establece que serán funciones del Consejo SEP, en relación a las empresas del Estado creadas por ley, las que la normativa sobre sociedades anónimas asigna a los accionistas y a las juntas de accionistas, en lo pertinente y, en especial las siguientes: fijar las remuneraciones de los directores; designar los auditores externos independientes; nombrar a los directores y a los directores suplentes con las excepciones que se establecen en el proyecto; revocar total o parcialmente al directorio; nombrar los directores independientes que el proyecto propone crear en las empresas y adoptar el presupuesto de gastos del comité de directores a que se refiere el artículo 50° bis de la Ley N°18.046; aceptar la renuncia a los directores de su nombramiento; examinar la situación de la sociedad; aprobar o rechazar la memoria y el balance; conocer las operaciones con personas relacionadas que se sometan a su consideración y aprobarlas cuando corresponda; requerir de las empresas toda información suficiente para el cumplimiento de sus funciones; designar a los clasificadores privados de riesgo; aprobar la designación de activos esenciales de la empresa y, en fin, fijar los procedimientos para las convocatoria a reunión.

El proyecto también dispone que corresponderá al Consejo del SEP la entrega a la Comisión de Hacienda del Senado de una cuenta anual de la gestión de las empresas públicas, la elaboración y envío a las respectivas comisiones del Congreso de los informes financieros de las empresas, incluidas Televisión Nacional y el Banco del Estado, la celebración de convenios de programación con las empresas en las que el Fisco hace aportes a través de la ley de presupuestos u haya otorgado su aval en el financiamiento –cuyo incumplimiento será causal de revocación del respectivo directorio-, la revisión e informe de los planes de desarrollo o planes de negocio de las empresas u otros que haya solicitado el Ministerio de Hacienda, el análisis e informe de los estudios y proyectos de inversión de las empresas y la asesoría a los ministerios sectoriales que se relacionan con las empresas de acuerdo a las respectivas leyes orgánicas.

Para desempeñarse como consejero del Consejo SEP se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos 5 años. Por otra parte, se establecen inhabilidades para los consejeros del Consejo SEP asociadas a su participación o la de sus parientes en empresas de selección de personal.

La dieta de los integrantes del Consejo SEP se establece en el proyecto en 17 UTM por sesión, con un máximo de 34 en el mes. Los integrantes del comité de selección de directores independientes o de otros comités percibirán un incremento del 50% por cada sesión del comité con un máximo de 17 UTM por mes calendario. El presidente del Consejo tendrá dedicación exclusiva, estará afecto al Código del Trabajo y su remuneración se regirá por el decreto ley 1.953 de 1977, la cual se aprueba a través de resolución de Hacienda y Economía. 

Directores Independientes en las Empresas Públicas.

Enseguida, el proyecto establece que cada empresa pública contará con dos directores independientes para efectos de conformar el comité de directores que dispone el artículo 50° bis de la ley de sociedades anónimas, según lo establezca su propia ley orgánica o la ley N°18.046, si la empresa es sociedad anónima abierta con patrimonio sobre UF 1.500.000. Lo mismo regirá para Metro S.A.

Los directores independientes serán propuestos al Consejo SEP por un Comité de Selección conformado por tres de sus consejeros, dos de los cuales deberán corresponder a los consejeros independientes seleccionados por concurso. Dicho comité podrá requerir la asistencia de la Dirección Nacional de Servicio Civil para el proceso de selección.

Obligación de las empresas públicas de entregar información al Consejo SEP.

A continuación, el proyecto establece que será obligación de las empresas públicas proporcionar al Consejo SEP o a la Secretaría Técnica la información que les sea requerida sin perjuicio de su uso reservado cuando sea entregada en tal calidad.
Secretaría Técnica del Consejo SEP.
El proyecto, por otra parte, establece una Secretaría Técnica del Consejo SEP dirigida por un Director Ejecutivo, quien a su vez será el Secretario Técnico del Consejo. La Secretaría tendrá por función realizar las tareas técnicas y administrativas necesarias para el funcionamiento del Consejo SEP, efectuar análisis y elaborar informes a solicitud del Consejo y centralizar y consolidar la información de las empresas, entre otras funciones. El personal de la Secretaría Técnica se regirá por el Código del Trabajo y sus remuneraciones se sujetarán al decreto ley 1.953, de 1977, la cual se aprueba a través de resolución de Hacienda y Economía.

Aplicación de normas de sociedades anónimas a las empresas públicas.

El proyecto de ley dispone, asimismo, que las empresas del Estado regidas por leyes, estarán sujetas a las mismas normas financieras y contables aplicables a las sociedades anónimas abiertas y sus balances y estados financieros deberán ser sometidos a auditorías de empresas auditoras independientes. En particular, regirán para los directores y ejecutivos superiores de estas empresas las normas de la ley Nº 18.046 relativas a operaciones con partes relacionadas, obligaciones de reserva e información, incompatibilidades, inhabilidades, responsabilidades y prohibiciones para directores y ejecutivos superiores. Se excepciona la aplicación de la inhabilidad para ser director de estas empresas a los Ministros de Estado.

Designación del ejecutivo máximo de las empresas.

Enseguida, el proyecto establece que el gerente general o ejecutivo máximo de la empresa será designado por el Directorio y no podrá ser director de la misma.

Adecuación de leyes de las empresas.

El proyecto de ley modifica las leyes de las empresas del Estado de manera de adecuarlas en lo que fuere pertinente a las nuevas disposiciones e introducir, en algunos casos, cambios en la composición de sus directorios, en los siguientes términos.

Se modifica, desde luego, la conformación y duración de los directorios; también se establece que el propio directorio elige al Presidente y al Subrogante; y se dispone la obligación de abstenerse a aquellos directores representantes laborales o gremiales cuando existan conflictos de interés. 

Se establece, asimismo, que todas las empresas quedan afectas a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros. 

En el caso de CODELCO, se modifican la composición y las atribuciones del directorio, dándole las facultades de administración, adecuando las facultades del Presidente Ejecutivo; también se incorpora una norma complementaria a la aprobación del presupuesto anual de inversiones; se dispone la aplicación de las normas sobre compromiso del crédito público contenidas en el artículo 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, y se adecua la ley N°19.137, sobre quórum del directorio, para la aprobación de materias sobre pertenencias mineras.

Ámbito de aplicación.

Sin embargo, el proyecto establece que las normas del Título II del proyecto de ley propuesto, no se aplicarán a Televisión Nacional y a las empresas públicas vinculadas a la Defensa Nacional. 

En el caso del Banco del Estado, las modificaciones se limitan a que el Consejo SEP nombrará a los 6 integrantes de su Consejo Directivo y a 2 consejeros independientes, y a que el consejo nombrará al Gerente General y al Fiscal. 

Sin perjuicio de lo anterior, respecto de las empresas relacionadas con la Defensa Nacional (ENAER, ASMAR y FAMAE), se integran a sus directorios dos miembros nombrados por el Consejo SEP y, además, se dispone que sus normas contables y financieras, como también las de inversión, se asimilarán a las del resto de las empresas públicas.

Normativa sobre Administración Financiera del Estado.

El proyecto, enseguida, dispone que las empresas públicas continuarán afectas a las normas vigentes sobre compromiso del crédito público, anticipos y distribución de utilidades, régimen tributario específico, formulación y aprobación presupuestaria, evaluación e identificación de inversiones, entre otras, relativas a la Administración Financiera del Estado y a administración financiera de empresas públicas.

Compras y Contratación Pública.

El proyecto también establece que las empresas del Estado regidas por leyes, pueden utilizar los sistemas de compras y contratación establecidos en la ley vigente.

Período de Carencia.

El proyecto, por otra parte, establece un período de carencia de seis meses para el personal de la Secretaría Técnica del Consejo SEP y de la Comisión Chilena del Cobre, en términos que dichos funcionarios no podrán prestar servicios profesionales, directa o indirectamente, a las personas o a las empresas y sociedades a que se refiere el Título II del proyecto.

Normas Transitorias.

Las normas transitorias del proyecto, finalmente, facultan al Presidente de la República para dictar decretos con fuerza de ley con los siguientes propósitos: para adecuar las leyes que rigen a las empresas del Estado, para dictar los Estatutos de dichas empresas; para fijar las plantas del personal de la Secretaría Técnica del Consejo SEP; para hacer la adecuación del actual Comité SEP radicado en CORFO al nuevo Consejo SEP, dependiente del Ministerio de Hacienda y, finalmente, para fijar fechas de vigencia de los artículos del proyecto ley.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Título I

Normas aplicables a las Sociedades Anónimas en General

"Artículo 1°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N° 3.500, de 1980, que establece el Nuevo Sistema de Pensiones:


1)
Incorpórase en el artículo 94, a continuación del número 12, el siguiente número 13, nuevo:



“13. Fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 165 de la ley N° 18.045, con relación a las Administradoras y sus directores, gerentes, ejecutivos principales, administradores sus respectivos cónyuges, respecto de la información privilegiada a que se refiere el inciso segundo del artículo 164 de la ley N° 18.045 relacionada con las decisiones de inversión de los Fondos de Pensiones. Asimismo, podrá hacer extensiva esta facultad respecto de los parientes de las personas antes mencionadas hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad.”;

2)
Elimínense en el artículo 151, los incisos primero y segundo, pasando el actual inciso final a ser primero, e incorpórese el siguiente inciso final, nuevo:



“Constituye infracción a esta ley la violación a cualquiera de las obligaciones establecidas en el artículo 165 de la ley N° 18.045, efectuada por parte de una Administradora o sus trabajadores, directores, administradores, y los cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de aquéllos, respecto de la información privilegiada a que se refiere el inciso segundo del artículo 164 de la ley N° 18.045, relacionada con las decisiones de inversión de los Fondos de Pensiones.”;

3)
Sustitúyese en el artículo 152, en la primera oración del inciso final la frase “y sus cónyuges a que se refiere el primer inciso del artículo 151 y de este artículo” por “a que se refiere este artículo y las realizadas por los directores de una Administradora, sus controladores, sus gerentes, administradores y, en general, cualquier persona que en razón de su cargo o posición tenga acceso a información de las inversiones de los recursos de un Fondo, así como los cónyuges de cada uno de ellos cuando corresponda”;

4)
Suprímense en el artículo 154, las letras c) y d), pasando las actuales letras e) a la h) a ser las letras c) a la f), respectivamente;

5)
Agrégase el siguiente artículo 156 bis, nuevo:



“Artículo 156 bis.- Los directores de las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán formular ante Notario Publico una declaración de patrimonio, que sólo deberá contener la información a que se refiere el inciso siguiente tanto al momento de asumir su cargo como a su término, sin perjuicio de la obligación de informar a la Superintendencia cualquier hecho relevante que la modifique en forma significativa. 


La declaración de patrimonio deberá consignar el monto actualizado de la inversión y la participación que un director tenga en cualquier sociedad, ya sea de personas o anónimas, constituidas en Chile o en el extranjero, y el monto de inversiones en instrumentos financieros o valores de oferta pública, cualquiera sea su naturaleza, como bonos, debentures, títulos de crédito, opciones u otros derivados, tanto nacionales como extranjeros, que posea directamente o a través de una persona jurídica.


Tratándose de directores que resulten reelegidos para un siguiente período, deberán actualizar la declaración de patrimonio al término de cada período por el cual fueron elegidos.


El documento que contenga la declaración de patrimonio deberá presentarse ante la Superintendencia dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha en que se asume el cargo y de la expiración del mismo, respectivamente. La Superintendencia podrá considerar dicha declaración dentro del ámbito de su competencia y para el sólo ejercicio de sus facultades de fiscalización. El contenido de la declaración de patrimonio será de exclusiva responsabilidad de quien la efectúe.


La información contenida en esta declaración de patrimonio tendrá el carácter de reservada y sólo podrá ser entregada por la Superintendencia a requerimiento de los tribunales de justicia o de cualquier autoridad fiscalizadora en las investigaciones que ésta sustancie dentro de su competencia.


El director que no presente su declaración de patrimonio dentro del plazo señalado en el inciso cuarto de este artículo, será sancionado con multa a beneficio fiscal de treinta a cien unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de quedar inhabilitado para el ejercicio de su cargo hasta el cumplimiento efectivo de su obligación. Asimismo, el director que no cumpla con la obligación de actualizar su declaración de patrimonio será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a quince unidades tributarias mensuales, quedando inhabilitado para el ejercicio de su cargo hasta el cabal cumplimiento de su obligación. 


Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores, serán aplicadas por la Superintendencia.


La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, la forma y el procedimiento conforme al cual deberá darse cumplimiento a las disposiciones de este artículo.”;

6)
Intercálase en el artículo 158, entre la expresión “y a la presente ley” y el punto final (.) la frase “, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que correspondan”.
Artículo 2°.- 
Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 18.045, Ley de Mercado de Valores:


1)
Agrégase en el segundo inciso del artículo 10, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: 



“El directorio deberá definir una política de divulgación de la información esencial. Dicha política deberá referirse, asimismo, al tratamiento e identificación de las operaciones significativas efectuadas con partes relacionadas y con personas vinculadas a la sociedad o a las personas relacionadas de ésta en virtud de notorios vínculos comerciales, financieros, crediticios o de otra índole. La divulgación de la información esencial deberá ser efectuada, a lo menos, por los medios dispuestos por la ley o establecidos por la Superintendecia mediante norma de carácter general. Corresponderá al presidente del directorio, en representación del directorio, aplicar la política de divulgación de la información esencial de la sociedad y otorgar, cuando corresponda, el carácter de esencial a la información referida tan pronto llegue ésta a su conocimiento. Sin perjuicio de lo señalado en el inciso siguiente, el presidente del directorio podrá comunicar dicha información con el carácter de reservado, en cuyo caso deberá ser conocido por el directorio en la más próxima sesión para ratificar ese carácter de acuerdo a lo establecido en el inciso siguiente o resolver su revelación sin más limitaciones. Todo liquidador, director o ejecutivo principal que tenga noticia de un hecho que pudiera revestir el carácter de hecho esencial deberá comunicarlo inmediatamente al presidente del directorio, siendo responsable de los perjuicios que cause la demora injustificada, sin perjuicio de las sanciones pertinentes.”;

2)
Intercálase en el artículo 12, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero:



“La obligación anterior será también aplicable respecto de aquellos actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones.”;

3)
Intercálense los siguientes artículos 12 bis y 12 ter, nuevos:



“Artículo 12 bis.- Las personas indicadas en el artículo 12 que se encuentren ocupando el cargo o posición relevante en cualquiera de las fechas de compra o venta descritas a continuación, sólo podrán obtener una ganancia o evitar una pérdida en la compra y posterior venta o la venta y posterior compra de valores de oferta pública, si entre tales operaciones hubiere transcurrido un plazo de a lo menos 90 días, so pena de ser obligadas a pagar al emisor de dichos valores una suma equivalente al monto total de la ganancia obtenida o pérdida evitada. La ganancia o pérdida también podrá obtenerse o evitarse, según sea el caso, en forma indirecta por medio de actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado en todo o en parte significativa a la variación o evolución del precio de dichas acciones. 



El monto total de la ganancia obtenida se calculará sustrayendo el menor valor de mercado registrado en la fecha de adquisición al mayor valor de mercado registrado en la fecha de disposición de los valores correspondientes y el monto total de la pérdida evitada se obtendrá en forma inversa. La ganancia o pérdida obtenida o evitada, según sea el caso, en forma indirecta, se calculará según lo determinado por la Superintendencia mediante norma de carácter general. Los valores utilizados para los cálculos antedichos no serán reajustados ni serán aplicables descuentos de naturaleza alguna.



Será competente para conocer del reclamo de las cantidades de que trata este artículo, el juez civil con asiento en el lugar donde la sociedad tenga su domicilio. En caso que la sociedad no inicie la acción de reclamo, cualquier accionista o grupo de accionistas de la sociedad podrá hacerlo a nombre de ésta, conforme al artículo 133 bis de la ley N° 18.046, sin perjuicio de la responsabilidad de la administración de la sociedad por causa de su omisión. El juicio declarativo de la obligación de pago será tramitado con arreglo a las normas del juicio sumario y la acción de cobro de este artículo prescribirá en el plazo de dos años contados desde la fecha en que se obtenga la ganancia o se evite la pérdida.



Las obligaciones establecidas en este artículo no serán aplicables en los casos siguientes:



a)
Si las personas referidas en el inciso primero hubieran informado a la Superintendencia y a cada una de las bolsas de valores del país en que la sociedad tenga valores registrados para su cotización de su intención a firme de adquirir directa o indirectamente o enajenar las acciones de la sociedad correspondiente con al menos dos días hábiles bursátiles de antelación al inicio de la ejecución de tal operación en la forma que señale la Superintendencia, la que deberá exigir al menos el número estimado de acciones, el rango de precio y el período de vigencia de la orden de intermediación; o 



b)
Si dichas personas hubieran obtenido para dicha operación la autorización previa del directorio o de la persona u órgano en quien éste delegue.”



Artículo 12 ter.- Todo director, liquidador, gerente general, gerente y ejecutivo principal de una sociedad anónima abierta, deberá informar en forma reservada a la Superintendencia, tanto al momento de asumir su cargo como a su término, así como cuando se modifique en forma significativa, la posición en valores de la compañía, ya sean acciones, bonos, opciones u otros derivados, que posea directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas.”;

4)
Reemplázase el inciso segundo, del artículo 68 por el siguiente:



“Se entenderá por ejecutivo principal de una entidad sujeta a la fiscalización de la Superintendencia, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, a cualquier persona que tenga la capacidad de determinar la conducción superior de los negocios, ya sea por sí solo o junto con otros. En el desempeño de las actividades precedentemente señaladas no se atenderá a la calidad, forma o modalidad laboral o contractual bajo la que el ejecutivo principal esté relacionado a la entidad.”;

5)
Intercálase en la letra c) del artículo 100, entre las palabras “gerentes,” y “administradores o liquidadores”, la expresión “ejecutivos principales,”;

6)
Reemplázase el inciso segundo del artículo 164, por el siguiente, nuevo:



“También se entenderá por información privilegiada la que se tiene de las decisiones de inversión de un inversionista institucional sobre valores, en forma directa o por medio de actos jurídicos referidos a tales valores.”;

7)
Modifícase el artículo 165, de la siguiente forma:



a)
Reemplázanse los actuales incisos primero y segundo, por el siguiente, nuevo:




“El que posea información privilegiada deberá guardar estricta reserva y no podrá utilizarla o valerse de ella en beneficio propio o ajeno, a menos que, en forma previa, haya sido debidamente difundida o comunicada. Asimismo, se le prohíbe recomendar la adquisición o enajenación de los valores correspondientes o cualquier tipo de operación de las precedentemente indicadas.”;


b)
Reemplázase en el inciso final, la palabra “segundo” por “primero”;

8)
Reemplázase el artículo 166, por el siguiente, nuevo:



“Artículo 166.- Se presume que poseen información privilegiada, las siguientes personas:



a)
Los directores, gerentes, administradores y liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso;



b)
Las indicadas en la letra a) precedente, que se desempeñen en una sociedad que tenga la calidad de matriz, coligante o controlador de la emisora de que se trate, o del inversionista institucional, en su caso;



c)
Los controladores o sus representantes;



d)
Los directores, gerentes, administradores, apoderados, asesores financieros u operadores, de intermediarios de valores, respecto de la información del inciso segundo de artículo 164;



e)
Los ejecutivos principales y dependientes de las empresas de auditoría externa del emisor o del inversionista institucional, en su caso, que conduzcan o participen de la auditoría externa correspondiente y sus socios principales;



f)
Los socios, los miembros de un consejo de clasificación, los ejecutivos principales y los dependientes de las sociedades clasificadoras de riesgo, que conduzcan o participen en una clasificación de valores del emisor o de este último; 



g)
Las personas que presten servicios de asesoría permanente o temporal al emisor, y



h)
Los funcionarios públicos dependientes de las instituciones que fiscalicen a emisores de valores de oferta pública o a fondos autorizados por ley.”;

9)
Incorpórase el siguiente Título XXVIII, nuevo, a continuación del actual artículo 238:

“Título XXVIII

De las Empresas de Auditoría Externa


Artículo 239.- Las empresas de auditoría externa son sociedades que prestan servicios de examen y análisis respecto del control interno, la contabilidad y los estados financieros de una sociedad anónima abierta, por designación de la junta de accionistas, o de otras entidades por exigencia de la ley, y que realizan las demás tareas que les encomiende la Superintendencia conforme a sus facultades legales.


Para los efectos de esta ley, se entiende por “servicios de auditoría externa” o “auditoría externa” los indicados precedentemente. Las referencias hechas en esta u otras leyes a auditores externos inscritos en el registro de la Superintendencia o a expresiones similares, deberán entenderse efectuadas a las empresas de auditoría externa que se encuentren inscritas en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia de conformidad con la presente ley.


Toda empresa de auditoría externa podrá prestar sus servicios siempre que ella, los socios principales que suscriban el informe de auditoría, los encargados de dirigir la auditoría externa y todos los miembros del equipo de auditoría, tengan independencia de juicio en relación con la entidad auditada.


Artículo 240.- Las empresas de auditoría externa, en lo referido a los servicios de auditoría externa, quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia y sólo podrán prestarlos cuando se encuentren inscritas en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia, en adelante el “Registro”.


La Superintendencia deberá efectuar la inscripción en el Registro una vez que la empresa de auditoría externa acredite el cumplimiento de los requisitos legales y de reglamentación interna. Las empresas de auditoría externa, al solicitar su inscripción en el Registro, deberán acompañar copia de su reglamento interno, en el que se establecerá, a lo menos, las políticas de procedimiento, control y análisis de auditoría, política de confidencialidad interna, manejo de información privilegiada y solución de conflictos de intereses, política de independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa, y los demás elementos que garanticen la independencia de juicio e idoneidad técnica que se precisarán en una norma de carácter general que al respecto dictará la Superintendencia.


La inscripción de una empresa de auditoría externa podrá ser cancelada o suspendida hasta por el plazo máximo de un año, cuando la Superintendencia, mediante resolución fundada y previa audiencia del afectado, así lo resuelva por haber incurrido la empresa de auditoría externa en algunas de las siguientes causales:


a)
Dejar de cumplir con alguno de los requisitos necesarios para la inscripción. La Superintendencia, en casos calificados, podrá otorgar al interesado un plazo para subsanar la situación, el que en ningún caso podrá exceder de 120 días;


b)
Incurrir en infracciones graves a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias u otras disposiciones que los rijan;


c)
Incurrir en forma culposa o dolosa en transacciones incompatibles con las sanas prácticas de los mercados de valores;


d)
Dejar de desempeñar la función de auditoría externa, en los términos señalados en el artículo 239 de esta ley, por más de un año;


e)
Incumplir obligaciones resultantes de auditorías relacionadas con transacciones de valores de emisores auditados por ellos; 


f)
Haber incurrido la empresa auditora en incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 241 de esta ley, y mantenerse dicha situación por espacio de 90 días; y


g) Encontrase un socio principal en alguna de las situaciones señaladas en el artículo 242 y mantenerse en ella por más de noventa días.


Artículo 241.- A lo menos el 60% del capital de las empresas de auditoría externa deberá pertenecer a los socios principales.


Sólo tendrán esta calidad quienes sean persona natural y tengan calificación técnica para la conducción de los servicios de auditoría.


Artículo 242.-
No podrá ser socio principal:


a)
El que se encuentre afecto a las inhabilidades y prohibiciones establecidas en los artículos 35 y 36 de la Ley Nº 18.046 y los que sean funcionarios o trabajadores bajo contrato de trabajo o a honorarios del Banco Central de Chile, de la Superintendencia y de las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Administradoras de Fondos de Pensiones;


b)
El que haya sido grave y reiteradamente sancionado por la Superintendencia de conformidad al número 3 del artículo 27 o al número 3 del artículo 28 del Decreto Ley Nº 3.538, de 1980, o al número 5 del artículo 44 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 251, del año 1931; o el artículo 59 de esta Ley, o quien haya sido sancionado con similares sanciones administrativas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, o el que hubiere sido sancionado en virtud del artículo 134 de la ley N° 18.046 o el que, al tiempo de ejecutarse los hechos que dieron origen a las sanciones previstas precedentemente, era administrador de las personas jurídicas sancionadas o poseía, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, el 10% o más de su capital; 


c)
El administrador de bancos e instituciones financieras, bolsas de valores, intermediarios de valores o de cualquier inversionista institucional y las personas que, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, posean el 5% o más de su capital.


Artículo 243.- Las empresas de auditoría externa podrán desarrollar actividades distintas de las señaladas en el artículo 239, siempre que no comprometan su idoneidad técnica o independencia de juicio en la prestación de los servicios de auditoría externa, y previo cumplimiento del Reglamento Interno. Con todo, no podrán prestar simultáneamente y respecto de una misma sociedad servicios de auditoría externa y cualquiera de los servicios indicados a continuación:


a)
Auditoría interna;


b)
Desarrollo o implementación de sistemas contables y de presentación de estados financieros;


c)
Teneduría de libros;


d)
Tasaciones, valorizaciones y servicios actuariales que impliquen el cálculo, estimación o análisis de hechos o factores de incidencia económica que sirvan para la determinación de montos de reservas, activos u obligaciones y que conlleven un registro contable en los estados financieros de la entidad auditada;


e)
Asesoría para la colocación o intermediación de valores y agencia financiera. Para estos efectos, no se entenderán como asesoría aquellos servicios prestados por exigencia legal o regulatoria en relación con la información exigida para casos de ofertas públicas de valores;


f)
Asesoría en la contratación y administración de personal y recursos humanos; y


g)
Asumir el patrocinio o la representación de la sociedad auditada en cualquier tipo de procedimiento judicial o arbitral o en cualquier gestión de carácter administrativo.


Artículo 244.- Se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una sociedad auditada, las siguientes personas naturales:


a)
Las relacionadas con la sociedad auditada;


b)
Las que tengan algún vínculo de subordinación o dependencia, o quienes presten servicios a la sociedad auditada o a cualquier otra entidad de su grupo empresarial;


c)
Las que posean valores emitidos por la sociedad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial. Se considerará para los efectos de esta letra, los valores que posea el cónyuge y también las promesas, opciones y los que haya recibido éste en garantía, como asimismo las que posean los demás socios principales de la empresa de auditoría externa respectiva;


d)
Los trabajadores de un intermediario de valores de colocación de títulos de la sociedad auditada y las personas relacionadas de éstos; y 


e)
Las que tengan o hayan tenido durante los últimos doce meses una relación laboral o relación de negocios significativa con la sociedad auditada o con las entidades del grupo empresarial de que forma parte, distintas de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la ley.


Artículo 245.- Se entenderá que la empresa de auditoría externa no tiene independencia de juicio respecto de una sociedad auditada en los siguientes casos:


a)
Si tiene directamente o a través de otras personas, una significativa relación contractual o crediticia activa o pasiva con la sociedad auditada o con las entidades del grupo empresarial del que aquella forma parte, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la ley;


b)
Si, en forma directa o a través de otras personas, posee valores emitidos por la sociedad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial;


c)
Si el 10% o más de sus ingresos anuales totales, por cualquier concepto, sumados a los de sus filiales y matrices, provienen del mismo grupo empresarial al que pertenece la sociedad auditada. Tratándose de empresas del Estado o aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aportes de capital mayores o iguales al 50%, esta causal no será de aplicación. Esta causal de falta de independencia será aplicable a contar del inicio del tercer año de inscrita la empresa de auditoría externa en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia; o


d)
Haber prestado alguno de los servicios indicados en las letras d) y e) del artículo 243 durante los 180 días previos a la fecha de su designación por la junta de accionistas para la prestación de los servicios de auditoría externa.


Artículo 246.- En el evento que exista o sobrevenga una causal de falta de independencia de juicio de las que se describen en los artículos precedentes, la empresa de auditoría externa deberá informar al directorio u órgano de administración y no podrá prestar o continuar prestando sus servicios de auditoría externa hasta que las personas afectas no sean separadas del equipo de auditoría, en caso del artículo 244, y hasta que sean aplicadas las medidas correctivas que aseguren el reestablecimiento de la independencia de juicio respecto de la sociedad auditada, en caso de los artículos 244 y en las letras a) y b) del artículo 245.


Artículo 247.- A las empresas de auditoría externa les corresponde especialmente examinar y expresar su informe profesional e independiente sobre la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros conforme a las Normas de Auditoría de General Aplicación y las instrucciones que imparta la Superintendencia, en su caso. Esta función implica, entre otras actividades, las siguientes:


a)
Verificar si las operaciones realizadas por la sociedad auditada están reflejadas razonablemente en la contabilidad y estados financieros de ésta;


b)
Cerciorarse que los estados financieros de la sociedad auditada se hayan preparado de acuerdo a los principios de contabilidad generalmente aceptados y a las normas dictadas por las autoridades fiscalizadoras competentes;


c)
Señalar a la administración de la sociedad auditada las deficiencias que se detecten durante el desarrollo de la auditoría externa en la adopción y mantenimiento de prácticas contables, sistema administrativo y de auditoría interna;


d)
Comunicar a las autoridades administrativas correspondientes, cualquier deficiencia grave y no solucionada por la administración de la sociedad que pueda afectar la adecuada presentación de la posición financiera o de los resultados de las operaciones de la sociedad auditada; y


e)
Denunciar ante el Ministerio Público los hechos señalados en la letra d) cuando fueran constitutivos de delitos flagrantes que conozcan durante el desarrollo de la auditoría externa.


Artículo 248.- Sólo para los fines de la auditoría externa, la sociedad auditada deberá poner a disposición de la empresa de auditoría externa toda la información necesaria para efectuar dicho servicio, incluyendo todos los libros, registros, documentos y antecedentes de la sociedad y de sus filiales, en su caso. La obtención de información podrá incluir la entrevista a los miembros del directorio, gerente general, gerentes y ejecutivos principales, lo que será solicitado a través del gerente general. La revisión de la documentación e información social por el personal designado a tal efecto podrá realizarse en las oficinas de la sociedad auditada en cualquier momento, pero de manera de no afectar la gestión social.


En caso que la información puesta a su disposición sea confidencial o sujeta a reserva, la empresa de auditoría externa deberá mantenerla en secreto y será responsable de la revelación o utilización impropia que sus dependientes hagan respecto de ella.


Artículo 249.- Toda opinión, certificación, informe o dictamen debe fundarse en técnicas y procedimientos de auditoría que otorguen un grado razonable de confiabilidad del examen y proporcionen elementos de juicio válidos y suficientes y su contenido deberá ser veraz, completo y expresado en forma clara, precisa y objetiva. 


La empresa de auditoría externa deberá mantener por, a lo menos, seis años desde la fecha de la respectiva opinión, certificación, informe o dictamen, todos los antecedentes que le sirvieron de base para su emisión. La Superintendencia podrá dictar normas de carácter general, estableciendo medios y condiciones de archivo y custodia de tales antecedentes y podrá autorizar la eliminación de parte de ese archivo antes de ese plazo o exigir que determinados documentos se guarden por plazos mayores. En ningún caso podrán destruirse los documentos que digan relación directa o indirecta con algún asunto o litigio pendiente.


El informe de auditoría externa deberá ser suscrito por la persona que condujo la auditoría externa y, a lo menos, dos socios principales, al menos uno de los cuales deberá tener domicilio y residencia en Chile. Los socios principales firmantes deberán firmar por sí o por medio de representante especialmente facultado para ello y no podrán suscribir más de cinco informes consecutivos respecto de los estados financieros anuales de un mismo auditado.


Artículo 250.- Las empresas de auditoría externa, en la prestación de sus servicios de auditoría externa, y las personas que en su nombre participen en la conducción de dicha auditoría, responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.


La empresa de auditoría externa, las personas que hubieren dirigido la auditoría externa y los que suscriban los informes de auditoría responderán solidariamente de los perjuicios causados a terceros.


Artículo 251.- La facultad de la junta de accionistas para designar o revocar a la empresa de auditoría externa es indelegable. Toda revocación deberá ser informada por la sociedad con el carácter de hecho esencial.


Con todo, si la misma empresa de auditoría externa hubiera auditado los estados financieros de la sociedad durante cinco ejercicios consecutivos, un accionista o grupo de accionistas que representen, a lo menos, un 5% de las acciones con derecho a voto podrán determinar que la empresa de auditoría externa sólo pueda ser reelegida por la junta de accionistas con el voto conforme de las dos terceras partes de las acciones emitidas con derecho a voto.”.
Artículo 3°.-
Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 18.046, Ley de Sociedades Anónimas:


1)
Modifícase el artículo 29, reemplazando la frase “artículo 73” por la frase “artículo 76”;

2)
Reemplázase el artículo 31 por el siguiente, nuevo:



“Artículo 31.- La administración de la sociedad anónima la ejerce un directorio elegido por la junta de accionistas.



Los estatutos de las sociedades anónimas deberán establecer un número invariable de directores, salvo lo establecido en el inciso cuarto de este artículo. La renovación del directorio será total y se efectuará al final de su período, el que no podrá exceder de tres años. Los directores podrán ser reelegidos indefinidamente en sus funciones. A falta de disposición expresa de los estatutos, se entenderá que el directorio se renovará cada año.


El directorio de las sociedades anónimas cerradas no podrá estar integrado por menos de tres directores y el de las sociedades anónimas abiertas, por menos de cinco. Salvo disposición contraria de los estatutos, se estará a estos mínimos.


Tratándose de una sociedad anónima abierta obligada a constituir el comité a que se refiere el artículo 50 bis, el número mínimo de directores no podrá ser inferior a siete si contare al menos con dos directores independientes o inferior a once si no contare con ellos. No obstante, en este último caso, se podrá fijar un número de directores inferior a once y superior a siete, con la aprobación de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto, pudiendo los accionistas disidentes ejercer el derecho a retiro.”;

3)
Reemplázase el artículo 36, por el siguiente:



“Artículo 36.- Además de los casos mencionados en el artículo anterior, no podrán ser directores de una sociedad anónima abierta o de sus filiales:



1)
Los senadores, diputados y alcaldes;



2)
Los ministros de Estado, subsecretarios, intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales, y embajadores;



3)
Los jefes de servicio y el directivo superior inmediato que deba subrogar a cada uno de ellos, con excepción de los cargos de director de las sociedades anónimas abiertas en las que el Estado, según la ley, deba tener representantes en su administración, o sea accionista mayoritario, directa o indirectamente a través de organismos de administración autónoma, empresas fiscales, semifiscales, de administración autónoma, o aquellas en que el Estado sea accionista mayoritario;



4)
Los funcionarios de la Superintendencia de Valores y Seguros, y



5)
Los corredores de bolsa y los agentes de valores, salvo en las bolsas de valores.”


4)
Intercálase en el numeral 3), del artículo 42 la expresión “externos y a las clasificadoras de riesgo” entre las expresiones “auditores” y “, a rendir cuentas irregulares”.”;

5)
Reemplázase en el final del primer inciso del artículo 43 la palabra “compañía” por la expresión "compañía y en el caso de las sociedades anónimas abiertas, esta divulgación se hará de acuerdo al artículo 10 de la Ley N° 18.045”;

6)
Reemplázase el actual artículo 44 por el siguiente, nuevo:



“Artículo 44.- A menos que los estatutos establezcan algo distinto, una sociedad anónima cerrada sólo podrá celebrar actos o contratos que involucren montos relevantes en los que uno o más directores tengan interés por sí o como representantes de otra persona, cuando dichas operaciones sean conocidas y aprobadas previamente por el directorio y se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado.



El directorio deberá pronunciarse con la abstención del director con interés. Si el directorio resolviere que no es posible determinar las condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado, también con la abstención del director con interés, podrá aprobar o rechazar la operación. En el acta de la sesión de directorio correspondiente deberá dejarse constancia de las deliberaciones para aprobar los términos y condiciones de los respectivos actos o contratos, y tales acuerdos serán informados en la próxima junta de accionistas por el que la presida, debiendo hacerse mención de esta materia en su citación.



Se presume de derecho que existe interés de un director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, o las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital, o las sociedades o empresas en las cuales alguna de las personas antes mencionadas sea director o dueño, directo o indirecto, del 10% o más de su capital; o el controlador de la sociedad o sus personas relacionadas, si el director ha resultado electo con los votos determinantes de aquél o aquéllos.



Para los efectos de este artículo, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento.



La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y sin perjuicio de las sanciones que correspondan, otorgará a la sociedad, a los accionistas y a los terceros interesados, el derecho de exigir indemnización por los perjuicios ocasionados. En caso de demandarse los perjuicios ocasionados por la infracción de este artículo, corresponderá a la parte demandada probar que el acto o contrato se ajustó a condiciones de mercado o que las condiciones de negociación reportaron beneficios a la sociedad.



Con todo, no será aplicable lo establecido en el inciso primero, si la operación ha sido aprobada o ratificada por la junta extraordinaria de accionistas o si se trata de operaciones entre matriz y filial.”;

7)
Agrégase al artículo 47 un inciso final, nuevo, con el siguiente texto:



“Los medios tecnológicos autorizados por la Superintendencia de Valores y Seguros para las sociedades sometidas a su fiscalización, serán los únicos aplicables a las sociedades anónimas cerradas.”;

8)
Agrégase al artículo 48 el siguiente inciso cuarto, nuevo:



“La unanimidad de los directores que concurrieron a una sesión podrá disponer que los acuerdos adoptados en ella se lleven a efecto sin esperar la aprobación del acta, de lo cual se dejará constancia en un documento que contenga el acuerdo suscrito por ellos y el gerente.”;

9)
Modifícase el artículo 50 bis, de la siguiente forma:



a)
Modifícase el actual inciso tercero, de la siguiente forma:




i)
Elimínanse en el numeral 1), las expresiones “inspectores de cuentas y” y “, según corresponda” y agréguese, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:





“Asimismo deberá informar al directorio, en forma previa a la aprobación de los estados financieros que se presentarán a los accionistas, respecto de cualquier cambio en los criterios contables aplicados durante el periodo correspondiente y las observaciones sobre los mecanismos de control interno formuladas por la empresa de auditoría externa.”.




ii)
Reemplázase el numeral 2), por el siguiente:





“2)
Proponer al directorio una o más empresas de auditoría externa y clasificadores privados de riesgo, en su caso, que podrán sugerirse a la junta de accionistas para su designación, y proponer al directorio una política de auditoría externa a la que se refiere el artículo 53 de esta ley.”




iii)
Modifícase el numeral 3), de la siguiente forma: 





iii.a) Reemplácese las palabras “a que se refieren los artículos 44 y 89” por las siguientes “a que se refiere en Título XVI” 





iii.b) Agregáse al final, después del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Proponer al directorio la política de divulgación de información esencial a que se refiere en artículo 10 de la ley N° 18.045 y señalar aquellos actos o contratos que estime que deberían informarse o recogerse en las notas que acompañan a los estados financieros por ser operaciones de la sociedad con una parte relacionada o con una parte que tiene con la sociedad notorios vínculos comerciales, financieros, crediticios o de otra índole;”




iv)
Intercálase el siguiente numeral 5), nuevo, pasando el actual numeral 5), a ser numeral 6):





“5) Proponer al directorio un listado de activos que podrá ser presentado a la junta de accionistas para los efectos del numeral 4), del artículo 57.”.




v)
Reemplázase el inciso sexto por el siguiente: 





“Se entenderá que un director es independiente cuando los dos tercios de los votos que recibió, individualmente considerados, no provengan del controlador o de sus personas relacionadas.”




vi)
Reemplázase el inciso décimo, por el siguiente: “Las actividades, informes, propuestas al directorio y gastos del comité serán presentados a los accionistas en la memoria anual. Asimismo, las propuestas efectuadas por el comité al directorio que no hubieren sido recogidas por este último, serán informadas en forma meramente indicativa a la junta de accionistas previo a la votación de la materia correspondiente.”.”;

10)
Reemplázanse los artículos 51, 52 y 53 por los siguientes, nuevos:



“Artículo 51.- A menos que sus estatutos establezcan lo contrario, la junta de accionistas de las sociedades anónimas cerradas deberá designar anualmente a una empresa de auditoría externa o a un inspector de cuentas para que examine la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros, debiendo informar por escrito a la próxima junta de accionistas sobre el cumplimiento de su mandato



Artículo 52.- La junta ordinaria de accionistas de las sociedades anónimas abiertas deberá designar anualmente a una empresa de auditoría externa para prestar los servicios de auditoría externa señalados en la ley N° 18.045 y con la obligación de informar por escrito a la próxima junta ordinaria de accionistas sobre el cumplimiento de su mandato.



Al menos uno de los socios principales de la empresa de auditoría externa que hubiere suscrito el informe de auditoría deberá, por sí o por medio de mandatario, concurrir a toda junta general de accionistas que tenga por objeto el examen de dicho informe. El socio principal o su mandatario deberán responder las consultas que se le formulen respecto de su informe, como asimismo respecto de las actividades, procedimientos, constataciones, recomendaciones y conclusiones que sean pertinentes. La Superintendencia podrá establecer, por norma de carácter general, reglas que permitan cumplir la obligación antedicha por medios de comunicación que garanticen la fidelidad y simultaneidad de sus opiniones. 



El informe de auditoría será incorporado en la memoria y se publicará en extracto junto con los estados financieros de acuerdo a lo previsto en el artículo 76 de esta Ley.



Adicionalmente, la empresa de auditoría externa elaborará un informe que quedará a disposición de los accionistas para su examen durante los 15 días anteriores a la fecha señalada para la junta de accionistas, en el que se referirá en forma detallada, a lo menos, a las siguientes materias:



1)
Relación y descripción de las actividades de auditoría externa realizadas durante el ejercicio;



2)
Indicación de haber cumplido los requisitos de independencia de juicio establecidos en la ley N° 18.045 en su caso;



3)
Observaciones relativas al control interno de la sociedad auditada, a la preparación de sus estados financieros de acuerdo a los principios contables y a las normas de auditoría generalmente aceptadas, y al cumplimiento de las normas de carácter general e instrucciones dictadas por la Superintendencia referidas a los estados financieros; y



4)
Cuenta de los pagos recibidos por la empresa de auditoría externa, directa o indirectamente, de la sociedad auditada o del grupo empresarial al que pertenezca, distinguiendo aquéllos percibidos exclusivamente por el servicio de auditoría externa.



Artículo 53.- El directorio de la sociedad anónima abierta deberá establecer las normas internas necesarias para que la auditoría externa se desarrolle según lo señalado en la ley, incluyendo especialmente, los términos y condiciones en que se podrá contratar a la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios distintos a la auditoría externa, y los procedimientos para solucionar eventuales casos de falta de independencia de juicio de aquella. En la junta de accionistas convocada para designar a la empresa de auditoría externa, y previo a su designación, el presidente deberá dar a conocer a la asamblea la política de contratación del auditor externo en servicios distintos a la auditoría externa o cualquier cambio efectuado a la misma durante el ejercicio anterior.”.”;

11)
Reemplázase el número 4), del artículo 57, por el siguiente:



“4) La designación de los activos esenciales de la sociedad y sus filiales y el tratamiento que deberá seguirse respecto de la disposición de aquellos, así como las enajenaciones a que se refiere el número 9 del artículo 67 de esta ley”;

12)
Modifícase el artículo 67 de la siguiente forma:



a)
Agrégase en el número 9), a continuación de la frase “de su activo”, la frase “o el de cualquiera de sus filiales, o uno o más activos esenciales” y reemplácese la frase “incluya o no su pasivo” por “incluyan o no sus pasivos”.



b)
Reemplázase el número 11,) por el siguiente: 




“11) El otorgamiento de garantías reales o personales para caucionar obligaciones de terceros que excedan el 50% del total del activo de la sociedad o de cualquiera de sus filiales, o el otorgamiento de cauciones reales sobre un activo esencial para garantizar obligaciones de terceros. En caso del otorgamiento de dichas garantías para caucionar obligaciones de filiales, la aprobación del directorio será suficiente;”



c)
Intercálase el siguiente número 13), nuevo, pasando los actuales números 13) y 14) a ser 14) y 15):




“13) La designación de los activos esenciales de la sociedad y sus filiales y el tratamiento que deberá seguirse respecto de la disposición de aquellos, así como la desafectación de uno o más activos esenciales de su calidad de tal. La lista de los activos designados deberá estar a disposición de los accionistas y, en el caso de las sociedades anónimas abiertas, del público en general;” 



d)
Agrégase en el inciso final, después de la palabra “modificación” la expresión “, prórroga”;

13)
Modificase el artículo 69 de la siguiente forma:



a)
Reemplázase el número 3) por el siguiente:




“3) Las enajenaciones a que se refiere el N° 9) del artículo 67;”.



b)
En el numeral 5), agregase después de la palabra “aumento”, la expresión “, prórroga”.”;

14)
Modifícase el artículo 89, de la siguiente forma:



a)
Elimínase en el inciso primero, la frase “y las que efectúe una sociedad anónima abierta, ya sea directamente o a través de otras entidades pertenecientes a su grupo empresarial, con sus personas relacionadas, definidas en la Ley Nº 18.045,”.



b)
Reemplázase el segundo inciso, por el siguiente, nuevo: 




“Sólo se aplicará lo dispuesto en este artículo, cuando la matriz o la coligante, en su caso, fuere una sociedad anónima cerrada.”;

15)
Intercálase a continuación del artículo 137, el siguiente artículo 137 bis:



“Artículo 137 bis.- La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los medios alternativos a través de los cuales las sociedades fiscalizadas podrán enviar o poner a disposición de sus accionistas los documentos, información y comunicaciones que establece esta ley.”;

16)
Intercálase el siguiente Título XVI, nuevo, pasando el actual Título XVI a ser XVII.

“Título XVI

De las Operaciones con Partes Relacionadas en las Sociedades Anónimas Abiertas y sus Filiales


Artículo 146.- Los actos jurídicos que se indican a continuación constituyen operaciones con una parte relacionada de una sociedad anónima abierta:


1)
Aquellos con personas relacionadas, excepto operaciones entre personas en las cuales la sociedad anónima abierta posea, directa o indirectamente, al menos un 95% de la propiedad. 


2) Aquellos en los que la contraparte eligió a uno o más directores de la sociedad, y que no hayan sido exceptuados por aplicación del número 1) anterior. Para este efecto se entenderá que un director ha sido elegido por una persona si al sustraer de los votos de ésta y sus personas relacionadas, no hubiese resultado electo;


3)
Aquellos en los que la contraparte es una persona respecto de la cual un director, gerente, ejecutivo principal o liquidador de la sociedad, o sus respectivos cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad inclusive, es su controlador o su director, ejecutivo principal, administrador o liquidador; y


4)
Los demás que se establezcan en los estatutos de la sociedad.


Artículo 147.- Se someterá al procedimiento establecido en este artículo toda operación con partes relacionadas cuyo monto supere el equivalente al 1% del patrimonio social, siempre que exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento. Para estos efectos, se presume que constituyen una sola operación todas las que se perfeccionen por medio de uno o más actos en los que exista identidad de partes y objeto, en un periodo de 12 meses consecutivos.


No obstante, quedarán excluidas aquellas operaciones que, conforme a políticas generales de habitualidad determinadas por el directorio de la sociedad, sean ordinarias en consideración a su objeto. En este último caso, el acuerdo que establezca dichas políticas o su modificación será informado como hecho esencial y en cada junta ordinaria de accionistas.


Una sociedad anónima abierta sólo podrá celebrar una operación con partes relacionadas cumpliendo con los requisitos y procedimientos que se señalan a continuación:


1) La operación deberá contribuir siempre al mejor interés social, y ajustarse al precio, términos y condiciones que prevalecen en el mercado al tiempo de su aprobación; 


2) El director, gerente, ejecutivo principal o liquidador que tenga conocimiento de negociaciones conducentes a la realización de una operación con partes relacionadas de las que se refiere el artículo 146, deberá informar de ello al presidente del directorio dentro de los tres días siguientes. El que incumpla esta obligación será solidariamente responsable de los perjuicios que la operación ocasionare a la sociedad;


3) Antes de que la sociedad otorgue su consentimiento a una operación con parte relacionada, ésta deberá ser aprobada por el directorio, con exclusión de los directores o liquidadores involucrados, así como de aquellos que dentro del plazo de 180 días anteriores a la fecha de la aprobación hubieran estado afectos a la misma relación, debiendo dejarse constancia en el acta de las razones de su exclusión. La aprobación de la operación deberá ser acordada por la mayoría absoluta de los directores no inhabilitados para tomar el acuerdo. En el acta deberá dejarse constancia de los fundamentos de la decisión y las razones por las cuales se excluyeron los directores. 


Los acuerdos adoptados por el directorio para aprobar una operación con una parte relacionada serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas, debiendo hacerse mención de los directores que la aprobaron. De esta materia se hará indicación expresa en la citación a la correspondiente junta de accionistas. 


4) En caso que la mayoría absoluta de los directores se encontraran inhabilitados para resolver la operación, ésta sólo podrá llevarse a cabo si es aprobada en junta extraordinaria de accionistas con el acuerdo de los dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto. Para estos efectos, el directorio deberá convocar a junta extraordinaria de accionistas y designar dos evaluadores independientes para mejor resolver en la junta.


La elección de al menos uno de los evaluadores independientes recaerá en el Comité de Directores de la sociedad. Si la sociedad no contare con dicho comité, esta elección deberá ser realizada por el directorio de la sociedad sin la participación de los directores involucrados.


En los informes, los evaluadores deberán pronunciarse acerca de las condiciones de la operación. Dichos informes serán puestos a disposición de los accionistas y del directorio al día siguiente de recibidos por la sociedad, en la forma que determine la Superintendencia, por un plazo mínimo de 15 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de esos informes, debiendo comunicar la sociedad tal situación a los accionistas mediante hecho esencial.


Asimismo, cada director de la sociedad deberá pronunciarse, en un plazo no mayor a 5 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de los informes de los evaluadores, acerca de la conveniencia de la operación. Las opiniones de los directores deberán ser puestas a disposición de los accionistas al día siguiente de recibidos por la sociedad, y dicha situación deberá ser informada por la sociedad mediante hecho esencial. Las opiniones de los directores deberán referirse a la conveniencia de la operación, a los informes de los peritos y deberán explicitar la relación que tuvieran con la contraparte de la operación.


La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y sin perjuicio de las sanciones que correspondan, otorgará a la sociedad o los accionistas, el derecho de pedir reembolso a la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiera reportado a la contraparte relacionada, además de la indemnización de los daños correspondientes. En este caso, corresponderá a la parte demandada probar que la operación se ajustó a lo señalado en este artículo.


Artículo 148.- Ningún accionista de una sociedad anónima abierta, ni sus personas relacionadas, podrán utilizar indebidamente para sí las oportunidades comerciales de la sociedad.


Para efectos de este artículo, se entenderá por oportunidad comercial toda oferta dirigida a la sociedad para desarrollar una actividad lucrativa en el ámbito de sus negocios, que no fuere simultáneamente formulada a uno o más accionistas.


Las personas del inciso primero podrán utilizar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad cuando el directorio de la sociedad anónima abierta la haya desechado previamente por acuerdo fundado adoptado con la abstención del director ligado al accionista o a su persona relacionada, o si hubiere transcurrido un año desde la adopción del acuerdo de postergar o aceptar la oportunidad comercial sin que ésta se hubiere llevado a cabo por la sociedad. Se presume de derecho que un director está vinculado a un accionista si, al sustraer de los votos con que fue elegido, los votos provenientes del accionista en cuestión y los de las personas relacionadas a éste, dicho director no hubiese resultado electo.


Los acuerdos para prescindir de oportunidades comerciales serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas.


Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y dará derecho a la sociedad o a los accionistas a pedir el reembolso a la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiere reportado al infractor y los demás perjuicios que se acrediten.


Artículo 149.- El controlador de una sociedad anónima abierta no podrá influir decisivamente en la administración de ésta si no es en el mejor interés de la sociedad o de todos los demás accionistas.


Artículo 150.- Las disposiciones de este título serán aplicables tanto a la sociedad anónima abierta como a todas sus filiales, sin importar la naturaleza jurídica de éstas.”.”.
TÍTULO II

NORMAS APLICABLES A LAS EMPRESAS PÚBLICAS

Párrafo 1º. 
Del Consejo Superior de Empresas Públicas
Artículo 4°.- Créase el Consejo Superior de Empresas Públicas, en adelante “Consejo SEP”, como servicio público descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, y que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda.


Su objeto será representar al Estado, sus instituciones y empresas en las acciones y derechos que como accionista, socio o propietario le corresponde ejercer, en virtud de su normativa legal o estatutos, en las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, y en las sociedades anónimas, colectivas, contractuales mineras o de responsabilidad limitada; como también en las demás materias relacionadas con dichas empresas y sociedades que se señalan expresamente en esta ley.


Con todo, la facultad de representación a que se refiere el inciso anterior no incluirá la de percibir excedentes, dividendos, utilidades, retiros de capital u otros beneficios económicos, como tampoco la de disponer de las acciones en que se divide el capital en las sociedades anónimas y/o derechos sociales en la propiedad de las sociedades de personas.


En el cumplimiento de su objeto el Consejo SEP velará por lograr una gestión eficiente y eficaz de las empresas y sociedades, orientada al cumplimiento de las finalidades previstas y a la creación de flujos que sustenten su operación, así como a la generación de excedentes o utilidades y al incremento de su valor económico. 


Las disposiciones de este título no se aplicarán al Banco del Estado de Chile, a Televisión Nacional de Chile y a aquellas empresas del Estado que dependen o se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, a menos que se las mencione expresamente y sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 29°, 31°, 32°, 34°, 36 y 3° transitorio de esta ley.
Párrafo 2º

El Consejo
Artículo 5°.-
El Consejo es un órgano colegiado, integrado por:


a)
Dos consejeros nombrado por el Presidente de la República, uno de los cuales tendrá la calidad de Presidente.


b)
Un consejero nombrado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción.


c)
Un consejero nombrado por el Ministro de Hacienda.


d)
Un consejero nombrado por el Ministro de Minería.


e)
Un consejero nombrado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.


f)
Un consejero nombrado por el Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción.


g)
Dos consejeros independientes, elegidos de acuerdo a lo dispuesto en artículo 12° de este título


Para desempeñarse como consejero, se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos 5 años.


Los consejeros se encontrarán sujetos a las normas de probidad administrativa a que se refieren los artículos 52°, 53°, 57°, 58°, 59° y 62° del decreto con fuerza de ley N°1/19.653, que contiene la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de Administración del Estado. La función de consejero no será delegable.

El cargo de consejero será incompatible con la calidad de gerente o ejecutivo principal de las empresas o sociedades a las que se refiere el artículo 4° del presente título. En caso de que el consejero sea accionista de dichas entidades, deberá declararlo e inhabilitarse cuando se traten o resuelvan materias atingentes a ellas.


Además, el cargo de consejero será incompatible con el ejercicio de cargos o funciones unipersonales en los órganos de dirección en partidos políticos.
Artículo 6°.- 
El Presidente del Consejo SEP deberá desempeñarse con dedicación exclusiva y estará sujeto a las prohibiciones e incompatibilidades establecidas en el artículo 1° de la ley N°19.863, y le será aplicable lo dispuesto en el artículo 8° de dicha ley. Las remuneraciones del Presidente serán fijadas y modificadas conforme al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N°1.953, de 1977. 


Corresponderá al Presidente cumplir y hacer cumplir las funciones, atribuciones, acuerdos e instrucciones del Consejo SEP, proponer a éste el programa anual de trabajo, ejercer las labores de supervigilancia y cumplimiento de funciones por parte de la Secretaría Técnica a que se refiere este título e intervenir en las demás materias que le correspondan conforme al presente título o que le señale el Consejo SEP.
Artículo 7°.- 
Los integrantes del Consejo SEP, con excepción de su Presidente, percibirán una dieta en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por mes calendario.


Adicionalmente, tendrán derecho a percibir remuneración por participación en Comités, cuyo monto total no podrá exceder mensualmente de un 50% de la dieta máxima a que se refiere el inciso anterior.
Artículo 8°.-
Son funciones del Consejo SEP, respecto de las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación orgánica exige que sean mencionadas expresamente, las que conforme a la ley N°18.046 correspondan, en lo compatible con su naturaleza y sus cuerpos legales, a los accionistas y a las juntas de accionistas y, en especial, las que se disponen en los artículos de dicha ley que se señalan a continuación:


a) Fijar las remuneraciones de los directores de las empresas y sus filiales por su participación en sesiones, comisiones o comités, conforme a lo señalado en los artículos 33 y 50 bis, ambos de la ley N°18.046. Dichas remuneraciones podrán incluir un componente asociado al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño. 

b) Designar auditores externos independientes, conforme a lo señalado en el artículo 52 de la ley N°18.046.


c) Nombrar a los directores conforme a lo dispuesto en el numeral 3) del artículo 56 de la ley N°18.046, con las excepciones de aquellos que, conforme a las leyes orgánicas de las respectivas empresas, lo sean en representación de los trabajadores, asociaciones gremiales o designados por el Presidente de la República. No obstante lo anterior, al directorio de las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° de este título, el Consejo SEP podrá delegarle el nombramiento de los directores de sus sociedades filiales.


d) Designar 2 directores independientes, cuando corresponda, para desempeñar, entre otras, las funciones a que se refiere el artículo 50 bis de la ley N°18.046, de acuerdo al mecanismo de selección que establece el artículo 13 del presente título.


e) Nombrar directores suplentes, cuando el Consejo SEP lo estime necesario, los que reemplazarán a los titulares y se regirán por lo dispuesto en los estatutos de las empresas y en el inciso primero del artículo 32 de la ley N°18.046. Los suplentes de directores independientes serán nombrados de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo 13 del presente título, salvo que el Consejo SEP designe como suplentes de dichos directores a aquellos que sean directores independientes suplentes de otras empresas.


f)
Revocar total o parcialmente a los directores cuyo nombramiento le corresponde. Para la revocación de los directores independientes se requerirá el voto favorable de la mayoría del Consejo, debiendo contar en este caso  con informe favorable del Comité de Selección a que se refiere el artículo 13 de esta ley.


g)
Aceptar la renuncia de los directores de su nombramiento.


h)
Examinar la memoria, estados financieros, inventario, actas, libros, los informes de los auditores externos y los informes o propuestas del comité de directores, conforme a lo dispuesto en el artículo 54 de la ley N°18.046.


i) Examinar la situación de la sociedad, los informes de los inspectores de cuenta y auditores externos, y aprobar o rechazar la memoria, el balance, los estados y demostraciones financieras, conforme a lo señalado en los artículos 56, número 1) y 77, ambos de la ley N°18.046, y demás normas complementarias.


j) Tomar conocimiento o aprobar, según corresponda, de las operaciones con partes relacionadas, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 146 y 147, ambos de la ley N°18.046, así como conocer los informes de los evaluadores independientes a que se refiere dicha normativa.


Para efectos de la aplicación de las normas relativas a operaciones con partes relacionadas, no se considerarán partes relacionadas las empresas a que se refiere el presente artículo, las sociedades señaladas en el artículo 9º de este título y los órganos y servicios públicos, salvo aquellas sociedades en que exista participación privada en el capital social. 


Con todo, estas operaciones deberán contribuir siempre al mejor interés social, y ajustarse al precio, términos y condiciones que prevalecen en el mercado al tiempo de su ejecución, debiendo ser informadas al Consejo SEP aquellas operaciones que tengan el carácter de no habituales, de acuerdo con la política de divulgación de información que determine el directorio, o que sean significativas por su monto, en ambos casos según lo establecido en el artículo 147 de la ley 18.046, en la forma y oportunidad que el Consejo SEP determine.


k) Requerir de las empresas toda información suficiente, fidedigna y oportuna que sea necesaria para el fiel cumplimiento de las funciones del Consejo SEP, de acuerdo a lo señalado en el artículo 46 de la ley N°18.046.


l) Aprobar el presupuesto de gastos de funcionamiento del comité de directores a que se refiere el artículo 50 bis de la ley N°18.046.


m) Designar a los clasificadores privados de riesgo, cuando corresponda.


n) Aprobar la designación de los activos esenciales de la empresa y sus filiales, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 13) del artículo 67 de la ley N°18.046.


ñ) Fijar los procedimientos para la convocatoria a reunión a efectos de tratar las materias a que se refiere este artículo, así como cualquier otra materia de interés de la empresa. Dichos procedimientos deberán recoger, en lo que resulte pertinente y concordante con el objeto señalado en el artículo 4º de este título, las disposiciones de la ley 18.046 que regulan las juntas de accionistas. 
Artículo 9°.-
Son funciones del Consejo SEP respecto de las sociedades anónimas y demás sociedades, cualquiera sea su naturaleza o forma asociativa, en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan participación en su capital, con excepción de las señaladas en el artículo anterior, las siguientes:


a) Representar por el sólo ministerio de la ley al Fisco, sus instituciones o empresas, en el ejercicio de las acciones o derechos que le correspondan a los accionistas o socios, en la administración de la sociedad, conforme a la ley de sociedades anónimas y al pacto social, debiendo designar al efecto representantes en las juntas de accionistas o en el órgano que haga sus veces, según corresponda.


b) Informar periódicamente a los propietarios de las acciones y derechos que representa sobre la gestión que le ha correspondido en las sociedades y demás información que estime procedente.
Artículo 10.- 
Corresponderán, además, al Consejo SEP las siguientes funciones:


a) Entregar una cuenta anual de la gestión de las empresas públicas a la Comisión de Hacienda del Senado, correspondiente al ejercicio del año anterior, a más tardar dentro de la segunda quincena del mes de mayo de cada año.


b) Enviar a las comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 


c) Celebrar convenios de programación con todas las empresas o sociedades a que se refiere este título que reciban transferencias incluidas en la ley de presupuestos o se les haya otorgado la garantía del Estado a sus operaciones de endeudamiento, como requisito previo para su obtención, en los términos establecidos en el artículo 2° de la ley N° 19.847, y ejercer las funciones y atribuciones que dicha disposición legal le otorga al comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción. 


El incumplimiento de los Convenios de Programación, previa calificación del Consejo SEP, será causal de revocación del directorio de acuerdo a lo señalado en la letra f) del artículo 8° del presente título.


d) Analizar e informar de los planes desarrollo o de similar naturaleza dispuesto por las leyes de las empresas, de los planes de negocios, y de aquellos planes estratégicos que el Ministerio de Hacienda le solicite para el cumplimiento de sus propias funciones respecto de las empresas o sociedades a que se refiere el artículo 4° del presente título. 


e) Analizar e informar de los estudios y proyectos de inversión de las empresas y sociedades, que le requiera el Ministerio de Hacienda en conformidad con lo dispuesto en el artículo 34° de este título.


f) Asesorar a los Ministerios que lo requieran respecto de materias específicas sectoriales relacionadas con las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° del presente título, conforme a lo que dispongan las respectivas leyes orgánicas.
Artículo 11.- El Consejo SEP sólo podrá designar o proponer como director en las empresas o sociedades a las que le sea aplicable el presente título a las personas que a lo menos cumplan los siguientes requisitos:


a) No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, ni haber sido declarado fallido o haber sido administrador o representante legal de personas fallidas condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 203 y 204 de la Ley de Quiebras;

b) Estar en posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o haber desempeñado, por un período no inferior a cinco años continuos o no, un cargo ejecutivo superior en empresas públicas o privadas, y

c) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables.


A su vez, el Consejo SEP no podrá designar o proponer como directores en las empresas y sociedades a las que le sea aplicable el presente título a las siguientes personas:


a) Los concejales, los miembros de los consejos regionales y de los consejos de desarrollo comunal;


b) Las personas que desempeñen los cargos de presidente, vicepresidente, secretario general, o tesorero en las directivas centrales, regionales, provinciales, distritales o comunales de los partidos políticos, y de las organizaciones gremiales y sindicales salvo en los casos contemplados en la ley; 


c) Los candidatos a alcalde, concejal, o a parlamentario por la zona donde opera la empresa, desde la declaración de las candidaturas y hasta 6 meses después de la respectiva elección.


Se considerará como causal de inhabilidad de un director el que adquiera alguna de las calidades señaladas en el inciso precedente.
Artículo 12.-
Los dos consejeros independientes a que se refiere la letra g) del artículo 5°, serán designados por el Presidente de la República, previa selección hecha por el Consejo de la Alta Dirección Pública establecido en el Párrafo 2° del Título VI de la ley N°19.882. Los perfiles profesionales, de competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos serán definidos por el Consejo SEP, excluidos los dos consejeros independientes, y aprobados por el Consejo de Alta Dirección Pública. En todo caso, no podrán participar como candidatos en el proceso de selección quienes tengan la calidad de funcionarios públicos.


Para efectos de la selección, el Consejo de Alta Dirección Pública convocará a un proceso concursal público abierto, tras el cual entregará, en carácter reservado, el nombre de el o los dos candidatos seleccionados, según corresponda, al Presidente de la República, el que deberá nombrarlos o rechazarlos, caso en el cual deberá realizarse un nuevo concurso. Una misma persona no podrá ser incluida en más de una propuesta, en un proceso de selección. A este proceso le serán aplicables, en lo que fuere pertinente, las normas sobre selección de altos directivos públicos de primer nivel contenidas en la ley N°19.882.


Los consejeros independientes durarán 3 años en sus cargos, pudiendo renovarse su designación para un nuevo periodo, por una sola vez, mediante acuerdo del Consejo SEP.


Serán causales de cesación de los consejeros independientes las que se pasan a señalar:


a)
Expiración del plazo por el que fue nombrado


b)
Renuncia aceptada por el Presidente de la República


c)
Incapacidad síquica o física para el desempeño de sus funciones


d)
Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad, y


f)
Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero


Serán faltas graves las calificadas como tales por, a lo menos, los tres cuartos del total de consejeros, excluido el afectado.
Artículo 13.-
Los dos consejeros independientes señalados en la letra g) del artículo 5°, más otro de los consejeros, designado por el Consejo SEP en sesión especialmente citada para ese efecto, constituirán un Comité de Selección que tendrá la función de realizar el proceso de selección de dos directores integrantes del directorio de las empresas del Estado creadas por ley afectas a las normas de este título, que se contemplen con carácter de independientes, para efectos de la aplicación en su caso, del artículo 50 bis de la ley N°18.046, y para las demás funciones que le correspondan conforme a la citada ley u otras que le encomiende el directorio, entendiéndose que dichas empresas cumplen la exigencia patrimonial establecida en el artículo antes citado. 


En el caso de las sociedades anónimas con participación mayoritaria del Estado, regidas por las normas del presente título, en la proposición de directores que formule el Consejo SEP a la Junta de Accionistas para elección de directorio, incluirá uno o dos candidatos elegidos de la forma indicada en el inciso precedente, según fuere necesario para constituir en la respectiva sociedad anónima el comité a que se refiere el artículo 50 bis de la Ley N°18.046, si le fuere aplicable. Lo dispuesto en este inciso también se aplicará a la Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A.


El Comité de Selección podrá requerir de la Dirección Nacional del Servicio Civil la asistencia técnica que, en materia de selección de directores, estime necesaria. Asimismo, el Comité podrá aplicar, en lo que fuere pertinente, los procedimientos de selección para altos directivos públicos del primer nivel de jerarquía establecidos en la ley N° 19.882 y las regulaciones establecidas para estos mismos efectos por el Consejo de la Alta Dirección Pública.


Para los efectos de la designación de los directores a que se refiere el presente artículo, el Comité de Selección entregará al Consejo SEP, en carácter de reservado, el nombre de el o los dos candidatos seleccionados, según corresponda designar a uno o dos de ellos, debiendo el Consejo SEP proponerlos o nombrarlos según corresponda, o rechazar total o parcialmente la proposición, casos en los que deberá realizarse un nuevo concurso. 


Las políticas, procedimientos y requisitos para desarrollar estos concursos se incluirán en el reglamento que dicte el Consejo SEP a que se refiere el artículo 16°.
Artículo 14.-
Será inhábil para desempeñarse como consejero independiente a que se refiere la letra g) del artículo 5°, aquel que por sí, o su cónyuge, o sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad, tengan control sobre la administración o participe de la propiedad de empresas o instituciones relacionadas con procesos de selección de personal, inscritas en el registro señalado en el artículo cuadragésimo séptimo de la ley N°19.882. 


Cuando participen en el proceso de selección de directores independientes personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive de un consejero integrante del comité de Selección, éste deberá comunicarlo previamente al Consejo SEP e inhabilitarse de participar en dicho proceso.
Artículo 15.-
Para el cumplimiento de las funciones que le corresponden al Consejo SEP, las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° de este título, estarán obligadas a proporcionar la información que requiera directamente dicho Consejo o a través de la Secretaría Técnica, la cual deberá ser utilizada en forma reservada, cuando le sea proporcionada en tal calidad.
Artículo 16.-
El Consejo SEP dictará un reglamento interno para su funcionamiento, el que incluirá, entre otras materias, aquellas referidas a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo y Comités, al quórum para sesionar y adoptar acuerdos, a los procedimientos para decidir en caso de empate, a la subrogancia del Presidente del Consejo y, en general, a todas aquellas normas que permitan una gestión flexible, eficaz y eficiente, incluidas las de constitución y funcionamiento de comités o comisiones especiales, para el conocimiento de determinadas materias. 


De las deliberaciones y acuerdos del Consejo y de sus comisiones o comités, se dejará constancia en libros de actas conforme lo dispuesto en el artículo 48 de la ley N° 18.046.

Párrafo 3º. 
De la Secretaría Técnica
Artículo 17.-
El Consejo SEP contará en su estructura con una Secretaría Técnica.
Corresponderá a la Secretaría Técnica especialmente las siguiente funciones::


a) Realizar las tareas técnicas y administrativas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo.


b) Cumplir las instrucciones que imparta el Director Ejecutivo.


c) Efectuar análisis y elaborar informes para apoyar las decisiones del Consejo.


d) Centralizar y consolidar información relevante de las empresas a que se refiere este título.


e) Las demás que otras leyes o normas expresamente le confieran. 
Artículo 18.- 
Corresponderá a un Director Ejecutivo, quien tendrá la calidad de Jefe Superior de Servicio, la dirección de esta Secretaría y su personal. 


El Director Ejecutivo deberá especialmente:


a) Desempeñarse como Secretario Técnico del Consejo SEP.


b) Cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Consejo SEP y su Presidente y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.


c) Participar en el Consejo con derecho a voz.


d) Representar judicial y extrajudicialmente al Consejo.


e) Informar periódicamente al Consejo SEP de la marcha de la Secretaría y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones.


f) Aprobar el anteproyecto de presupuestos de la Secretaría Técnica y someterlo a consideración de las autoridades pertinentes.


g) Aprobar anualmente el plan de trabajo de la Secretaría Técnica, así como la memoria y el balance integral del año anterior.


h) Conocer y resolver todo asunto que le encomiende el Consejo SEP o su Presidente, pudiendo al efecto ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos del Consejo SEP, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.


Para desempeñar el cargo de Director Ejecutivo se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, y acreditar una experiencia profesional no inferior a 5 años como director o ejecutivo superior de empresas.


El Director Ejecutivo será designado por el Consejo SEP y tendrá la calidad de alto directivo público de conformidad con las normas del Título VI y del artículo decimocuarto transitorio de la ley N°19.882. Para estos efectos, el Consejo de Alta Dirección Pública propondrá al Consejo SEP la nómina de candidatos referidas en el literal d) del artículo cuadragésimo segundo de dicha ley.
Artículo 19.-
El personal de la Secretaría Técnica se regirá por el Código del Trabajo y sus normas complementarias; y sus remuneraciones se fijarán y modificarán conforme al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977.
Párrafo 4º

Del patrimonio del Consejo
Artículo 20.-
El patrimonio del Consejo estará formado por:


a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos


b) Los recursos otorgados por leyes especiales


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

Párrafo 5º. 
De la adecuación de leyes orgánicas y de normas específicas, aplicables a Empresas Públicas
Artículo 21.-
Las empresas del Estado y las empresas o sociedades en las que el sector público o sus empresas tengan un aporte de capital superior al 50% del capital social, continuarán afectas, en lo pertinente, a las normas sobre compromiso del crédito público, anticipos y distribución de utilidades, régimen tributario específico, formulación y aprobación presupuestaria, evaluación e identificación de inversiones y, en especial, al artículo 44° del decreto ley N°1.263, de 1975, al artículo 11 de la ley N° 18.196, al artículo 24 de la ley N° 18.482 y al artículo 68 de la ley N° 18.591.
Artículo 22.-
Modifícase el Decreto Ley N°1.350, de 1976, que crea la Corporación Nacional del Cobre de Chile, en los siguientes términos:


1)
Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:



“El directorio estará compuesto por las siguientes personas:



a) Cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;



b) Un director designado por el Presidente de la República, el cual deberá ser oficial general o superior, en servicio activo, de las Fuerzas Armadas o Carabineros de Chile;



c) Un representante de la Federación de Trabajadores del Cobre;



d) Un representante de los Supervisores del Cobre, y



e) Dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.



Los directores indicados en las letras c) y d) deberán ser trabajadores de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y serán designados por el Presidente de la República, de una quina propuesta por las organizaciones respectivas.



Los directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo período consecutivo y ser removidos por quien los designó o propuso su designación, conforme a las facultades respectivas.



El Directorio sólo podrá sesionar con la asistencia de al menos 7 de sus miembros y será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, el directorio designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior.



Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes, y en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión. 



Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que los directores de origen laboral actúan en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.



Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.



A los Directores, al Presidente Ejecutivo y a los Gerentes Generales se les aplicarán las incompatibilidades, inhabilidades, responsabilidades y prohibiciones que la ley Nº 18.046 establece para los directores y ejecutivos principales de las sociedades anónimas.



Lo dispuesto en el inciso precedente respecto de la inhabilidad para ser director dispuesta en el artículo 36 de la ley N°18.046, no regirá respecto del nombramiento o designación de Ministros de Estado como directores.”;

2)
Suprímese en el artículo 7°, la expresión “y a su Presidente Ejecutivo”;

3)
Sustitúyese en el encabezamiento del artículo 9°, la expresión “conducción superior” por “administración”, y agrégase a su letra m), el siguiente párrafo final: “La Empresa estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, rigiendo a su respecto el procedimiento de autorización señalado en el párrafo anteprecedente.”;

4)
Reemplázase la letra b) de artículo 10°, por la siguiente: “b) Administrar la Empresa conforme a las directrices y decisiones adoptadas por el Directorio en uso de sus facultades;”;

5)
Modifícase al artículo 11°, como sigue:



a)
Sustitúyese la expresión “por decreto supremo del Ministerio de Minería” por “a proposición del Consejo Superior de Empresas Públicas” y la expresión “a propuesta del directorio de la Empresa” por “a proposición del Consejo Superior de Empresas Públicas”.



b)
Agrégase el siguiente inciso: “La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”;

6)
Agrégase a la letra b) del artículo 13°, el siguiente inciso final:



“En el presupuesto de inversiones se identificará el monto máximo que importe el arrastre de proyectos para anualidades siguientes, como también los parámetros de rentabilidad mínima de los proyectos que ejecute la Empresa con cargo a su presupuesto.”.
Artículo 23.-
Modifícase el artículo 4° de la ley N°19.137 de 1992, que establece normas sobre pertenencias mineras de Codelco-Chile, que no forman parte de yacimientos en actual explotacion, de la siguiente forma:


1)
Sustitúyese la palabra “cinco” por “siete”;

2)
Suprímese la expresión “entre los cuales deberán, necesariamente, contarse los de los Ministros de Minería y de Hacienda” y la coma (,) que la antecede, y


3)
Reemplázase la expresión “Ministerio de Minería” por “Ministerio de Hacienda, suscrito, además, por el Ministro de Minería”.
Artículo 24.- 
Introdúcense al decreto con fuerza de ley N°153, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que crea la Empresa Nacional de Minería, las siguientes modificaciones:


1)
Sustitúyese el artículo 11°, por el siguiente:



“Artículo 11°.- La empresa será administrada por un Directorio compuesto por 9 miembros, integrado de la siguiente forma:



a) Por cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;



b) Por un director designado por la Sociedad Nacional de Minería;



c) Por un director designado por el Instituto de Ingenieros de Minas, y



d) Por dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.



Los directores durarán tres años en sus funciones, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.



El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior.



Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que los directores de origen gremial actúan en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.



El Vicepresidente Ejecutivo concurrirá a las sesiones con derecho a voz.



Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

2)
Derógase el artículo 12°;

3)
Modifícase el artículo 17° en la siguiente forma:



a)
Suprímese el párrafo segundo, de la letra j).



b)
Sustitúyese la letra q) por la siguiente: “q) Designar y remover al Gerente General de la Empresa“.



c)
Sustitúyese la letra s), por la siguiente: 




“s) El Directorio, para adoptar acuerdos que involucren el desarrollo de cualquier política que signifique el otorgamiento de subsidios al sector, deberá contar con autorización previa del Ministerio de Hacienda, la que será otorgada mediante oficio.”;

4)
Modifícase el artículo 18°, de la siguiente forma:



a) Suprímense las letras j) y k).



b) Reemplázase en la letra ll), la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “hacerlo”, por un punto(.) y suprímese la letra m);

5)
Suprímese el inciso final del artículo 19°;

6)
Reemplázase el artículo 27°, por el siguiente: 



“Artículo 27°.- La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.“.
Artículo 25.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N°1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo


1)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 2°, la expresión “Consejo de dicha Corporación” por “Consejo Superior de Empresas Públicas”;

2)
Sustitúyese el artículo 3°, por el siguiente:



“Artículo 3°.- La Empresa será administrada por un Directorio compuesto por los siguientes miembros:



a) Cinco Directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;



b) Un Director designado por el Instituto de Ingenieros de Minas; 



c) Un Director designado por la Sociedad de Fomento Fabril;



d) Dos Directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.



El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a), anterior.



Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que los directores de origen gremial actúan en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.



Los Directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.



Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

3)
Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:



“Artículo 5°.- La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.
Artículo 26.- 
Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N°19.542, que moderniza el sector portuario estatal:


1)
Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 24 por los siguientes:



“Artículo 24.- La administración de la empresa la ejercerá un Directorio compuesto de tres miembros en las empresas portuarias Coquimbo, Puerto Montt, Chacabuco, y Austral; de cinco miembros en las empresas portuarias Arica, Iquique y Antofagasta y de siete miembros en las empresas portuarias de Valparaíso, San Antonio y Talcahuano - San Vicente. Los directores serán designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, debiendo dos tener la calidad de independientes en aquellas empresas con directorios de cinco y siete miembros.



El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe entre aquellos que no tengan la calidad de independientes.”;

2) 
Sustitúyese el artículo 26, por el siguiente:



“Artículo 26.- Los Directores a que se refiere el inciso primero del artículo 24 durarán tres años en su cargo, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.”;

3) 
Sustitúyese el artículo 33, por el siguiente:



“Artículo 33°.- Los integrantes del directorio percibirán como retribución por su asistencia a sesiones o a Comités de directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.“;

4)
Reemplázase en los numerales 1 y 2 del artículo 34, la expresión “ Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción” por “Consejo Superior de Empresas Públicas.“, y

5)
Derógase el artículo 52°.
Artículo 27.- 
Introdúcense al decreto con fuerza de ley N°1, de 1993, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, las siguientes modificaciones:


1) 
Modifícase el artículo 4°, en la forma que sigue:



a)
Sustitúyense los incisos primero, segundo y tercero del artículo 4° por los siguientes: 




“Artículo 4°.- La Administración de la empresa la ejercerá un Directorio compuesto de siete miembros designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, dos de los cuales deberán tener la calidad de independientes. 




El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos que no tengan la calidad de independientes.




Los Directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.”;


b)
Sustitúyese el artículo 11°, por el siguiente: 




“Artículo 11°.- Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;


c)
Sustitúyese en las letras a) y b) en el artículo 12°, la expresión “Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción“, por “Consejo Superior de Empresas Públicas”.
Artículo 28.- 
Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N°10, de 1981, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que crea la Empresa de Correos de Chile:


1)
Modifícase el artículo 4°, de la forma que sigue:



a)
Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente: 




“El Directorio estará integrado por siete miembros designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, dos de los cuales tendrán la calidad de independientes. El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos que no tengan la calidad de independientes.”;


b)
Reemplázase en el inciso segundo la expresión “Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción o del Comité que corresponda” por “Consejo Superior de Empresas Públicas”;

2)
Sustítúyese el artículo 8°, por el siguiente:



“Artículo 8°.- Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a comisiones o a comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

3) 
Sustitúyese el artículo 13°, por el siguiente:



“Artículo 13°.- La Empresa se regirá por lo dispuesto en el artículo 11° de la ley N°18.196, en el artículo 24° de la ley N°18.482 y en el artículo 68° de la ley N°18.591.



Asimismo, la Empresa se regirá por las normas de esta ley y, en lo no previsto en ella, por las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas, en lo pertinente.



La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.
Artículo 29.- Modifícase el decreto ley N°2.079, de 1978, que fija el texto de la Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile, en los siguientes términos:


1)
Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente; 



“Artículo 9°.- El Consejo Directivo  estará formado de la siguiente manera:



a) Por cuatro consejeros nombrados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, uno de los cuales será designado Presidente del Banco y otro Vicepresidente del mismo.



El Presidente del Banco lo será también del Consejo Directivo y del Comité Ejecutivo a que se refiere el artículo 12° de este decreto ley. El Vicepresidente del Consejo Directivo será subrogante del Presidente.



b) Por dos consejeros independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.



c) Por un representante de los trabajadores del Banco, que será elegido por ellos mismos conforme al reglamento que se dicte al efecto.



En un mismo acto se elegirá al representante laboral y a un suplente. Ambos gozarán del mismo fuero del que gozan los dirigentes sindicales. 



Los directores estarán afectos a las incompatibilidades y prohibiciones establecidas en los artículo 15 y 17 de este decreto ley.



Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que los directores de origen laboral actúan en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.”;

2)
Sustitúyese el inciso primero del artículo 25, por el siguiente:



“Artículo 25.- El Gerente General Ejecutivo será nombrado por el Consejo Directivo del Banco.”;

3)
Sustitúyese el párrafo inicial del artículo 27, por el siguiente: 



“Artículo 27.- El fiscal será designado por el Consejo Directivo del Banco”.
Artículo 30.- 
Sustitúyese el artículo 4°, del decreto con fuerza de ley N° 274, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que crea la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, por el siguiente: 


“Artículo 4°.- La empresa tendrá un Consejo integrado por cinco miembros, nombrados por acuerdo del Consejo Superior de Empresas Públicas. El Consejo designará, además, a uno de dichos miembros para que se desempeñe como Presidente y a otro, para que lo haga como Vicepresidente Ejecutivo de la empresa.


En ausencia del Presidente, el Consejo será presidido por el Vicepresidente Ejecutivo de la empresa.


Los consejeros durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.


Los consejeros percibirán, como única retribución por su asistencia a sesiones o a comisiones o a comités del Consejo, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”.
Artículo 31.- 
Deróganse el inciso final del artículo 11 de la ley N° 18.196, de 1982 y el artículo 11 de la ley N°18.382, de 1984.


No obstante lo anterior, a las empresas que dependen o que se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 29° del decreto ley N°1.263, de 1975.


Para efectos de la aplicación del artículo 11 de la ley N°18.196 y del artículo 24 de la ley N°18.482 a dichas empresas, los decretos exentos conjuntos a que aluden ambas disposiciones lo serán de los Ministerios de Hacienda y de Defensa Nacional. Con todo, la identificación presupuestaria a que se refiere el artículo 24 de la ley Nº 18.482, no será aplicable respecto de estudios y proyectos de inversión de las citadas empresas, que sean calificados como estratégicos o necesarios para la defensa, mediante decreto supremo del Ministerio de Defensa Nacional.
Artículo 32.- 
Introdúcense las siguientes modificaciones a los cuerpos legales que se señalan:


1)
Agrégase en el artículo 3°, del decreto con fuerza de ley N° 223, de 1953, del Ministerio de Defensa Nacional, Orgánica de las Fábricas y Maestranzas del Ejército, un numeral 6° del siguiente tenor: 



“6°.- Dos miembros designados por el Presidente de la República, pudiendo delegar la designación en el Consejo Superior de Empresas Públicas.”;

2)
Agrégase en el artículo 9° de la ley N°18.296, Orgánica de los Astilleros y Maestranzas de la Armada, antes de la expresión “- El Fiscal de ASMAR, sin derecho a voto”, la siguiente “Dos miembros designados por el Presidente de la República, pudiendo delegar la designación en el Consejo Superior de Empresas Públicas.”;

3) 
Sustitúyese el artículo 4° de la ley N°18.297, Orgánica de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile, por el siguiente: 



“Artículo 4°.- La dirección superior de la Empresa corresponderá a un Directorio integrado por los siguientes miembros:



a)
El Comandante en jefe de la Fuerza Aérea, quien lo presidirá;



b)
Tres Oficiales Generales de la Fuerza Aérea, en servicio activo, designados por el Presidente de la República;



c)
Dos miembros designados por el Presidente de la República, pudiendo delegar la designación en el Consejo Superior de Empresas Públicas.”



d)
El Director Ejecutivo.”.

Párrafo 6º. 
Disposiciones varias

Artículo 33.-
Las empresas del Estado creadas por ley y regidas por las disposiciones de este cuerpo legal, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, estarán sujetas a las mismas normas de información, financieras y contables que rigen para las sociedades anónimas abiertas y sus balances y estados de situación deberán ser sometidos a auditorías de empresas auditoras externas.


Dichas empresas quedarán sujetas a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, sin perjuicio de las atribuciones que corresponda a la Contraloría General de la República.


Tales empresas se regirán por las normas de sus respectivas leyes orgánicas, modificadas por la presente ley y, en lo no previsto en ellas o en este título, por las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas, en lo pertinente. En consecuencia, y sin que la mención sea taxativa, estarán afectas a las disposiciones que la ley N° 18.046 establece para las sociedades anónimas abiertas sobre operaciones con partes relacionadas, sobre obligaciones de reserva de información, y a las demás normas del citado cuerpo legal que regula el funcionamiento del directorio; y los derechos y obligaciones de sus integrantes, incluidas las incompatibilidades, inhabilidades, responsabilidades y prohibiciones que dicha ley establece para los directores y ejecutivos superiores de las sociedades anónimas. 


Lo dispuesto en el inciso precedente respecto de la inhabilidad para ser director dispuesta en el artículo 36 de la ley N°18.046, no regirá respecto del nombramiento o designación de Ministros de Estado como directores en las empresas a que se refiere el presente artículo.


El Presidente de la República, a proposición del Consejo SEP, deberá aprobar los estatutos para cada una de las empresas o modificar los existentes, contemplando en ellos la reglamentación complementaria a las de las normas antes señaladas, estatutos que podrán ser modificados de la misma manera.


Con todo, los directores de tales empresas no tendrán responsabilidad en los términos del artículo 41 de la ley N°18.046, en aquellos casos en que el Ministerio de Hacienda le corresponda ejercer las facultades contempladas en el decreto ley N°1.263, de 1975, Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado. Asimismo, dichos directores tampoco tendrán responsabilidad en los casos que se ejecuten operaciones fiscales o cuasifiscales, dispuestas por el Ejecutivo, que puedan afectar la generación de excedentes o utilidades o sean financiadas con transferencias consideradas en la ley de presupuestos. Tales operaciones y en su caso los fondos a transferir, serán determinadas previamente por Decreto Supremo emanado del Ministerio de Hacienda. 


La administración de cada empresa a que se refiere el presente artículo corresponderá a su directorio, el que además elegirá a su presidente, el cual no podrá ser representante laboral, gremial, o director independiente. Asimismo, el directorio designará al ejecutivo máximo que tenga la representación legal de ésta, no pudiendo ser director de la misma.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero de este artículo, para los efectos del numeral 4 del artículo 147 de la ley 18.046, los directores con derecho a voto, para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en dicha norma, deberán concurrir al Consejo SEP, en la oportunidad que éste determine, a objeto de entregar su opinión acerca de la conveniencia de la operación y de los informes de los peritos, debiendo explicitar la relación que tuvieran con la contraparte. De dicha sesión se levantará un acta que sintetice los elementos principales y pertinentes de las ponencias, cuyo extracto deberá ser publicado como hecho esencial por la respectiva sociedad.

Artículo 34.- 
Para efectos de la identificación previa a que se refiere el artículo 24 de la ley N°18.482, los estudios y proyectos de inversión de las empresas regidas por dicha norma deberán contar con un informe del organismo o entidad que se determine mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda, debiendo en todo caso estar fundamentado en una evaluación técnica económica que analice su rentabilidad. Con todo, tratándose de las empresas que se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, el referido informe y evaluación serán efectuados por dicho Ministerio sobre la base de una metodología que se determinará por decreto conjunto de los ministerios de Hacienda y de Defensa Nacional.

Artículo 35.- 
El personal de la Secretaría Técnica del Consejo SEP y de la Comisión Chilena del Cobre no podrá prestar servicios profesionales, directa o indirectamente, a las personas o a las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° del presente título, sometidos a su supervigilancia o fiscalización, según corresponda. Esta incompatibilidad se mantendrá hasta seis meses después de haber expirado en funciones.

Artículo 36.-
No obstante lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N°19.886, las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, podrán utilizar los sistemas de compras y contratación establecidos conforme a dicha ley, incluidos los convenios marco. Para tales efectos, podrán celebrar convenios con la Dirección de Compras y Contratación Pública.

TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1º.-
Las disposiciones contenidas en el título  I de la presente ley comenzarán a regir a contar de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, con excepción de las vigencias especiales que se señalan en los incisos siguientes:


Los directores de las Administradoras de Fondos de Pensiones actualmente en ejercicio tendrán un plazo de 180 días contados desde la fecha de publicación de esta ley para presentar a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones la declaración de patrimonio a que se refiere esta ley.


Los nuevos artículos 36 y 137 bis de la Ley N° 18.046 entrarán en vigencia a los 90 días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


La modificación al artículos 10 y los nuevos artículos 12 bis y 12 ter, todos de la Ley N° 18.045, entrarán en vigencia a los 180 días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial. 


Los nuevos artículos 31, 44, 51, 52, 53, y las modificaciones a los artículos 50 bis, 57, 67, 69, 89, y el nuevo Título XVI, todos de la Ley N° 18.046, así como el nuevo Título XXVIII de la Ley N° 18.045, entrarán en vigencia a los 365 días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo 2°.-
Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, y una vez ejercidas las facultades del artículo anterior, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, con la firma del ministro sectorial respectivo, fije los textos refundidos, coordinados y sistematizados de las leyes orgánicas de las empresas o sociedades del Estado.

Artículo 3º.-
Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, modifique el decreto ley N°2.079, de 1978, Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile, para adecuarlo a lo dispuesto en el artículo 29 y en el inciso séptimo del artículo 33 de la presente ley. 


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá crear, fusionar y suprimir órganos y cargos, fijarles sus atribuciones y adecuar las normas del referido decreto con fuerza de ley para armonizar sus disposiciones con las modificaciones que introduzca.

Artículo 4º.- 
Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije las plantas de personal del Consejo SEP. En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. 


De igual forma, determinará la fecha de vigencia de las mismas, así como la dotación máxima de personal.


El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Consejo SEP.
Artículo 5º.-
Para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4° del Código del Trabajo, el Consejo SEP  será el continuador legal, para todos los efectos, del Comité denominado Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción. En consecuencia, los trabajadores que a la fecha de creación de dicho Consejo tengan un contrato de trabajo vigente con la Corporación de Fomento de la Producción y se encuentren prestando servicios en el mencionado Comité, no verán alterados los derechos y obligaciones emanados de sus contratos individuales, que mantendrán su vigencia y continuidad con el Consejo SEP."

Artículo 6º.-
Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, introduzca todas las modificaciones que sean necesarias al decreto ley N°3.538, de 1980, Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros y a las plantas y dotaciones de personal de esta institución, para adecuar sus funciones, estructura, procedimientos y plantas de personal a las tareas que le encomienda la presente ley. 

Artículo 7º.-
Las disposiciones contenidas en el título  II, comenzarán a regir a contar de la fecha de publicación de la presente ley, sin perjuicio de las siguientes vigencias especiales:


1) Los artículos 31° y 34°, regirán a contar del 1° de diciembre de 2005. 


2) Las disposiciones contenidas en los párrafos primero y segundo del título II de esta ley, regirán a contar del 1 de abril de 2006. 


3) Los artículos 21° al 30°, y 32° regirán a contar del 1 de octubre de 2006.


Con todo, a contar de la fecha de vigencia de las normas relativas a la constitución y funcionamiento del Consejo SEP y hasta la entrada en vigencia de las modificaciones de las leyes orgánicas a que se refieren los artículos indicados en el numeral 3) anterior, los nombramientos, remociones o designaciones de directores o consejeros, según sea el caso, que correspondan al Presidente de la República, a Ministerios o Ministros, a la Corporación de Fomento de la Producción o a alguno de sus comités conforme a dichas leyes orgánicas, serán efectuados por el Consejo SEP con el voto favorable de los consejeros que hayan sido nombrados a la respectiva fecha.”.

Dios guarde a V.E.,



(Fdo.):RICARDO LAGOS ESCOBAR



Presidente de la República


JAIME RAVINET DE LA FUENTE


Ministro de Defensa Nacional 



JORGE RODRÍGUEZ GROSSI



Ministro de Economía,



Fomento y Reconstrucción 


NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN


Ministro de Hacienda



ALFONSO DULANTO RENCORET



Ministro de Minería


JAIME ESTEVEZ VALENCIA


Ministro de Transportes


y Telecomunicaciones
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECE UNA ASOCIACIÓN ENTRE CHILE, POR UNA PARTE, Y LA COMUNIDAD EUROPEA Y SUS ESTADOS MIEMBROS, POR OTRA, PARA TENER EN CUENTA LA ADHESIÓN A LA UNIÓN EUROPEA DE LAS REPÚBLICAS CHECA, DE ESTONIA, DE CHIPRE, DE LETONIA, DE LITUANIA, DE HUNGRÍA, DE MALTA, DE POLONIA, DE ESLOVENIA Y ESLOVACA

(3917-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente


PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo Adicional al Acuerdo por el que se establece una Asociación entre la República de Chile, por una parte, y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra, para tener en cuenta la adhesión a la Unión Europea de la República Checa, la República de Estonia, la República de Chipre, la República de Letonia, la República de Lituania, la República de Hungría, la República de Malta, la República de Polonia, la República de Eslovenia y la República Eslovaca y sus anexos, suscrito en Santiago, Chile, el 16 de diciembre de 2004.”.



Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA

Presidente de la Cámara de Diputados

       CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO CON EL OBJETO DE PROTEGER EL PATRIMONIO DE LAS ORGANIZACIONES SINDICALES

(3610-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Diputados señora Adriana Muñoz y señores Sergio Aguiló, Fernando Meza, Pedro Muñoz, José Pérez, Fulvio Rossi y Boris Tapia.


A la sesión en que se consideró esta iniciativa de ley, asistió, además de los miembros de la Comisión, el asesor del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Francisco Del Río.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto


de indicaciones ni modificaciones:
no hay.

2.-
Indicaciones aprobadas


sin modificaciones:

5.

3.-
Indicaciones aprobadas


con modificaciones:

1, 2, 3, 4 y 6.

4.-
Indicaciones rechazadas:
ninguna.

5.-
Indicaciones retiradas:
no hay.

6.-
Indicaciones declaradas


inadmisibles:

ninguna.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las distintas indicaciones presentadas al artículo único del texto aprobado en general por el Honorable Senado -que se describe-, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo único


Modifica el artículo 257 del Código del Trabajo que, en su inciso primero, permite a las organizaciones sindicales adquirir, conservar y enajenar bienes de toda clase y a cualquier título, prescribiendo, en su inciso segundo, que la enajenación de bienes raíces deberá tratarse en asamblea citada al efecto por la directiva.


La iniciativa en informe propone incorporar, en dicho artículo, sendos incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos, que, en lo pertinente, se transcribirán separadamente, con las indicaciones recaídas en ellos.

Inciso tercero


El texto aprobado en general es el que sigue:


“Tratándose de inmuebles cuyo avalúo fiscal exceda el equivalente a catorce unidades tributarias anuales o que siendo inferior a dicha suma, sean el único bien raíz de una organización, su enajenación, la promesa de ésta y cualquier otra convención destinada a gravarlos, donarlos, darlos íntegramente en arriendo o ceder completamente su tenencia por más de cinco años, si fueran urbanos o por más de ocho, si fueran rústicos, incluidas las prórrogas, deberá ser aprobada por, a lo menos, dos terceras partes de los afiliados que se encuentren al día en el pago de sus cuotas sindicales, en asamblea extraordinaria convocada al efecto, con la presencia de un Notario Público que certifique haberse alcanzado dicho quórum.".


Fue objeto de tres indicaciones:


La indicación número 1, de los Honorables Senadores señores Bombal y Coloma, es para reemplazar la frase ", a lo menos, dos terceras partes de los afiliados que se encuentren al día en el pago de sus cuotas sindicales", por la siguiente: "el número de afiliados que expresamente dispongan los estatutos para estos efectos".


La indicación número 2, de los mismos señores Senadores, presentada en subsidio de la anterior, sustituye, en el inciso propuesto, la frase "dos terceras partes de los afiliados" por "tres quintos de los afiliados".


El Honorable Senador señor Parra, en relación con las indicaciones números 1 y 2, señaló que, en materia de quórum, los problemas pueden presentarse, más bien, en los grandes sindicatos, que son los que tienen mayor dificultad para reunirlo. Ahora bien, por la naturaleza del asunto en análisis, la mayoría absoluta de los afiliados parece ser el quórum más adecuado para adoptar los acuerdos de que se trata, ya que es suficiente garantía y resguardo, no sólo para las minorías, sino para el interés del conjunto de los afiliados, que es lo que se busca precaver. Su Señoría agregó que remitir este tema sólo a los estatutos, sin fijar en la ley un quórum mínimo, le parece peligroso.


El asesor del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social acotó que, efectivamente, el quórum que establece la norma aprobada en general es excesivo y, en consecuencia, resultaría pertinente remitir esta materia a lo que dispongan los estatutos, estableciendo, eso sí, un quórum mínimo, a saber, la mayoría absoluta de los afiliados, propuesta que fue compartida por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión.


- Puestas en votación las indicaciones números 1 y 2, fueron aprobadas, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio, modificadas de manera de contemplar la propuesta previamente descrita, con la redacción que se consigna en el Capítulo de Modificaciones.

La indicación número 3, también de los Honorables Senadores señores Bombal y Coloma, presentada al mismo inciso tercero, elimina la frase final ", con la presencia de un Notario Público que certifique haberse alcanzado dicho quórum".


Respecto de esta indicación, el Honorable Senador señor Parra afirmó que lo importante en este tema es que haya algún ministro de fe, agregando que, en las actuaciones de los sindicatos, generalmente actúa en esa calidad el Inspector del Trabajo. En ese sentido, le parece apropiado reemplazar la referencia a un Notario Público por otra que aluda, simplemente, a un ministro de fe, funcionarios que, por lo demás, se señalan en el artículo 218 del Código del Trabajo.


Los demás miembros de la Comisión concordaron con lo expresado y, en definitiva, esta última resolvió reemplazar la frase final “con la presencia de un Notario Público que certifique haberse alcanzado dicho quórum”, por la siguiente: “con la presencia del ministro de fe que señalen los estatutos”.


- En consecuencia, la indicación número 3 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio, modificada de manera de contemplar la enmienda precedentemente transcrita.
o o o


Enseguida, la Comisión consideró la indicación número 4, del Honorable Senador señor Parra, que intercala, a continuación del inciso tercero, un inciso nuevo, del siguiente tenor:


"La misma norma se aplicará tratándose de inmuebles adquiridos para el bienestar de los socios y sus familias. En este caso, si los ex miembros del sindicato tuvieran derecho al mismo beneficio, deberán concurrir a la aprobación a través de la organización que los agrupe o de una votación separada, convocada por el sindicato y certificada por el Notario Público a que se refiere el inciso anterior.".


El Honorable Senador señor Parra manifestó que esta indicación la formuló, fundamentalmente, en atención a que resulta lógico que los ex socios beneficiarios de los inmuebles de que se trata también sean parte de los acuerdos del caso.


El asesor del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social expresó que, al analizar esta propuesta con la Dirección del Trabajo, se advirtieron algunos inconvenientes importantes. Uno, referido al hecho formal de hacer intervenir en una decisión de suyo relevante para un sindicato a personas que no son miembros activos del mismo, ingerencia que podría afectar la autonomía sindical. Por otra parte, si ya existen dificultades para determinar con exactitud los padrones electorales de los propios sindicatos, el problema se profundizaría al tratar de definir los padrones de los ex socios, para efectos de que participaran en las decisiones de que se trata.


Ahora bien, atendido el espíritu de la indicación, al Ejecutivo le parece adecuado buscar una fórmula intermedia, en el sentido de que, para la validez de estos acuerdos, deba escucharse a los ex socios en cuestión, pero sin que tengan la participación que se propone en la indicación, ya que esto implicaría introducir un elemento extraño en la actual estructura de decisiones sindicales.


El Honorable Senador señor Parra aclaró que la idea de la indicación es, precisamente, obligar a que estos ex socios sean escuchados, antes de tomar las decisiones de que se trata. En consecuencia, no se busca que pasen a ser parte de la asamblea ni que tengan, para estos efectos, derechos equivalentes a los socios propiamente tales. Sólo se quiere precaver aquellos conflictos que, en la práctica, se han producido.


Al término de este análisis, la Comisión concordó en que resulta suficiente que los ex miembros del sindicato a que alude la indicación sean escuchados en la respectiva asamblea extraordinaria, en forma previa a la adopción del acuerdo de que se trata, dejándose constancia de ello por el ministro de fe correspondiente.


- Puesta en votación la indicación número 4, se aprobó, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio, modificada en la forma reseñada, con el texto que se consulta en el Capítulo de Modificaciones.
o o o

Incisos cuarto y quinto


Sus textos son los siguientes:


"Las organizaciones sólo podrán recibir como pago del precio, en caso de enajenación, otros inmuebles o dinero. En este último caso, con los recursos provenientes de la venta se deberá abrir una cuenta bancaria especial, administrada de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del artículo 263. El Conservador de Bienes Raíces que inscriba la transferencia deberá comprobar la existencia de la cuenta antes de proceder a dicho trámite.


Los recursos depositados en la cuenta especial sólo podrán destinarse a la compra de otros inmuebles sociales, la realización de mejoras en los ya existentes o la adquisición de bienes muebles destinados al equipamiento y mantención de unos y otros.".


La indicación número 5, de los Honorables Senadores señores Bombal y Coloma, es para eliminar, en el inciso cuarto, sus oraciones segunda y tercera.


La indicación número 6, de los mismos señores Senadores, es para suprimir el inciso quinto.


La Comisión resolvió analizar ambos incisos, con sus indicaciones, para facilitar los acuerdos que se adoptarán al respecto.


El Honorable Senador señor Bombal señaló que le parece inconveniente la restricción propuesta, en relación con el destino de los recursos que se obtengan de la enajenación de estos bienes raíces. Ello, atendiendo a la debida autonomía que corresponde a los sindicatos y considerando que puede haber otros requerimientos más urgentes y necesarios que atender.


Su Señoría agregó que con los resguardos que, en materia de disposición de bienes inmuebles sindicales, se han tomado en las normas aprobadas en este proyecto, es suficiente.


El asesor del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social expresó que el Ejecutivo no está de acuerdo en que la ley afecte el producto de estas ventas a fines determinados. No obstante, podría ser positivo que los dirigentes deban dar cuenta del destino que tendrán los recursos obtenidos de la enajenación de bienes raíces sindicales.


El Honorable Senador señor Parra respaldó estas indicaciones, ya que la ley no debe llegar a extremos que limiten la gestión de las organizaciones sindicales.


A su juicio, bastaría con agregar, al final del nuevo inciso tercero que se incorpora al artículo 257 del Código del Trabajo, que en el acuerdo de la asamblea extraordinaria de que se trata deberá dejarse constancia del destino que se dará al producto de la enajenación del inmueble respectivo.


- La Comisión concordó con los planteamientos precedentes y, en virtud de ello, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio, adoptó los siguientes acuerdos:


- Aprobó la indicación número 5.


- Aprobó, con modificaciones, la indicación número 6, con el objeto de suprimir el nuevo inciso quinto que se proponía en el proyecto, incorporando, al final del nuevo inciso tercero que se introduce en el artículo 257, la siguiente oración: “En dicho acuerdo, deberá dejarse constancia del destino que se dará al producto de la enajenación del inmueble respectivo.”.

Inciso sexto

Es del siguiente tenor:


“Los actos realizados en infracción a lo dispuesto en los incisos precedentes adolecerán de nulidad relativa.”.


La Comisión estuvo conteste en que puede darse la situación de que la nulidad en cuestión también sea absoluta, por lo que estimó conveniente suprimir de la norma la palabra “relativa”.


- En consecuencia, la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra y Ruiz De Giorgio, adoptó el acuerdo transcrito.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único


- Sustituir, en el inciso tercero, nuevo, que se incorpora al artículo 257 del Código del Trabajo, las frases “, a lo menos, dos terceras partes de los afiliados que se encuentren al día en el pago de sus cuotas sindicales, en asamblea extraordinaria convocada al efecto, con la presencia de un Notario Público que certifique haberse alcanzado dicho quórum.”, por lo siguiente:


“el número de afiliados que expresamente dispongan los estatutos para estos efectos, el que no podrá ser inferior a la mayoría absoluta de ellos, en asamblea extraordinaria convocada al efecto, con la presencia del ministro de fe que señalen los estatutos. En dicho acuerdo, deberá dejarse constancia del destino que se dará al producto de la enajenación del inmueble respectivo.”.


(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 1, 2, 3 y 6).


- A continuación, agregar como inciso cuarto, nuevo, el que sigue:


“Cuando se tratare de inmuebles adquiridos para el bienestar de los socios y sus familias, los ex miembros del sindicato que tuvieran derecho al mismo beneficio deberán ser escuchados en la asamblea extraordinaria a que se refiere el inciso anterior, en forma previa a la adopción del acuerdo, dejándose constancia de ello por el ministro de fe correspondiente.”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 4).


- En el inciso cuarto, nuevo, que pasa a ser inciso quinto, suprimir sus oraciones segunda y tercera, esto es, desde la frase “En este último caso” hasta “a dicho trámite.”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 5).


- Suprimir el inciso quinto, nuevo, propuesto en el artículo único.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 6).


- Eliminar, en el inciso sexto, nuevo, la palabra “relativa”.


(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Incorpóranse en el artículo 257 del Código del Trabajo, los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos:


“Tratándose de inmuebles cuyo avalúo fiscal exceda el equivalente a catorce unidades tributarias anuales o que siendo inferior a dicha suma, sean el único bien raíz de una organización, su enajenación, la promesa de ésta y cualquier otra convención destinada a gravarlos, donarlos, darlos íntegramente en arriendo o ceder completamente su tenencia por más de cinco años, si fueran urbanos o por más de ocho, si fueran rústicos, incluidas las prórrogas, deberá ser aprobada por el número de afiliados que expresamente dispongan los estatutos para estos efectos, el que no podrá ser inferior a la mayoría absoluta de ellos, en asamblea extraordinaria convocada al efecto, con la presencia del ministro de fe que señalen los estatutos. En dicho acuerdo, deberá dejarse constancia del destino que se dará al producto de la enajenación del inmueble respectivo.

Cuando se tratare de inmuebles adquiridos para el bienestar de los socios y sus familias, los ex miembros del sindicato que tuvieran derecho al mismo beneficio deberán ser escuchados en la asamblea extraordinaria a que se refiere el inciso anterior, en forma previa a la adopción del acuerdo, dejándose constancia de ello por el ministro de fe correspondiente.


Las organizaciones sólo podrán recibir como pago del precio, en caso de enajenación, otros inmuebles o dinero.


Los actos realizados en infracción a lo dispuesto en los incisos precedentes adolecerán de nulidad.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 3 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bombal Otaegui (Presidente), Julio Canessa Robert, Augusto Parra Muñoz y José Ruiz De Giorgio.


Sala de la Comisión, a 8 de agosto de 2005.



                    (Fdo.)MARIO LABBÉ ARANEDA



                       Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE MECANISMOS DE PROTECCIÓN  Y DE EVALUACIÓN DE EFECTOS PRODUCIDOS POR DETERIORO DE LA CAPA DE OZONO

(2725-12)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, el que se encuentra en su tercer trámite constitucional.





A la sesión en que se consideró esta iniciativa asistieron en calidad de invitados a ella, la Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional de Medio Ambiente, señora Paulina Saball y el Fiscal, señor Eduardo Correa.

- - -





Cabe hacer presente que el artículo 24 del proyecto requiere para su aprobación del quórum de ley orgánica constitucional, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.

- - -





El Honorable Senador señor Horvath, señala que el proyecto sobre los efectos que produce el deterioro de la capa de ozono es una moción parlamentaria que fue aprobada por el Senado.





El proyecto establece el aviso sistemático y oportuno a la comunidad sobre los niveles de radiación ultravioleta, normalmente asociados a los informes metereológicos; establece  también los mecanismos de prevención para evitar la radiación y la normalización de los elementos protectores, tales como anteojos y otros y, finalmente crea una red de medición con cobertura a nivel nacional. Asimismo, introduce en la ley laboral mecanismos de prevención para las personas que por su trabajo están expuestos a la radiación.





El Ejecutivo hizo un importante aporte a través de indicaciones, en orden a concordar nuestra legislación con los compromisos adquiridos internacionalmente, especialmente a los adquiridos al suscribir el Protocolo de Montreal.





Por otra parte, señaló que nuestro país tiene un nivel de radiación de los más altos en el mundo, lo que no sólo daña la salud humana sino que, además, tiene efectos en el área productiva, por lo tanto debemos tener una buena capacidad de evaluación puesto que Chile es víctima de otros países que emiten a la atmósfera productos que deterioran la capa de ozono.





El Honorable Senador señor Larraín consulta los motivos por los cuales en  la Cámara se le hizo tantas modificaciones.





El Honorable Senador señor Horvath señala que el Ejecutivo agregó lo relativo al cumplimientos de nuestros compromisos internacionales. Además, indica que como miembros de la Comisión de Medio Ambiente del Senado, asistieron a la Cámara para concordar las modificaciones y agilizar este tercer trámite.





A continuación solicita a la señora Directora de CONAMA que explique las indicaciones del Ejecutivo que modifican el texto aprobado por el Senado.





La Directora de CONAMA hace presente que el proyecto es una Moción de los Senadores señores Horvath, Ruiz de Giorgio Stange y Vega.





Agrega que en el segundo trámite constitucional, el Ejecutivo presentó una Indicación Sustitutiva para complementar el proyecto, en orden a dar cumplimiento a los compromisos del Protocolo de Montreal, particularmente en lo relativo a la importación y uso de productos y sustancias de aquéllas controladas en el Protocolo de Montreal.





Expresa que los artículos 1° al 4° del texto aprobado por la Cámara, son disposiciones generales que señalan los objetivos del proyecto y sus contenidos; los artículos 5° al 15 constituyen la parte sustantiva de la Indicación del Ejecutivo, que esencialmente señalan las sustancias agotadoras de la capa de ozono, las que están identificadas en los Anexos del Protocolo de Montreal.





El artículo 6° prescribe que el consumo nacional de las sustancias agotadoras debe ajustarse a los límites impuestos en el Protocolo.





El artículo 7° prohíbe la importación y la exportación de estas sustancias o productos desde y hacía los países que no forman parte del Protocolo de Montreal.





Enseguida regula la importación y exportación de productos desde y hacia aquéllos países que son parte del Protocolo y señala que, en el caso de la regulación, se establecerá a través de un decreto supremo que dicta el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en el cual se establecen los volúmenes e identificación de las sustancias conforme a las estipulaciones del Protocolo. Recalcó la importancia de establecerlo de esta manera, toda vez que si se modifica el Protocolo en lo relativo a las sustancias, no es necesario modificar nuestra ley, ya que la regulación queda establecida por la vía del decreto.





Asimismo, las modificaciones propuestas hacen aplicable las excepciones que el Protocolo de Montreal establece; otorga facultades al Servicio Nacional de Aduanas para controlar las importaciones y la salida de los productos y sustancias controladas, en coordinación con el Ministerio de Salud y el Servicio  Agrícola y Ganadero.





El artículo 13 establece la vigencia de la prohibición de utilización para fines industriales de los productos controlados, fijándola en 1 año desde que el país ha entrado en cumplimiento de la prohibición de las importaciones de sustancias o productos controlados.





El artículo 14 faculta al Ministerio de Salud para reglamentar la generación, almacenamiento, transporte y  reciclaje de estos productos controlados.





Lo anteriormente señalado, constituye lo esencial de las modificaciones que se introducen al Título II.





A su vez, el Título III es casi igual a la Moción que originó el proyecto, con dos modificaciones que introdujo el Ejecutivo. 





Reitera que tal como lo señaló el Senador Horvath, la Moción original se refería básicamente al etiquetado de los productos controlados; a la obligación del Ministerio de Salud de evaluar periódicamente el impacto de la radiación uv sobre la salud de las personas; a la información al público por la vía de los informes meteorológicos que obligan a señalar los índices de radiación uv; a la protección de los trabajadores expuestos a la radiación, al etiquetado de los instrumentos que emiten radiaciones uv; a la rotulación de los protectores, y a la información en los lugares públicos.





Respecto de las materias enunciadas en el párrafo anterior, el Ejecutivo presentó Indicación para determinar los organismos que fiscalizarán el cumplimiento de las normas . Es así como se entrega al Servicio Nacional del Consumidor la facultad de fiscalizar las normas, al Ministerio de Economía la obligación de señalar la normativa técnica sobre la rotulación, y a la Dirección del Trabajo la fiscalización de las normas de protección a los trabajadores.





El Título IV se refiere a las sanciones, estableciendo multas de 2 a 50 UTM, en el caso de infracción a las normas sobre importación  y exportación.





Otorga competencia a los Juzgados de Policía Local y a los Juzgados del Trabajo, según el caso, para conocer las infracciones a la ley.





Otorga al Servicio Nacional de Aduanas la facultad de disponer, en coordinación con la autoridad sanitaria y el Servicio Agrícola y Ganadero, la eliminación o disposición final de las sustancias y productos prohibidos.





El nuevo Título V propuesto, se refiere a disposiciones generales. 





El artículo 26 establece una excepción, permitiendo la importación del bromuro de metilo cuando su uso esté destinado a aplicaciones de cuarentena o preembarque, obligando a los usuarios de esta sustancia a informar trimestralmente al Servicio Agrícola y Ganadero las cantidades importadas, utilizadas o distribuidas, con indicación de la actividad productiva específica.





En síntesis, se complementó la Moción de los Senadores en aspectos tales como la fiscalización, la importación de productos y sustancias conforme al Protocolo, y lo relativo a las sanciones. 





El Honorable Senador señor Larraín señala que por tratarse de un proyecto en tercer trámite, la posibilidad de la Comisión de legislar es limitada, ya que sólo se puede decir sí o no. Frente a esto consulta los motivos por los cuales el Ejecutivo no hizo las indicaciones en el primer trámite del proyecto, posibilitando que el Senado las analizara debidamente y tuviera la posibilidad de mejorarlas, ya que, en esta etapa cualquier cambio implica la creación de una Comisión Mixta que trabaría y demoraría el proyecto.





Advierte que, desde el punto de vista de la técnica legislativa, esta situación limita a la Comisión para analizar estas materias y efectuar cualquier cambio.





La Directora de CONAMA explica que siendo esta iniciativa una Moción de los Senadores presentada el año 2002, desde esa época el Ejecutivo viene trabajando en decidir la forma en que, como país, se iba a dar cumplimiento al Protocolo de Montreal. 





Paralelamente a la tramitación de la Moción el Ejecutivo concluyó que la única manera de cumplir con el Protocolo era por la vía legislativa, toda vez que Chile no produce sustancias agotadoras de la capa de ozono, pero sí usa e importa estos productos, y por lo tanto había que controlar la  importación de estas sustancias, lo cual sólo se puede hacer mediante una ley. 





Agrega que el Ejecutivo planteó a la Comisión del Senado la posibilidad de hacer una Indicación Sustitutiva, una vez que el proyecto estuviera en la Cámara de Diputados, y que tal Indicación se conversó con los Senadores autores de la Moción, recibiendo sus sugerencias cuando el proyecto estaba en discusión en la Cámara.





Reitera que mientras se tramitaba esta Moción, el Ejecutivo avanzaba en su estudio para dar cumplimiento al Protocolo.





El Honorable Senador señor Horvath corrobora lo planteado por la señora Directora de CONAMA. 





La Directora de CONAMA continúa señalando que el Ejecutivo trabajó en dos frentes: por una parte, en determinar la forma de cumplir con los compromisos del Protocolo, y por la otra, con un Programa de apoyo a los usuarios, en lo técnico y financiero, ejecutado por La Oficina de Estudios y Políticas Agrarias del Ministerio de Agricultura (ODEPA), que les permitirá a los usuarios reconvertir y sustituir estos productos.





El Honorable Senador señor Vega asevera que el proyecto originalmente se orientó a la protección de las personas, sin embargo estima que las enmiendas introducidas al proyecto reducen las posibilidades tecnológicas de usar ciertos productos que el país necesita para avanzar en su desarrollo. 





El Honorable Senador señor Larraín plantea que desde el punto de vista de la técnica legislativa, el articulado propuesto por la Cámara no le parece apropiado. Señala que al leer los artículos incorporados por la Cámara, especialmente los primeros artículos, constata que todos están redactados haciendo referencia, en todo momento, al Protocolo de Montreal.





A vía de ejemplo, señala que el artículo 5° prescribe que para los efectos de esta ley, se entenderá por “sustancias controladas”, aquellas definidas como tal por el Protocolo de Montreal; el artículo 7°, a su vez, prohíbe la importación de sustancias controladas desde y hacia países que no son parte del Protocolo de Montreal y así una serie de artículos en los cuales se hace referencia al Protocolo de Montreal. Pregunta que pasaría si se modifica el Protocolo de Montreal y afirma que una ley debe sustentarse por sí misma y bastarse a si misma, debiendo ser comprendida por los ciudadanos por el mero hecho de su lectura, y sin necesidad de recurrir a otras fuentes para su cabal comprensión.





Tomando el ejemplo del artículo 5°, debiera ser la propia ley la que defina “sustancias controladas”.





En relación a la prohibición de importación de “sustancias controladas” advierte que la norma puede atentar contra la actividad comercial, y por lo mismo de aprobarse, debiera votarse con un quórum especial, puesto que aquí hay un problema constitucional, al regular o limitar el desarrollo de una actividad económica. (Artículo 19 N° 21 de la Constitución Política).





Por ello, a pesar de ser partidario del proyecto, estima que las normas del mismo requieren un estudio más de fondo. 





El Honorable Senador señor Horvath señala que el Protocolo de Montreal es bastante complejo y que, precisamente, para facilitar su comprensión se hace referencia al mismo, evitando reproducir su contenido en la ley. Agrega que el Protocolo de Montreal es una ley toda vez que fue ratificado por nuestro país, y que en muchas leyes se hace referencia a otras leyes.





La Directora de CONAMA refiriéndose a las prevenciones del Senador Vega, en cuanto a que la aprobación de esta ley podría traer consecuencias negativas para el desarrollo del país, afirma que como país estamos al día en todo lo relativo al uso industrial de las sustancias a que se refiere el Protocolo. En materia de salud se ha reemplazado todo el material de incubadoras. El único problema actual es el reemplazo del uso del bromuro de metilo que tiene una utilización intensiva en la agricultura, particularmente en el sector frutícola, y tenemos un programa de reducción a largo plazo.





Respecto a lo señalado por el Honorable Senador señor Larraín, reafirma que el Protocolo y sus enmiendas fueron ratificadas por el Poder Legislativo y que la referencia que efectúa el artículo 5° al Protocolo es muy acotada, ya que individualiza claramente los Anexos en que se encuentran las sustancias controladas, que son los Anexos A, B, C y E. 





Agrega que el objetivo de ello no es rigidizar el tema y dado que Chile suscribió el Protocolo, el Ejecutivo sabe que éste está en revisión permanente. Agrega que para solucionar el problema del bromuro de metilo que, como ya se dijo, no tiene sustituto, es conveniente hacer referencia al Protocolo toda vez que éste puede extender el plazo permitido para el uso de dicho producto, y si ello ocurre, no habría necesidad de modificar la ley. 





A continuación el Honorable Senador señor Larraín anuncia su abstención en la votación de cada uno de los artículos. 





En tanto los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega expresan que darán su aprobación a favor de todas y cada una de las modificaciones propuestas.

-.-.-.-.-.-.-.





A continuación se efectúa, siguiendo el orden del articulado del proyecto, una relación de las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al texto aprobado por el Senado en primer trámite constitucional, así como los acuerdos adoptados por la Comisión respecto de las referidas enmiendas.





La Cámara de Diputados incorporó los siguientes títulos y artículos nuevos: 

“Título I

Disposiciones generales





Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley establecen y regulan los mecanismos de control aplicables a las sustancias agotadoras de la capa de ozono estratosférico y a los productos cuyo funcionamiento requiera del uso de dichas sustancias, las medidas destinadas a la prevención, protección y evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono, por la exposición a la radiación ultravioleta, y las sanciones aplicables a quienes infrinjan dichas normas.





Artículo 2°.- Los mecanismos de control y demás medidas que regula esta ley tienen por finalidad la adecuada implementación del Protocolo de Montreal, relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, suscrito y ratificado por Chile y promulgado mediante el decreto supremo N° 238, de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y sus enmiendas posteriores, además de resguardar la salud humana y los ecosistemas que se vean afectados por la radiación ultravioleta.





Artículo 3°.- Conforme a lo previsto en el artículo anterior, los mecanismos de control que establece esta ley permiten registrar y fiscalizar la importación y exportación de sustancias agotadoras de la capa de ozono y de los productos que las utilicen en su funcionamiento, aplicar las restricciones y prohibiciones tanto a dichas operaciones como a la producción nacional de las sustancias indicadas cuando corresponda de conformidad con las estipulaciones del Protocolo de Montreal, y cautelar que la utilización y aplicación de tales sustancias y productos se realice de acuerdo con normas mínimas de seguridad para las personas.





Artículo 4°.- Para el adecuado resguardo de la salud de la población frente a los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono, esta ley establece un conjunto de medidas de difusión, prevención y evaluación tendientes a generar y proporcionar información idónea y oportuna a los sujetos expuestos a riesgo y a estimular conductas seguras frente a éste.

Título II

De las sustancias y productos controlados y de los mecanismos de control





Artículo 5°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por “sustancias controladas” aquellas definidas como tales por el Protocolo de Montreal, relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, individualizadas en sus Anexos A, B, C y E, ya sea en estado puro o en mezclas.





Para los efectos de esta ley, se entenderá por “productos controlados” todo equipo o tecnología, sea nuevo o usado, que contenga las sustancias señaladas en el inciso anterior, individualizados en el Anexo D del Protocolo de Montreal. Sin que la enumeración sea taxativa, se comprenden en esta categoría las unidades de aire acondicionado para vehículos motorizados, ya sea incorporadas o no a estos últimos, las unidades de aire acondicionado doméstico o industrial, los refrigeradores domésticos o industriales, las bombas de calor, los congeladores, los deshumificadores, los enfriadores de agua, las máquinas de fabricación de hielo, los paneles de aislamiento y los cobertores de tuberías, que contengan sustancias controladas.





Artículo 6°.- El consumo nacional de las sustancias y productos controlados a que se refiere el artículo anterior deberá ajustarse anualmente a los volúmenes máximos definidos en las metas de reducción progresiva establecidas por el Protocolo de Montreal, hasta lograr su total eliminación, todo ello de acuerdo con los plazos previstos para cada sustancia o producto.





Para tal efecto, desde la entrada en vigencia de esta ley, todas las sustancias y productos controlados quedarán sujetos a las medidas de control y a las restricciones y prohibiciones que establecen sus disposiciones.





Artículo 7°.- Se prohíbe la importación y exportación de sustancias controladas, desde y hacia países que no son Parte del Protocolo de Montreal.





Artículo 8°.- Se prohíbe la importación y exportación de productos, nuevos o usados, que contengan sustancias controladas por el Protocolo de Montreal, contempladas en sus Anexos A, B y Grupo II del Anexo C, desde y hacia países que no son Parte del Protocolo de Montreal.





Artículo 9°.- La importación y exportación de sustancias y productos controlados, desde y hacia países Parte del Protocolo de Montreal, deberán ajustarse a las normas, condiciones, restricciones y plazos previstos en dicho instrumento internacional.





Para tal efecto, mediante uno o más decretos del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que llevarán también la firma de los Ministros de Hacienda, Salud, Relaciones Exteriores, y Economía, Fomento y Reconstrucción, y, cuando corresponda, la del Ministro de Agricultura, se individualizarán las sustancias y productos controlados cuya importación y exportación estarán prohibidas conforme a las estipulaciones del Protocolo de Montreal y establecerán el calendario y plazos para la vigencia de dichas prohibiciones, así como los respectivos volúmenes de importación y exportación anuales para el tiempo intermedio y los criterios para su distribución.





Igual mecanismo se aplicará cuando, en virtud de nuevas decisiones y compromisos adquiridos por Chile para el cumplimiento del Protocolo de Montreal, deban incluirse nuevas sustancias y productos en el régimen de prohibiciones descrito.





Una vez dictados el o los decretos referidos, el Director Nacional de Aduanas, en uso de sus atribuciones, establecerá un sistema de administración de los volúmenes máximos de importación y exportación que en dichos instrumentos se determinen.





Con todo, los decretos que se dicten en virtud de este artículo podrán omitir el establecimiento de volúmenes máximos de importación y exportación anuales, siempre que de la información oficial, validada y proporcionada por los organismos competentes, conste que el consumo interno de la respectiva sustancia o producto controlado es inferior a la meta impuesta por el Protocolo de Montreal, y en tanto dicha circunstancia perdure.





Artículo 10.- Para los efectos de esta ley, serán aplicables las excepciones que el Protocolo de Montreal establece para determinadas sustancias controladas.




Las excepciones aplicables a cada sustancia o producto controlado serán explicitadas en el o en los decretos que se dicten en conformidad al artículo anterior.





Artículo 11.- El Servicio Nacional de Aduanas ejercerá las facultades fiscalizadoras que le otorga la ley para controlar el ingreso y la salida del país de las sustancias y productos controlados, en el momento de cursarse la destinación aduanera y, a posteriori, conforme a las normas establecidas en la Ordenanza de Aduanas y en la ley orgánica del referido Servicio.





Artículo 12.- Sin perjuicio de la fiscalización que compete a la autoridad sanitaria, al Servicio Agrícola y Ganadero y demás organismos competentes, corresponderá al Director Nacional de Aduanas impartir las instrucciones relativas a la forma de acreditar el cumplimiento de los requisitos, exigencias, documentos y visaciones aplicables a las sustancias y productos controlados, para la tramitación de las respectivas destinaciones aduaneras.





En todo caso, para cursar las destinaciones aduaneras de las sustancias y productos controlados aún no prohibidos, de las correspondientes a volúmenes de importación autorizados, o de los exceptuados en conformidad al artículo 10, el Servicio Nacional de Aduanas exigirá un certificado emitido por la autoridad sanitaria respectiva o por el Servicio Agrícola y Ganadero, según corresponda, que señale el lugar autorizado donde se depositarán las respectivas sustancias, la ruta y las condiciones de transporte desde los recintos aduaneros hasta el lugar de depósito indicado, y las modalidades de manipulación de las mismas.





Los certificados a que alude el inciso anterior deberán ser otorgados por el organismo competente dentro del tercer día de requerido y la solicitud sólo podrá denegarse mediante resolución fundada, sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones sobre silencio negativo establecidas en el artículo 65 de la ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.





Sin perjuicio de lo anterior, será responsabilidad del importador y del exportador, respectivamente, verificar con su proveedor extranjero o nacional la naturaleza del producto o sustancia importado o exportado, para los efectos de dar cumplimiento a la normativa aplicable, correspondiendo al agente de aduanas verificar el cumplimiento de las exigencias o la obtención de las autorizaciones que procedan,  conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Ordenanza de Aduanas.





Artículo 13.- Transcurrido un año desde la fecha en que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 9° de esta ley, entre en vigencia la prohibición de importación y exportación de una sustancia o producto controlado, quedará también prohibida la utilización industrial de los mismos.





Artículo 14.- Corresponderá al Ministerio de Salud dictar la reglamentación aplicable a la generación, almacenamiento, transporte, tratamiento o reciclaje de las sustancias y productos controlados, en la que deberán incluirse las normas que permitan una adecuada fiscalización de las actividades anteriores.





Artículo 15.- El reglamento establecerá las demás normas necesarias para la adecuada aplicación de lo previsto en este Título, sin perjuicio de las atribuciones normativas que la ley confiere a los organismos competentes en la materia.”.





En votación los Títulos nuevos y los artículos 1° al 15 del proyecto introducidos por la Cámara de Diputados en segundo trámite constitucional, se aprueban con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.

- - - - - - - 





A continuación, la Cámara de Diputados, ha consultado el siguiente Título III, nuevo, y su correspondiente epígrafe:

“Título III

De las medidas de difusión, evaluación, prevención y protección”

Artículo 1º del texto del Senado





Ha pasado a ser Artículo 18, sustituyendo la expresión “Tabla”, por “tabla”, y ordenado en la forma que se señala:




“Artículo 18.- Los informes meteorológicos emitidos por medios de comunicación social deberán incluir antecedentes acerca de la radiación ultravioleta y sus fracciones, y de los riesgos asociados.


Los organismos públicos y privados que midan radiación ultravioleta lo harán de acuerdo con los estándares internacionales y entregarán la información necesaria a la Dirección Meteorológica de Chile para su difusión. Estos informes deberán expresar el índice de radiación ultravioleta según la tabla que establece para estos efectos la Organización Mundial de la Salud, e indicarán, además, los lugares geográficos en que se requiera de protección especial contra los rayos ultravioleta.”.





En votación el artículo 1° aprobado por el Senado, que ha pasado a ser artículo 18, se aprueba con la enmienda propuesta con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.

Artículo 2º del texto del Senado


Ha pasado a ser Artículo 16, con la siguiente redacción:


“Artículo 16.- Para la comercialización y utilización industrial de productos controlados que no estén prohibidos en conformidad a esta ley, en sus etiquetas y publicidad deberá incluirse un aviso destacado que advierta que dicho producto deteriora la capa de ozono.


El contenido, forma, dimensiones y demás características de este aviso serán determinadas por la normativa técnica que para tal efecto dictará el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Corresponderá al Servicio Nacional del Consumidor velar por el cumplimiento de la obligación establecida en este artículo, y su infracción será sancionada conforme a la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.”.





En votación el artículo 2° aprobado por el Senado, que ha pasado a ser artículo 16, se aprueba con la enmienda propuesta con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.

Artículo 3º del texto del Senado


Ha pasado a ser Artículo 21, sustituido por el siguiente:


“Artículo 21.- Los bloqueadores, anteojos y otros dispositivos o productos protectores de la quemadura solar, deberán llevar indicaciones que señalen el factor de protección relativo a la equivalencia del tiempo de exposición a la radiación ultravioleta sin protector, indicando su efectividad ante diferentes grados de deterioro de la capa de ozono.


Corresponderá al Servicio Nacional del Consumidor velar por el cumplimiento de la obligación establecida en este artículo, y su infracción será sancionada conforme a la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.”.





En votación el artículo 3° aprobado por el Senado, que ha pasado a ser artículo 21, se aprueba con la enmienda propuesta con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.

Artículo 4º del texto del Senado


Ha pasado a ser Artículo 19, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 19.- Sin perjuicio de las obligaciones establecidas en los artículos 184 del Código del Trabajo y 67 de la ley Nº 16.744, los empleadores deberán adoptar las medidas necesarias para proteger eficazmente a los trabajadores cuando puedan estar expuestos a radiación ultravioleta. Para estos efectos, los contratos de trabajo o reglamentos internos de las empresas, según el caso, deberán especificar el uso de los elementos protectores correspondientes, de conformidad con las disposiciones del Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los Lugares de Trabajo.


Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los funcionarios regidos por las leyes Nºs. 18.834 y 18.883, en lo que fuere pertinente.”.





En votación el artículo 4° aprobado por el Senado, que ha pasado a ser artículo 19, se aprueba con la enmienda propuesta con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.

Artículo 5º del texto del Senado

Ha pasado a ser Artículo 17, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 17.- Los efectos científicamente comprobados que produzca la radiación ultravioleta sobre la salud humana serán evaluados periódicamente por el Ministerio de Salud, sin perjuicio de las funciones que la ley asigne a otros organismos para la evaluación de dichos efectos sobre el ganado, especies vegetales cultivadas, flora y fauna y ecosistemas dependientes o relacionados.”.





En votación el artículo 5° aprobado por el Senado, que ha pasado a ser artículo 17, se aprueba con la enmienda propuesta con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.

Artículo 6º del texto del Senado

Ha pasado a ser Artículo 20, sustituido por el siguiente:


“Artículo 20.- Los instrumentos y artefactos que emitan radiación ultravioleta, tales como lámparas o ampolletas, deberán incluir en sus especificaciones técnicas o etiquetas, una advertencia de los riesgos a la salud que su uso puede ocasionar.


El contenido, forma, dimensiones y demás características de esta advertencia serán determinadas por la normativa técnica que para tal efecto dictará el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en conjunto con el Ministerio de Salud.


Corresponderá al Servicio Nacional del Consumidor velar por el cumplimiento de la obligación establecida en este artículo, y su infracción será sancionada conforme a la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, sin perjuicio de las facultades de la autoridad sanitaria en materia de protección de la salud de las personas.”.





En votación el artículo 6° aprobado por el Senado, que ha pasado a ser artículo 20, se aprueba con la enmienda propuesta con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.

Artículo 7º


Ha pasado a ser Artículo 22, en los mismos términos.

- - - - - - 


La Cámara de Diputados ha consultado el siguiente título nuevo y su epígrafe.

“Título IV

De las infracciones y sanciones”


Ha incorporado el siguiente Artículo 23, nuevo:


“Artículo 23.- El que importare o exportare sustancias o productos controlados infringiendo las disposiciones de esta ley, sus reglamentos o normas técnicas, será sancionado con multa de 2 a 50 unidades tributarias mensuales, cuyo producto ingresará a rentas generales de la Nación.


Las sanciones por las infracciones antes citadas se aplicarán administrativamente por el Servicio Nacional de Aduanas, mediante el procedimiento establecido en el Título II del Libro III de la Ordenanza de Aduanas, pero no regirá a su respecto la rebaja establecida en el artículo 188 de dicho cuerpo normativo.


De las multas aplicadas conforme al inciso anterior se podrá reclamar ante la Junta General de Aduanas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 189 de la Ordenanza de Aduanas.


Con todo, en caso de que las infracciones sean constitutivas de delitos de contrabando u otros previstos en las leyes vigentes, los responsables serán sancionados penalmente conforme a dichas normas legales.”.





En votación el Título IV y su epígrafe, nuevo, que incorpora un artículo 23, nuevo, propuesto por la Cámara de Diputados, se aprueba con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.

- - - - - - 

Artículo 8º


Ha pasado a ser Artículo 24, sustituido como sigue:


“Artículo 24.- Las demás infracciones de las disposiciones de esta ley serán sancionadas con multa, a beneficio fiscal, de 2 hasta 50 unidades tributarias mensuales.


Será competente para conocer de dichas infracciones el juez de policía local correspondiente, sin perjuicio de la competencia que corresponda a los juzgados del trabajo, en su caso.”.





En votación el artículo 8° aprobado por el Senado, que ha pasado a ser artículo 24, se aprueba con la enmienda propuesta con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.

- - - - - - -


La Cámara de Diputados ha incorporado el siguiente Artículo 25, nuevo:


“Artículo 25.- El Director Nacional de Aduanas ordenará, por la vía administrativa y previa coordinación con la autoridad sanitaria o el Servicio Agrícola y Ganadero, según corresponda, la eliminación o disposición final de las sustancias y productos prohibidos, y de aquellos cuya importación y exportación quede prohibida en virtud de lo dispuesto en esta ley.”.





En votación el artículo 25. nuevo, propuesto por la Cámara de Diputados, se aprueba con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.

- - - - - -


La Cámara de Diputados ha agregado el siguiente título V, con los artículos 26, 27 y 28, nuevos, que se consignan:

“Título V

Disposiciones varias


Artículo 26.- No será aplicable la exigencia del certificado previsto en el artículo 12 de esta ley respecto del bromuro de metilo destinado a utilizarse en aplicaciones de cuarentena o de preembarque. En los demás casos, el certificado para dicha sustancia será otorgado por el Servicio Agrícola y Ganadero.


Artículo 27.- Las entidades importadoras, distribuidoras y usuarias de bromuro de metilo tendrán la obligación de declarar al Servicio Agrícola y Ganadero, trimestralmente, las cantidades del producto, adquiridas, almacenadas, distribuidas y utilizadas, por actividad productiva específica.


Artículo 28.- Las disposiciones de esta ley entrarán en vigencia desde la fecha de su publicación.”.





En votación el Título V con los artículos 26, 27 y 28, nuevos, incorporados por la Cámara de Diputados, se aprueban con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Ávila, Horvath, Sabag y Vega y la abstención del Honorable Senador señor Larraín.

- - - - - - - -



Acordado en sesión celebrada el día 3 de agosto de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Nelson Ávila Contreras, Hernán Larraín Fernández (Rodolfo Stange Oelckers), Hosain Sabag Castillo (Jorge Pizarro Soto), y Ramón Vega Hidalgo.






Sala de la Comisión, a 9 de agosto de 2005.







(Fdo.):MAGDALENA PALUMBO OSSA








Secretario Accidental
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MOCIÓN  DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR MORENO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, A MONSEÑOR RICARDO EZZATI ANDRELLO

(3948-07)

Honorable Senado:






Por la presente Moción, tenemos el honor de presentar a la consideración de esta Honorable Corporación un proyecto de ley que tiene por objeto otorgar, por especial gracia, la nacionalidad chilena a Monseñor Ricardo Ezzati Andrello, como reconocimiento a la valiosa y fructífera labor que durante varias décadas ha realizado en nuestro país, particularmente. en actividades académicas, públicas y privadas, contribuyendo al progreso de la educación y al desarrollo y formación de los más desposeídos.






Monseñor Ezzati nace en Italia el 7 de enero de 1941, hijo de don Mario Ezzati y de doña Asunción Andrello. Llega a Chile el 7 de noviembre de 1959.






Posteriormente, entre los años 1966 y 1971, es enviado a Italia, a estudiar en la Facultad de Teología de la Pontificia Universidad Salesiana de Roma, obteniendo el grado de Licenciatura en Teología. Realiza un posgrado Pedagogía Religiosa y Catequética en la Universidad Pontificia y Estatal de Strasboug (Francia), becado por el gobierno francés, obteniendo el título de Masteren Ciencias Religiosas y Pastoral.






En 1974, obtiene el título de Profesor de Estado en la Universidad Católica de Valparaíso.






Su labor en nuestro país, particularmente, en el área educacional ha quedado de manifiesto en su entrega hacia los sectores más modestos.






Es así como entre los años 1973 a 1977, fue Rector del Liceo Domingo Savio y de la Escuela Industrial "San José", de Concepción y lleva a cabo un novedoso programa de educación al trabajo y escuela para todos, reestructurando los talleres de enseñanza de la Escuela.






También crea y dirige el Departamento de Teología en la Sede Talcahuano, de la Pontificia Universidad Católica de Chile e inicia los cursos de perfeccionamiento para los profesores de Religión de la región.






Es nombrado Miembro del Consejo Provincial de los Salesianos.






Inicia la construcción del artístico templo de María Auxiliadora de Concepción y asume, por breves períodos, la responsabilidad de las parroquias de Lota Alto (1973), y del Barrio Norte (1994-1995).






En noviembre de  1977 es nombrado Pro Vicario Provincial, cargo que desempeña hasta marzo de 1978.






Entre 1978-1983 ejerce como Rector del Seminario Salesiano de Lo Cañas, Santiago y Consejero Provincial, responsable de formación de los jóvenes salesianos.






Es designado Profesor de Pastoral Fundamental en la Facultad de Teología de la Pontificia Universidad Católica de Chile.






Nombrado Director del Centro de Estudios y Experiencias Catequísticas CEEC. En colaboración con el Equipo, publica textos de Religión "Ven y verás", para la Enseñanza Media y "Testigos y Apóstoles" para la Confirmación. Dirige y colabora en la Revista "Noticia".






En 1984, participa en la Asamblea General número 23 de la Congregación Salesiana, en Roma.






En ese mismo año, es nombrado Inspector Provincial de los Salesianos de Chile. Permanece en el cargo hasta el 31 de enero de 1991.






En el curso de estos años realiza las siguientes actividades de desarrollo y formación en beneficio de los más desposeídos:






- Estructura las comunidades formativas, especialmente el prenoviciado y la comunidad de estudiantes de teología.






- Crea el Centro Salesiano de Espiritualidad de Lo Cañas.






- Promueve la renovación de la calidad educativa, especialmente para los sectores más postergados. Da impulso a la enseñanza técnica y agrícola a favor de las clases populares.






- Obtiene una importante ayuda del Gobierno de Bélgica para reconstruir la Escuela Agrícola de Catemu, destruida por el terremoto de 1985.






- Realiza un proyecto de desarrollo financiado por el Gobierno Italiano para la Escuela Agrícola de Linares y para 400 familias necesitadas del Valle del Achibueno de Linares.






- Del Gobierno Alemán obtiene significativas ayudas para renovar los talleres mecánicos, eléctricos y electrónicos de los Colegios Técnicos Salesianos de las ciudades de Talca, La Serena y Valparaíso.






- Impulsa la construcción de varias obras religiosas y sociales.  Entre ellas:  la Iglesia Parroquial y el Colegio Santa Ana de Talca; Iglesia y Centro de Desarrollo Juvenil de Lo Cañas (1989); el Centro de Espiritualidad de La Florida (1987); Casa Provincial en la calle República (1990).






- Abre el nuevo Centro Educativo y Pastoral Salesiano de Puerto Montt.






En 1990, participa en la Asamblea General 24 de la Congregación Salesiana en Roma.






En 1991, deja el cargo de Inspector y organiza el Centro Juvenil de Lo Cañas, destinado a atender a niños y jóvenes de la calle de Peñalolén, Macul y La Florida.






El 29 de junio de 1996 es nombrado Obispo de Valdivia.






A partir de 1998, su labor en Valdivia se centra en:






- Reorganizar la Diócesis en sus ámbitos pastorales y estructurales.






- Crear tres nuevas parroquias en la ciudad. Santa Inés, Cristo Rey y Santos Juan y Pedro.






- Incorporar el trabajo pastoral de la Diócesis a cinco Comunidades Religiosas Femeninas.






- Llevar a término la construcción de la Catedral de Valdivia y celebra su dedicación con la presencia del Cardenal Sodano, Secretario de Estado del Vaticano, el Presidente de la República y la totalidad de los Obispos de Chile.






- Levanta los Templos de los Santos Juan y Pedro y Santísima Trinidad en Valdivia.






- Construye el Centro Comunitario San Juan Bosco; la Casa para los niños del Cían; el Centro de Formación para los Ministros y Diáconos; el Centro Comunitario de Collico, y varios centros comunitarios en las comunas de La Unión, Río Bueno, Futrono y Corral.






- Obtiene las ayudas necesarias para la construcción de salas de clases para los "Huertos Orgánicos" destinados a las familias de extrema pobreza en Valdivia. Crea y organiza el Centro de Especialización agrícola para jóvenes campesinos de Futrono. Obtiene los recursos para el nuevo Internado del Colegio San Conrado de Futrono y para la calefacción del mismo.






En 1997, es elegido por la Conferencia Episcopal de Chile CECH, miembro de la Comisión Pastoral del Episcopado COP, y Presidente del Área de Educación de la CECH; Presidente de la Comisión Episcopal para los Seminarios y miembro de la Comisión Mixta de Obispos-Superiores Mayores.






En ese mismo año, es elegido por la Conferencia Episcopal de Chile y participa en la Asamblea Extraordinaria del Sínodo de los Obispos de América.






En 1999, es nombrado miembro del Departamento de Vida Consagrada DEVIC, del Consejo Episcopal Latinoamericano, CELAM. Participa en varios seminarios internacionales de estudios sobre educación.






El de 10 de julio de 2001, es nombrado Obispo Auxiliar de Santiago, Titular de la Nueva Imperial y Administrador Apostólico de Valdivia.






El 8 de diciembre entrega el gobierno de la Diócesis de Valdivia y se traslada a Santiago.






En reconocimiento a su entrega y profunda colaboración, en el 2003, la Conferencia Interamericana de Educación Católica le otorga el reconocimiento "Jesús Maestro", por los servicios prestados a la Educación en América.






En mérito a lo expuesto y como reconocimiento a su destacada y meritoria entrega en el ámbito educacional de nuestro país, sobre todo por los más necesitados, constituye un orgullo nacional y mérito suficiente como para otorgarle, la nacionalidad del país al que ha honrado y servido durante toda su vida.






En consideración a lo anterior y de conformidad al artículo 10 N° 5 de la Constitución Política de la República, es que venimos en presentamos el siguiente:

"PROYECTO DE LEY






Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, a Monseñor Ricardo Ezzati Andrello.". 








(Fdo.):RAFAEL MORENO
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